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Aproximadamente 1,5 mi-
llones de niños, niñas y 
adolescentes (NNA) son 

privados/as de su libertad cada 
año en todo el mundo, por diver-
sos motivos. Al menos 410 000 
NNA son retenidos/as cada año 
en centros de prisión preventiva o 
establecimientos carcelarios; esta 
cifra no incluye a más de 1 millón 
de NNA en detención policial por 
año. Asimismo, a pesar de que la 
ONU ha determinado que el inte-
rés de los NNA se encuentra sobre 
la privación de libertad por motivos 
migratorios, 330 000 están anual-
mente detenidos/as en centros 
administrativos por estas razones, 
en 77 países del mundo. A esto se 
suma que el número de NNA pri-
vados/as de libertad por seguridad 

nacional ha aumentado significati-
vamente debido a políticas agresi-
vas de lucha contra el terrorismo.2 
Estos datos globales sugieren que, 
pese a un corpus jurídico interna-
cional que determina la privación 
de libertad como medida de ultima 
ratio para NNA en conflicto con la 
ley, las medidas privativas siguen 
aplicándose en exceso. 

Entre las posibles razones que 
explican esta situación, se encuen-
tra la falta de sistemas de bienestar 
infantil eficaces, ausencia de apoyo 
a los entornos familiares, excesiva 
criminalización, la baja edad míni-
ma de responsabilidad penal, im-
posición de penas duras, e incluso 
la discriminación, razones socioe-
conómicas o la falta de recursos en 
la administración de justicia.

América Latina y el Caribe no 
son la excepción en este contexto. 
A partir del análisis de las recomen-
daciones e informes de organismos 
regionales y globales,3 se constatan 
debilidades en los sistemas de justi-
cia juvenil que, a pesar de los avan-
ces normativos como la adopción 
de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, no evidencian prác-
ticas institucionales acordes con los 
principios de una justicia juvenil en 
sintonía con los propósitos educati-

1 Directora General, Fundación Terre des hommes - Lau-
sanne.
2 “Estudio mundial sobre los niños privados de libertad”, pre-
sentando en 2019 a la Asamblea General de la Organización 
de Naciones Unidas (ONU), en el que Terre des hommes - Lau-
sanne participó junto con 170 organizaciones a nivel mundial.
3 Véase  Asamblea General de las Naciones Unidas, A/
RES/69/157; “Estudio mundial sobre los niños privados de 
libertad” A/74/136/, julio de 2019; Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas, Observación General n.°17, 
“Derechos del niño” (artículo 24) y Observación General 
n.° 21, “Trato humano de las personas privadas de libertad” 
(artículo 10), Observación General n.° 32 CCPR/C/GC/32; 
Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, 
Observación general n.° 24 relativa a los derechos del niño 
en el sistema de justicia  juvenil, 2019; Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos, “Justicia Juvenil y Derechos 
Humanos en las Américas”; Relatoría sobre los derechos de 
la niñez, OEA/ser.l/v/ii., julio 2011; Comité de los Derechos 
Humanos de Naciones Unidas, A/HRC/36/4, Ecuador.

Prefacio
Justicia para Crecer, N.° 24

Barbara Hintermann1



6 | Justicia para Crecer 

vos y reintegradores de la Conven-
ción. Es necesario recalcar que un 
número representativo de gobier-
nos de América Latina y el Caribe 
caen en lógicas punitivas debido a 
demandas sociales por políticas de 
mano dura. 

Existe, igualmente, la necesidad de 
reforzar redes de apoyo y consolidar 
programas de reintegración de ado-
lescentes y jóvenes en conflicto con 
la ley; así como mejorar la coordi-
nación entre las justicias indígenas y 
la justicia ordinaria para atender de 
una manera más adecuada a NNA 
que se encuentran en condiciones de 
especial vulnerabilidad. Finalmente, 
se hace patente la necesidad de for-
talecer programas de prevención de 
la violencia en entornos familiares, 
comunitarios y educativos.

A estos elementos se suma, prin-
cipalmente, la necesidad de contar 
con formación especializada e inter-
disciplinar que permita un apoyo in-
tegral a los actores que trabajan con 
adolescentes y jóvenes en conflicto 
con la ley. Solo si se afrontan estos 
desafíos de forma integral se podrá 
materializar el Objetivo de Desarro-
llo Sostenible (ODS) 16 de Naciones 
Unidas, relativo a sistemas de justi-
cia más incluyentes y eficaces. 

Así, la Fundación Terre des 
hommes-Lausanne ha desarro-
llado históricamente el programa 
de Acceso a la Justicia como parte 
fundamental de su intervención en 
América Latina y el Caribe, desde 
un enfoque integral. Esto implica 
brindar apoyo normativo para de-
sarrollar leyes y reglamentos que 

permitan privilegiar medidas no 
privativas de libertad en casos de 
NNA en conflicto con la ley pe-
nal, como fue el caso de Perú y de 
Brasil, en donde se aplicaron 534 
medidas de remisión hasta 2019, 
gracias a los cambios normativos 
impulsados. Además, en Brasil se 
desarrollaron procesos restaurati-
vos que permitieron aplicar 1200 
medidas alternativas a la privación 
de libertad en 2019. 

Asimismo, trabajamos en mejo-
rar las condiciones de privación de 
libertad de NNA, mediante mo-
delos de gestión y atención que in-
corporen un enfoque integral para 
atender a NNA en cumplimiento de 
medidas privativas y no privativas, 
como es el caso de Ecuador y Hon-
duras, entre otros. Esto beneficiará 
a más de 1900 NNA privados de li-
bertad o con medidas no privativas. 
También hemos adelantado accio-
nes para fomentar la prevención de 
la violencia en entornos educativos, 
como en Colombia, en donde tene-
mos acciones de preparación para 
la libertad y reintegración de ado-
lescentes en conflicto con la ley. 

Igualmente, en la Fundación 
Terre des hommes-Lausanne con-
sideramos fundamental mejorar la 
coordinación entre las justicias in-
dígenas y ordinaria. Para esto, de-
sarrollamos una experiencia piloto 
en Panamá, que permitió sentar 
las bases de una coordinación real 
entre estos dos sistemas, que coexis-
ten pero no se comunican entre sí, lo 
cual afecta a NNA, particularmente 
a los indígenas. Asimismo, ha sido 
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fundamental formar a funcionarios 
y actores que trabajan con NNA en 
conflicto con la ley. Tan solo en 2019, 
se formó a 4402 profesionales en ma-
teria de justicia juvenil restaurativa. 

Además, en 2015, distintos foros 
iberoamericanos que reúnen a los 
ministros de Justicia, fiscales, defen-
sores públicos y poderes judiciales 
de 23 países elaboraron y aproba-
ron la Declaración Iberoamerica-
na de Justicia Juvenil con enfoque 
Restaurativo y los Decálogos Ibe-
roamericanos de Justicia Juvenil 
Restaurativa. Junto a estos esfuer-
zos iberoamericanos, desde 2009, 
la Fundación Terre des hommes 
- Lausanne ha liderado la organi-
zación de los Congresos Mundiales 
sobre Justicia para los Niños, Niñas 
y Adolescentes, en Lima (2009), Gi-
nebra (2015) y París (2018). 

El próximo Congreso Mundial 
tendrá lugar en Ciudad de México, 
a finales de 2021, y se articulará al-
rededor de la justicia para los niños 
y niñas, y oportunidades para for-
talecer su participación de manera 
efectiva. Estos congresos han sido 
espacios fértiles en intercambios de 
experiencias, y han permitido ela-
borar recomendaciones a Estados, 
al Comité de la Naciones Unidas 
de Derechos del Niño, a Unicef  y 
a otras agencias de Naciones Uni-
das, para reforzar la creación de 
programas de formación específicos 
para actores que intervienen en el 
proceso judicial de adolescentes en 
conflicto con la ley. 

Así, la Fundación Terre des 
hommes - Lausanne, en su compro-

miso de promocionar cambios en 
los sistemas de justicia en beneficio 
de NNA, desarrolló, en conjunto 
con la Universidad de Ginebra y 
el Instituto de Derechos del Niño, 
el Certificado de Estudios Avanza-
dos (CAS) en Justicia Juvenil. Esta 
capacitación, enteramente virtual 
se enfoca en formar en los princi-
pios básicos de la justicia juvenil y 
en crear redes de practicantes y ex-
pertos que fomenten la cooperación 
Norte-Sur-Sur. 

En este contexto, y con la nece-
sidad de crear una red de expertos/
as y compartir buenas prácticas en 
materia de justicia juvenil con en-
foque restaurativo, la Fundación 
Terre des hommes - Lausanne pu-
blicó, en 2006, Justicia para Crecer, 
que rápidamente se posicionó como 
una revista de referencia en materia 
de prácticas y experiencias concre-
tas en este tema. 

Esta nueva publicación de la 
revista, además de contribuciones 
especiales de expertos que integran 
la red de la Fundación Terre des 
hommes - Lausanne, cuenta con 
los mejores artículos publicados por 
antiguos estudiantes del CAS, con 
el fin de generar conocimiento des-
de la práctica y desde las realidades 
que enfrentan cotidianamente quie-
nes intervienen con adolescentes en 
conflicto con la ley penal.



8 | Justicia para Crecer 



Justicia para Crecer | 9

Resumen
El propósito de este texto es re-

flejar los cambios que se han pro-
ducido desde 2007, mediante la 
Observación General N.o 24, como 
resultado de la promulgación de 
normas internacionales y regiona-
les; la jurisprudencia del Comité; 
los nuevos conocimientos sobre el 
desarrollo en la infancia y la ado-
lescencia, y la experiencia de prác-
ticas eficaces, como las relativas a 
la justicia restaurativa. Asimismo, 
se hace eco de temas que suscitan 
preocupación, como las tenden-
cias relativas a la edad mínima de 
responsabilidad penal y el recurso 
persistente a usar la privación de 
libertad.2 

Palabras claves: Observación 
General N.o 24, justicia restaurativa, 
edad mínima, enfoque comunitario

1. Introducción
En septiembre de 2019, el Comité 

de los Derechos del Niño aprobó la 
Observación General N.o 24 sobre 
los Derechos del Niño en la Justicia 
Juvenil. Con este documento, culmi-

na el proceso de revisión de la Obser-
vación anterior, la N.º 10, de 2007, la 
primera sobre la materia que realizó 
el órgano de control del Tratado. 

El proceso de revisión incluyó 
una consulta abierta a Estados, or-
ganizaciones no gubernamentales, 
académicos y agencias de Naciones 
Unidas para que presentaran sus 
aportes al Comité. En este sentido, 
se recibieron más de 70 documen-
tos. Los cambios mas significativos 
radican en el cambio de nombre, 
la edad mínima para el comienzo 
de la responsabilidad penal, el en-
foque de prevención con base co-
munitaria y de apoyo a las familias, 
formas de justicia consuetudinaria, 
indígena y no estatal, y algunas 
aproximaciones a la justicia restau-
rativa. También se enfatiza en los 
efectos de la justicia penal para los 
niños, niñas y adolescentes, la cual 
debe ser tenida como ultima ratio. 

2. El cambio de nombre
La Observación General N.o 10 

se denominaba, en su traducción 
al español, Derechos del Niño en 
la Justicia de Menores. La revisión 
actual lo cambió por Children’s 
Rights in the Child Justice System 
(Derechos del Niño en el Sistema 
de Justicia Juvenil). El propósito 
fue sustituir el término menor (utili-

Los cambios de la nueva Observación General 
N.° 24 del Comité de los Derechos del Niño

Luis Pedernera1

1 Presidente del Comité de los Derechos del Niño de Na-
ciones Unidas; presidente de la Reunión de Presidentes de 
Órganos de Tratados de Derechos Humanos. 
2 Observación General N.° 24 (2019) sobre a los Derechos 
del Niño en el Sistema de Justicia Juvenil, párr. 1.
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zado en la Observación N.° 10, con 
una fuerte carga estigmatizante, en 
especial en nuestra región), por un 
concepto que tiene una amplia re-
cepción en las diferentes regiones. 

Corresponde también desta-
car que, a partir de 2017, en las 
Conclusiones y Observaciones, el 
Comité ya no utiliza el término me-
didas alternativas para nombrar a las 
sanciones no privativas de libertad 
aplicadas a los niños y adolescen-
tes, por entender que son la regla y 
no la excepción, desde el enfoque 
de la justicia juvenil que recoge la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño. Desde entonces, usan los tér-
minos sanciones no privativas de libertad 
y sanciones privativas de libertad,3 y se 
reconoce como medidas no judiciales 
a aquellas acciones que resultan de 
formas no judiciales de abordar el 
conflicto, en atención al artículo 
40.3 b de la Convención.

3. Edad mínima para el comienzo 
de la responsabilidad penal

Para elaborar la Observación N.o 
24, el Comité relevó las edades mí-
nimas de responsabilidad penal de 
distintos países. La tendencia de los 
sistemas de justicia es a fijar como 
edad mínima los 14 años. No obs-
tante, hay regiones donde la edad 
sigue estando por debajo del um-
bral de los 10 años, e incluso en 
ciertos países la responsabilidad pe-
nal comienza a los 6 años. La ten-
sión acerca de la edad mínima es 
permanente, pues hay Estados que 
actualmente tienen en su agenda le-
gislativa propuestas para reducir la 

edad a rangos más bajos de los es-
tablecidos en su legislación vigente. 

El Comité ha decidido establecer 
la edad mínima de responsabilidad 
penal en los 14 años; saluda a los 
Estados que ya cumplen con este 
estándar, e invita a no reducirla a 
los que la tienen en edades mayores. 
Para determinar la edad, el Comité 
se basó en la evidencia del desarro-
llo infantil y la neurociencia. En este 
sentido, señala: 

La madurez y la capacidad de pen-
samiento abstracto todavía están 
evolucionando en los niños de 12 a 
13 años debido a que la parte fron-
tal de su corteza cerebral aún se 
está́ desarrollando. Por lo tanto, es 
poco probable que comprendan las 
consecuencias de sus acciones o que 
entiendan los procedimientos pena-
les. También se ven afectados por su 
entrada en la adolescencia. Como 
señala el Comité en su Observación 
General núm. 20 (2016) sobre la 
efectividad de los derechos del niño 
durante la adolescencia, esta es una 
etapa singular de definición del de-
sarrollo humano caracterizada por 
un rápido desarrollo del cerebro, lo 
que afecta a la asunción de riesgos, 
a ciertos tipos de toma de decisiones 
y a la capacidad de controlar los im-
pulsos. 
Se alienta a los Estados partes a que 
tomen nota de los últimos descubri-
mientos científicos y a que eleven, 
en consecuencia, la edad de res-
ponsabilidad penal en sus países a 
14 años como mínimo. Además, las 

3 En inglés, non-custodial or custodial measure.
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pruebas obtenidas en los ámbitos del 
desarrollo y la neurociencia indican 
que los cerebros de los jóvenes con-
tinúan madurando incluso más allá́ 
de la adolescencia, lo que afecta a 
ciertos tipos de toma de decisiones.

4. Nuevos temas que incorpora 
la Observación General N.° 24

La Observación General profun-
diza en la consideración de los es-
tándares de la Observación General 
N.° 10 e incorpora algunas noveda-
des. Una de ellas es el enfoque de 
prevención con base comunitaria y 
de apoyo a las familias, que debe-
ría privilegiarse para el abordaje de 
los niños, niñas y adolescentes que 
infringen la ley penal, y están por 
debajo de la edad mínima de res-
ponsabilidad penal, recogida en los 
párrafos del 9 al 12.

Un segundo aspecto que incor-
pora la Observación es la justicia 
de base comunitaria. Bajo el tí-
tulo “Formas de justicia consue-
tudinaria, indígena y no estatal”, 
el Comité aborda maneras en las 
que ciertos grupos se han organi-
zado para responder conflictos que 
ocurren en su comunidad y que se 
resuelven según costumbres ances-
trales. Pondera que estas formas de 
justicia, cuando ocurren en marcos 
en los que no se vulneran los dere-
chos y garantías, contribuyen a dar 
respuestas integrales al tema de la 
infracción a la ley penal. En pala-
bras de la Observación: 

Muchos niños entran en contacto 
con sistemas de justicia plural que 
funcionan paralelamente o al mar-

gen del sistema de justicia oficial 
y que pueden incluir sistemas de 
justicia consuetudinarios, tribales, 
indígenas o de otro tipo. Pueden 
ser más accesibles que los mecanis-
mos oficiales y tienen la ventaja de 
ofrecer, de manera rápida y relati-
vamente barata, respuestas adapta-
das a las especificidades culturales. 
Dichos sistemas pueden constituir 
una alternativa a los procedimientos 
oficiales contra niños, y es probable 
que contribuyan favorablemente al 
cambio de actitudes culturales con 
respecto a los niños y la justicia. 

También merece una mención 
la justicia restaurativa. La Obser-
vación le dedica varios pasajes y la 
define en el párrafo 8 de la siguiente 
manera:

Todo proceso en que la víctima, el 
agresor y cualquier otra persona o 
miembro de la comunidad afectado 
por un delito participan conjunta-
mente y de forma activa en la re-
solución de las cuestiones derivadas 
de ese delito, a menudo con ayuda 
de un tercero justo e imparcial. Son 
ejemplos de procesos restaurativos 
la mediación, la celebración de con-
versaciones, la conciliación y las re-
uniones para decidir sentencias.

5. Efectos del sistema de justicia 
penal y de la cárcel en las 
personas menores de 18 años

En el documento subyace, e in-
cluso se explicita, que el sistema de 
justicia penal y las penas de prisión 
no son buenas para los niños, ni-
ñas y adolescentes. Esta evaluación 
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se sostiene también en abundantes 
referencias a varios documentos de 
procedimientos especiales de Na-
ciones Unidas. El párrafo 89, por 
ejemplo, indica: 

El Comité recomienda que ningún 
niño sea privado de libertad, a me-
nos que existan verdaderos motivos 
de preocupación en materia de se-
guridad o salud pública, y alienta 
a los Estados partes a que fijen un 
límite de edad por debajo del cual 
los niños no puedan ser legalmente 
privados de su libertad, como los 16 
años de edad. 

En el párrafo 82 se insiste en la 
misma idea y, citando a un relator 
especial, se reafirma la necesidad de 
abolir la detención de personas me-
nores de 18 años. Hasta el momen-
to, solo se había hecho referencia a 
abolir la detención en la ley y en la 
práctica en la Observación General 
conjunta 22 y 23, realizada con el 
Comité de trabajadores migrantes:4 

El Comité señala a la atención de 
los Estados partes el informe de 
2018 del Relator Especial sobre el 
derecho de toda persona al disfrute 
del más alto nivel posible de salud 
física y mental, en el que este seña-
ló que la escala y la magnitud del 
sufrimiento de los niños recluidos 
e internados exigen un compromi-
so mundial para la abolición de las 
prisiones de niños y de las grandes 
instituciones de atención, paralela-
mente a una intensificación de la 
inversión en servicios basados en la 
comunidad.5 

El Estudio mundial sobre niños 
privados de libertad6 informa que, 
por año, se detiene a 410.000 ni-
ños, y que entre 160.000 y 250.000 
se encuentran en detención pre-
ventiva por largos periodos, en es-
pera de juicio.

Nosotros vivimos en una región 
del mundo caracterizada por la des-
igualdad y la violencia, donde la 
vida de los niños oscila en un mo-
vimiento pendular entre pobreza y 
criminalización. Lo niños, niñas y 
adolescentes son los integrantes de 
la sociedad a quienes con más du-
reza afecta la pobreza, y se los res-
ponsabiliza de la inseguridad que 
diariamente amplifican los medios 
de comunicación masiva de nues-
tros países. La Observación Gene-
ral N.° 24 brinda nuevos y mejores 
elementos para que los sistemas 
de justicia penal se acerquen a los 
planteamientos de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, y la 
cárcel sea algo excepcional y un he-
cho mínimo en sus vidas. Quizás, la 
revisión de la Observación N.° 24 
cobra sentido en la imagen que el 
criminólogo noruego Nils Christie 
propone en uno de sus últimos tra-
bajos: 

La institución penal está en una si-
tuación análoga a la del rey Midas. 
Todo lo que él tocaba se convertía 

4 En el párrafo 12 de la OG 23 se indica: “Por consiguiente, la 
detención de los niños y sus familias como inmigrantes debe 
estar prohibida por la ley y su abolición garantizada en teoría 
y en la práctica”.
5 A/HRC/38/36, párr. 53.
6 Disponible en: https://defenceforchildren.org/wp-con-
tent/uploads/2019/08/Spanish_Global-Study-on-Chil-
dren-Deprived-of-Liberty.pdf
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en oro y, como todos sabemos, mu-
rió de hambre. Mucho de lo que la 
policía toca y todo lo que la prisión 
toca se convierte en delitos y delin-
cuentes, y se desvanecen las inter-
pretaciones alternativas de actos y 
actores.7
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OG_3_CMW_22_CRC.htm

—. Observación general conjunta n.°. 4 del Comi-
té de Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 
y n.° 23 del Comité de los Derechos del Niño 
sobre las obligaciones de los Estados relati-
vas a los derechos humanos de los niños en el 
contexto de la migración internacional en los 
países de origen, tránsito, destino y retorno. 
2017. https://conf-dts1.unog.ch/1%20
SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/
CMW/OG_4_CMW_23_CRC.htm

7 Nils Christie, Una sensata cantidad de delito, (Editores del Puer-
to, Buenos Aires, 2004).
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Resumen
El Poder Judicial de Puerto Rico 

creó en 2019 el programa Por la 
Juventud, para coordinar, desde los 
tribunales, servicios de apoyo y pre-
vención dirigidos a niños, niñas y 
adolescentes en riesgo de abandonar 
la escuela o de incurrir en infrac-
ciones de ley. La participación en el 
programa es voluntaria y no adver-
sativa, pues no requiere el inicio de 
un proceso judicial por la violación 
de una disposición legal. Al ingresar 
al programa, funcionarios judicia-
les especializados en trabajo social 
establecen un plan individualizado 
dirigido a atender las necesidades 
psicosociales que se hayan identifica-
do en el participante y en su familia. 

El plan integra servicios de conseje-
ría y psicológicos, además de talleres 
y actividades extracurriculares según 
los intereses de cada participante. El 
cumplimiento del plan es supervisa-
do directamente por un equipo de 
apoyo y, en particular, por un juez 
mentor, quien sirve de guía al pro-
mover en los jóvenes participantes 
actitudes y conductas positivas. 

Palabras claves: factores de 
riesgo, prevención, delincuencia 
juvenil, juez mentor, factores pro-
tectores, Poder Judicial de Puerto 
Rico, justicia restaurativa, justicia 
terapéutica 

1. La judicatura: ¿la boca que 
solo pronuncia las palabras de 
la ley?

El constitucionalismo moderno 
atribuyó al Poder Judicial la función 
de dirimir controversias de mane-
ra socialmente ordenada. La sepa-
ración de poderes, como doctrina 
que aspiraba a diluir el ejercicio del 
poder público para evitar abusos 
y arbitrariedad, confirió al llama-
do tercer poder, en su formulación 
inicial, un poder considerado se-
cundario y marginal. Montesquieu, 

1 Director administrativo de los Tribunales de Puerto Rico 
y juez de Apelaciones. Las expresiones vertidas en este es-
crito no representan la posición oficial del Poder Judicial de 
Puerto Rico, ni la de sus jueces, empleados y funcionarios. 
Deseo agradecer las valiosas recomendaciones que Marisol 
Justiniano, jefa de la Oficina de Servicios Sociales del Poder 
Judicial de Puerto Rico, y Aracelis Cabrera, ambas figuras 
fundamentales en la conceptualización y desarrollo del pro-
grama Por la Juventud, formularon sobre el contenido de este 
artículo. También agradezco a la licenciada Carmen Sanfeliz 
por leer y comentar varias partes de este trabajo. 
2 Montesquieu, “De la Constitución de Inglaterra”, El es-
píritu de las leyes, Libro XI, Cap. VI, 1748, (“Pero los jueces 
de la nación, como es sabido, no son más ni menos que la 
boca que pronuncia las palabras de la ley, seres inanimados 
que no pueden mitigar la fuerza y el rigor de la ley misma”), 
http://bibliotecadigital.tamaulipas.gob.mx/archivos/des-
cargas/31000000630.PDF

Prevención de conducta de riesgo en niñas, 
niños y adolescentes: el programa Por la 

Juventud del Poder Judicial de Puerto Rico

Sigfrido Steidel Figueroa1
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por ejemplo, expresó que, de los tres 
poderes de un Estado, “el de juzgar 
es casi nulo”, y concibió a los jueces 
como “la boca que pronuncia las pa-
labras de la ley”, “seres inanimados” 
incapaces de contrariar los dictados 
del legislador.2 En el constitucionalis-
mo americano, los federalistas des-
cribieron al Poder Judicial de similar 
manera, al catalogarlo como el más 
débil de los tres que componían la 
estructura gubernamental, porque 
carecía de “fuerza y voluntad”, por 
no controlar las armas y la milicia, 
no intervenir en la aprobación de le-
yes y no controlar el erario.3 La his-
toria, sin embargo, ha requerido de 
los tribunales mucho más que lo que 
en teoría se creyó originalmente. 

El reclamo de mayores espacios 
libertarios, los avances científicos, 
la pérdida de capacidad de llegar a 
soluciones consensuadas en socie-
dades cada vez más convulsas, el 
aumento de la inequidad en la distri-
bución de la riqueza, la corrupción 
gubernamental, la desconfianza en 
las instituciones de gobierno, entre 
otras situaciones, han propiciado en 
las pasadas décadas, y en lo que va 
del siglo XXI, con distintos énfasis, 
mayor implicación de los poderes 
judiciales en asuntos que tradicio-
nalmente se resolvían en el espacio 
político. No siempre la implicación 
judicial se ha mantenido dentro de 
los linderos que en teoría le corres-
ponden. En ocasiones, los límites 
parecen rebasarse y crean una oca-
sional tensa interrelación entre los 
poderes gubernamentales, y entre 
estos y las fuerzas sociales, sobre 

todo en controversias profundamen-
te divisivas para una sociedad. 

La mayor implicación de los po-
deres judiciales en asuntos que his-
tóricamente se consideraban de la 
exclusiva competencia de otras esfe-
ras del espacio público también ha 
llevado a muchos de estos a comple-
mentar ciertas funciones típicamente 
delegadas al Poder Ejecutivo, sobre 
todo en áreas vinculadas a la atención 
de poblaciones consideradas vulnera-
bles.4 Este proceso ha ido de la mano 
del surgimiento de enfoques alterna-
tivos a los tradicionales para atender 
controversias en las que de ordinario 
el rol del Poder Judicial se limitaba a 
resolver un conflicto jurídico. 

Frente a la visión de que a los jue-
ces solo les corresponde determinar 
la ocurrencia de un acto antijurí-
dico para proveer mecánicamente 
una solución predeterminada por 
la ley, han surgido visiones alternas 
que plantean la necesidad de consi-
derar, no solo la antijuridicidad de 

3 Alexander Hamilton, “Federalist Núm. 78, The Judiciary 
Department”, The Federalist Papers (1788), https://guides.loc.
gov/federalist-papers/text-71-80
4 Una mirada al trabajo de múltiples organismos judiciales 
regionales revela una agenda en la que las necesidades de las 
poblaciones vulnerables tienen un sitial especial. Destaco, por 
ejemplo, el Decálogo Iberoamericano de Justicia Juvenil Restaurativa; 
el Protocolo Iberoamericano de actuación judicial para mejorar el acceso 
a la justicia de personas con discapacidad, migrantes, niñas, niños, ado-
lescentes, comunidades y pueblos indígenas y las Cien Reglas de Brasilia, 
aprobadas por la Cumbre Judicial Iberoamericana. Véanse, De-
cálogo Iberoamericano de Justicia Juvenil Restaurativa, Cumbre Judicial 
Iberoamericana, 2018; Protocolo Iberoamericano de actuación judicial 
para mejorar el acceso a la justicia de personas con discapacidad, migrantes, 
niñas, niños, adolescentes, comunidades y pueblos indígenas, Cumbre Ju-
dicial Iberoamericana, 2014, http://www.cumbrejudicial.org/
productos-y-resultados/productos-axiologicos/item/38-proto-
colo-de-acceso-a-la-justicia-para-personas-y-grupos-vulnera-
bles; Cien Reglas de Brasilia, Cumbre Judicial Iberoamericana, 
2008, http://www.cumbrejudicial.org/comision-de-seguimien-
to-de-las-reglas-de-brasilia/documentos-comision-de-segui-
miento-de-las-reglas-de-brasilia/item/817-cien-reglas-de-bra-
silia-actualizadas-version-abril-2018-xix-cumbre-judicial-asam-
blea-plenaria-san-francisco-de-quito.
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un comportamiento, sino también 
las circunstancias subyacentes que 
generan un conflicto legal y las al-
ternativas que existen para atender-
las con un enfoque terapéutico5 o 
restaurativo. Frente a la idea de que 
el juez es la voz inanimada de la ley, 
surgió la visión de que el juez debía 
ser la voz sensible de la ley.6 

Plantear la existencia de enfoques 
alternos a los tradicionales no im-
plica decir que hasta el surgimiento 
de estos los jueces se desentendían 
de las realidades subyacentes a una 
controversia jurídica. Por el contra-
rio, históricamente muchos jueces 
han ejercido funciones que rebasa-
ban su rol tradicional, incluso sin 
contar con protocolos que dieran 
uniformidad al proceso y que mi-
nimizaran los riesgos de incurrir en 
comportamientos conflictivos con el 
deber de ser y parecer imparciales.7 

En materia de justicia juvenil, el 
tema cobra una especial dimen-
sión. En Puerto Rico, por ejemplo, 

diversas voces han cuestionado que 
el proceso judicial cumpla realmen-
te sus propósitos por considerarlo, 
en esencia, punitivo y porque suele 
recurrirse a él por transgresiones 
menores que deberían dirimirse al 
margen del cauce judicial adversa-
tivo. La falta de consenso sobre te-
mas como la edad mínima en que 
se debe activar la justicia juvenil 
por la comisión de una falta y otros 
asuntos análogos han dificultado en 
Puerto Rico la adopción de un es-
tatuto remozado. Los poderes judi-
ciales están en el centro del debate. 
Todo lo que ocurre en ellos será re-
ferente ineludible en la discusión so-
bre la efectividad de los mecanismos 
que existen para prevenir compor-
tamiento antisocial y promover la 
rehabilitación de los niños, niñas y 
adolescentes transgresores de la ley.

Consciente de ello, en 2019, el 
Poder Judicial de Puerto Rico creó 
el programa Por la Juventud, un pro-
yecto que parte de experiencias 
exitosas en salas especializadas que 
integran servicios multidisciplina-
rios para atender las realidades sub-
yacentes a un conflicto jurídico y, de 
esta manera, intentar prevenir com-
portamientos de riesgo y violaciones 
de ley. En este artículo describiré el 
programa y la experiencia durante 
su primer año. 

2. Los antecedentes
Las primeras experiencias del 

Poder Judicial puertorriqueño con 
programas basados en enfoques 
terapéuticos surgieron en el con-
texto de delitos vinculados al uso y 

5 Sobre este tema, expresé en otro lugar: 
La segunda mitad del siglo XX, (…) exigió de los tribu-
nales mucho más. Les correspondió mover las piezas del 
derecho para reconocer espacios libertarios más amplios 
e insertarse en la ejecución y supervisión de programas 
que más allá de atender un conflicto legal procuraban 
atender necesidades y problemas sociales. Las cortes es-
pecializadas en sustancias controladas, las salas especia-
lizadas en violencia doméstica y de género, la adopción 
de métodos alternos de resolución de conflictos, las salas 
de asuntos de salud mental, entre otras creadas en Puerto 
Rico, ejemplifican lo dicho. El fenómeno es común en 
los poderes judiciales estatales de Estados Unidos, los que 
han estado más implicados que sus contrapartes federa-
les en el desarrollo de políticas institucionales dirigidas a 
atender los problemas sociales y humanos subyacentes en 
un problema legal. Sigfrido Steidel Figueroa, Legitimidad 
y confianza: retos en la función judicial, en Sigfrido Steidel Fi-
gueroa (editor), Reflexiones sobre la función judicial (San Juan, 
Puerto Rico, Ediciones Situm, 2020), 92. 

6  Véase David Wexler, Therapeutic Jurisprudence: The Law as a 
Therapeutic Agent (Carolina Academic Press, 1990).
7 Véase In re: Investigaciones Informales por los Jueces de Primera 
Instancia, 111 DPR 86 (1981).
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abuso de sustancias controladas. El 
problema creciente de la adicción 
a drogas y de la delincuencia aso-
ciada a su trasiego exigía respuestas 
distintas a las usuales. 

Las primeras salas especializadas 
en Sustancias Controladas (Drug 
Court) se inauguraron en 1996, 
como una iniciativa del Poder Judi-
cial. Se emulaban proyectos simila-
res de Estados Unidos que habían 
demostrado su efectividad en el ma-
nejo de la adicción a sustancias con-
troladas. Su objetivo fue propiciar 
la rehabilitación y recuperación de 
los participantes del programa para 
que pudieran reinsertarse en la so-
ciedad de manera productiva, sin las 
limitaciones que podría representar 
un antecedente penal. También se 
aspiraba a disminuir la reincidencia 
delictiva. Estas salas especializadas 
surgieron en momentos en que se 
invocaba la mano dura contra el 
crimen como lema publicitario en la 
política.

La elegibilidad en el programa 
supone que el potencial participan-
te carezca de historial delictivo o, 
de tenerlo, que se trate de delitos 
graves no violentos causalmente re-
lacionados al uso o abuso de dro-
gas o alcohol. En cualquier caso, el 
participante debe hacer una alega-
ción de culpabilidad por el delito 
imputado o uno relacionado como 
condición para entrar al progra-
ma. En este, un grupo de trabajo 
multidisciplinario dirigido por un 
juez desarrolla un plan individua-
lizado para tratar el problema de 
dependencia a drogas o alcohol, y 

las circunstancias psicosociales que 
pudieran producir una recurrencia. 

En ese proceso, el juez no es la voz 
inanimada de la ley, que solo dirime 
conflictos fácticos para aplicar el 
derecho. Debe dirigir los esfuerzos 
de rehabilitación y reinserción de 
los participantes a la sociedad con 
referidos a instituciones públicas o 
privadas, para que estas ofrezcan 
tratamiento contra la adicción. Ade-
más, le corresponde coordinar varia-
das actividades que complementen 
el proceso, como talleres, adiestra-
mientos, y actividades educativas y 
deportivas, entre otras. Un equipo 
de supervisión documenta y rinde 
informes sobre el progreso de cada 
participante en audiencias perió-
dicas con un representante del Mi-
nisterio Público y de la defensa. En 
estas también se comunican al juez 
los resultados de pruebas toxicoló-
gicas, que podrán determinar si se 
amplía el periodo de participación 
en el programa o se inicia el proceso 
conducente a revocar el privilegio. 

El programa premia el progre-
so mediante la flexibilización de 
las condiciones impuestas o la re-
ducción del tiempo en que un par-
ticipante debe permanecer en él. 
Incumplir las condiciones tiene 
consecuencias: aumento de la fre-
cuencia de la supervisión judicial o 
el plazo de permanencia en el pro-
grama; la reclusión temporal en una 
institución penal, y, en casos apro-
piados, la revocación del privilegio 
y emisión de una sentencia acorde 
con la alegación de culpabilidad he-
cha al entrar al programa. 
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Cuando un participante completa 
el programa, el juez que tuvo a su 
cargo la supervisión ordena archivar 
la causa penal por la cual hizo alega-
ción de culpabilidad. Se exonera al 
participante de los cargos; el Estado 
le devuelve fotos y huellas dactilares 
tomadas al inicio del proceso penal, 
y, de no existir previas condenas, po-
drá obtener un certificado sin ante-
cedentes criminales. 

Las cortes especializadas en sus-
tancias controladas resultaron ser 
rápidamente una alternativa eficaz 
para enfrentar desde los tribunales, 
con un enfoque multidisciplinario, 
un problema creciente. Con un 
10 % de reincidencia entre sus par-
ticipantes, según el estudio más re-
ciente de 2010, cientos de personas 
se han beneficiado del programa 
durante más de dos décadas. 

Ahora bien, la intervención ju-
dicial en las salas especializadas en 
Sustancias Controladas y otras aná-
logas presupone la comisión de un 
delito. Por lo tanto, es necesario que 
se origine un caso o controversia 
judicial que active el proceso para 
que, si se satisfacen los requisitos 
aplicables, se refiera al imputado a 
la sala especializada. El programa, 
en este sentido, concilia el interés 
de un acusado en obtener el mejor 
trato posible de parte del Estado y 
el interés de la sociedad de poten-

ciar la rehabilitación de un impu-
tado de delito mediante servicios 
interdisciplinarios para prevenir su 
reincidencia en conducta delictiva. 
En ese proceso los jueces incentivan 
el cumplimiento del plan de trabajo 
premiando los logros y castigando 
los incumplimientos. 

Antes de que un niño, niña o ado-
lescente transgreda la ley, la socie-
dad, de ordinario, solo cuenta con 
las herramientas que la escuela, la 
familia, la comunidad y las entida-
des públicas y privadas desarrollan 
para prevenir conducta delictiva. 
Asimismo, los programas que se 
crean en los poderes judiciales en 
materia de delincuencia juvenil ge-
neralmente se enfocan en jóvenes 
que han infringido la ley. Sin em-
bargo, ¿por qué esperar a que ocu-
rra una falta o transgresión para 
proveer a un niño los beneficios de 
un programa supervisado en el que 
se identifiquen factores protectores8 
a partir de las cuales se establezcan 
estrategias para prevenir una con-
ducta problemática o ilícita? Esta 
pregunta, sumada a una preocupa-
ción general constatada en la discu-
sión pública en Puerto Rico durante 
los pasados años –compartida en 
muchos países– sobre la eficiencia 
de los mecanismos existentes para 
resolver conflictos entre menores 
fuera del cauce adversativo, dio ori-
gen al programa Por la Juventud.

3. Programa Por la Juventud 
El programa Por la Juventud facilita 

la implicación judicial en un momen-
to anterior a formular una denuncia 

8 La literatura sobre el tema define el concepto “factores 
protectores” como las circunstancias que reducen los efectos 
nocivos de los factores de riesgo. Véase, Joanne Mampaso 
Desbrow, Francisco Pérez Fernández, Beatriz Corbí Gran, 
María del Pilar González Lozano, y Beatriz Bernabé Cárda-
ba, “Factores de riesgo y de protección en menores infractores: 
Análisis y prospectiva”,  Psychologia Latina 5(1), 2014:  11-20.
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por la transgresión de una ley, me-
diante un plan individualizado su-
pervisado por un coordinador del 
programa, con educación en trabajo 
social, y por un juez mentor. Parte de 
dos ideas que derivan de la experien-
cia ganada en las salas especializadas 
en Sustancias Controladas y otras 
análogas: i) la prestación de servicios 
multidisciplinarios coordinados por 
y desde los tribunales tiene un alto 
porcentaje de éxito para rehabili-
tar y prevenir la conducta delictiva, 
y ii) el éxito del programa depende 
de una activa implicación de un juez 
que imprima al proceso formalidad, 
dirección y rigor. En muchos senti-
dos, la implicación de la judicatura 
en un programa como este supone 
apostar por el respeto que inspira un 
Poder Judicial y el relativo mejor po-
sicionamiento de este en la confianza 
ciudadana frente a otras instituciones 
gubernamentales. 

En sus etapas de conceptualiza-
ción, la idea no caló fácilmente. La 
noción de que un juez intervenga en 
un asunto al margen de las instan-
cias reconocidas por los estatutos ge-
neró preguntas y dudas variadas. Se 
dijo, por ejemplo, que el ambiente 
judicial sería más perjudicial que be-
neficioso para jóvenes que nunca ha-
bían delinquido, aun cuando tenían 
algún comportamiento de riesgo. 
Para otros, la propuesta suponía en-
mendar la Ley de Menores de Puer-
to Rico, pues la intervención judicial 
presupone la existencia de un caso 
o controversia según los criterios de 
justiciabilidad desarrollados por la 
jurisprudencia.9 Convencer a perso-

nas formadas en la centenaria idea 
de que el juez es la voz inanimada de 
la ley fue el primer gran reto. 

Los trabajadores sociales que la-
boran en el Poder Judicial,10 en cam-
bio, mostraron mayor receptividad a 
la propuesta, probablemente por su 
formación académica y por su im-
plicación más directa en la atención 
de los problemas sociales subyacen-
tes a un problema jurídico, actividad 
normal de su profesión. De hecho, 
durante el proceso de desarrollo del 
programa, los trabajadores sociales 
advirtieron que, contrario a la creen-
cia popular, con frecuencia atendían 
situaciones que no necesariamente se 
planteaban al tribunal por el proceso 
ordinario. Con frecuencia recibían 
consultas de padres y custodios de 
menores preocupados por el com-
portamiento de estos sobre cómo 
canalizar judicialmente un proble-
ma de indisciplina en el hogar o en 
la escuela. Las opciones disponibles 
desde el Poder Judicial para atender 
estas consultas han sido histórica-
mente limitadas. 

9 Según firmes precedentes judiciales de Puerto Rico, la inter-
vención de los tribunales en un asunto requiere que exista un 
caso o controversia. Se exige que exista una controversia real, 
que requiera “un remedio específico mediante una sentencia de 
carácter concluyente, a diferencia de una opinión que exprese 
cuál sería el derecho aplicable a unos hechos hipotéticos”. ELA 
v. Aguayo, 80 DPR 552, 584 (1958) (citando a Aetna Life Insurance 
Co. v. Haworth, 300 US 227, 240 (1937).
10 El Poder Judicial de Puerto Rico cuenta con una Oficina 
de Servicios Sociales. Actualmente 161 trabajadores sociales 
prestan servicios en esta, sobre todo en casos de relaciones de 
familia, mediante la preparación de informes sociales foren-
ses que ayudan a los jueces a contextualizar las circunstancias 
implicadas en controversias de custodia, privación de patria 
potestad, relaciones filiales y otros asuntos. También realizan 
evaluaciones sociales en casos instados bajo la Ley de Menores 
de Puerto Rico, Ley Núm. 88 de 9 de Julio de 1986, según 
enmendada, 34 LPRA §§2201 et seq., y supervisan menores en 
libertad condicional. 



Justicia para Crecer | 21

No obstante, la preocupación le-
gal no era trivial. La intervención 
de los tribunales en un proyecto 
como el previsto no ocurriría en 
un contexto adversativo. Tampoco 
ocurriría al amparo de una ley, ni 
se había cometido una falta o trans-
gresión a la ley. La participación de 
los jóvenes en el programa suponía 
conceptualizar de una manera no-
vedosa la intervención judicial y el 
rol de la figura del juez. 

3.1 Las bases legales del 
programa

La Constitución de Puerto Rico 
delega la administración de los tri-
bunales en la jueza presidenta del 
Tribunal Supremo.11 Quien ocupa 
el cargo de jueza o de juez presiden-
te de ese foro administra también el 
Poder Judicial. Las facultades de ad-
ministración del juez presidente del 
Tribunal son amplias. Esta amplitud 
de prerrogativas, ejecutadas por me-
dio de la Oficina de Administración 
de los Tribunales y de su director ad-
ministrativo, facilita, en Puerto Rico, 
adoptar programas especiales e iden-
tificar fondos que los financien. 

Crear el programa Por la Juventud 
supuso elaborar directrices adminis-
trativas y documentos complemen-
tarios; identificar recursos humanos; 
coordinar la prestación de servicios 
con entidades estatales y municipa-

les, e identificar un tribunal idóneo 
en cuanto a infraestructura, entor-
no comunitario y disponibilidad de 
recursos humanos que sirviera de 
sede del proyecto inicial. La jueza 
presidenta del Tribunal Supremo de 
Puerto Rico, Hon. Maite D. Oronoz 
Rodríguez, en el ejercicio de sus fa-
cultades como administradora del 
Poder Judicial puertorriqueño, emi-
tió la Orden Administrativa OAJP-
2019-047 para crear el programa y 
delimitar sus objetivos. Entre estos, 
destaca que el programa aspira a 
“que los(as) menores participantes 
aumenten su asistencia a la escuela 
y disminuyan los problemas de con-
ducta en su entorno escolar y fami-
liar”. De manera consecuente con 
estos fines, añade que “se integrará 
la figura del (de la) Juez(a) Mentor(a), 
quien, desde una faceta extrajudicial, 
participará en coordinación con tra-
bajadores sociales y otros profesiona-
les de la conducta para alcanzar los 
objetivos trazados por el Programa”.

De entre las 13 regiones judiciales, 
la de Caguas, ubicada en el centro de 
Puerto Rico, muy próxima a la capi-
tal, fue seleccionada para el desarro-
llo inicial del proyecto. Contaba con 
una sede judicial moderna y un en-
torno comunitario con alternativas 
culturales, educativas y deportivas. 
El Municipio Autónomo de Caguas 
endosó el proyecto, y se comprome-
tió a proveer servicios de apoyo a los 
participantes y a sus familiares. Entre 
otras cosas, el ayuntamiento ofreció 
a los estudiantes y familiares trans-
portación al tribunal y a las distintas 
actividades que se realicen. También 

11 La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico dispone que “[e]l Juez Presidente dirigirá la administra-
ción de los tribunales y nombrará un director administrativo, 
quien desempeñará su cargo a discreción de dicho magis-
trado”. Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico, Art. V, Sec. 7, 1952, https://www.poderjudicial.pr/
Documentos/Leyes-Reglamentos/Constitucion-Estado-Li-
bre-Asocicado-PR.pdf
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aportó su red de servicios dirigidos a 
jóvenes residentes en el municipio. 

Otro componente importante 
del proyecto es el Departamento 
de Educación de Puerto Rico. Nos 
interesaba impactar a jóvenes con 
comportamientos de riesgo que no 
hubiesen sido procesados por una 
infracción de ley. Por lo tanto, para 
identificarlos necesitábamos contar 
con recursos de las escuelas del país, 
particularmente personal de trabajo 
social escolar. Al igual que el Muni-
cipio Autónomo de Caguas, el De-
partamento de Educación endosó el 
proyecto sin reservas. 

Los tres componentes guberna-
mentales —el Poder Judicial de Puer-
to Rico, representado por su jueza 
presidenta; el Departamento de 
Educación, mediante su secretario, y 
el Municipio Autónomo de Caguas, 
por medio de su alcalde— suscri-
bieron un acuerdo en 2019, que es-
tableció las bases de colaboración 
intergubernamental. 

Las bases operativas del proyecto 
constan en las Disposiciones administra-
tivas del Programa Por la Juventud.12 Este 
documento establece como objetivo 
del programa “contribuir con la for-
mación de ciudadanos(as) integrales 
y productivos para alcanzar la cohe-
sión social”. Añade que, “mediante 
un enfoque integral de prevención 
de conductas antisociales y de indis-
ciplina, se procura el desarrollo de 
habilidades y competencias al servi-
cio de una sociedad democrática y 
el buen comportamiento de los (las) 
participantes”.13 Como objetivo es-
pecífico, se estableció “promover 

que los (las) menores participantes 
aumenten su asistencia a la escuela y 
mejoren sus problemas de conducta, 
tanto en el escenario escolar, como 
en su hogar y en su relación con sus 
padres, madres o encargados(as)”.14 

El programa contiene tres etapas 
operacionales. La primera implica 
formular una solicitud y la precuali-
ficación del joven identificado por la 
escuela como elegible para ingresar 
al programa. La segunda conlleva 
elaborar e implementar el Plan de 
Prevención y Seguimiento. Integra 
dos niveles de intervención: la pri-
maria, que tiene como fin disminuir 
la incidencia de la indisciplina, y la 
secundaria, que procura la detec-
ción temprana de factores de riesgo 
para prevenir la conducta que los 
incrementa. Concluye el programa 
con una actividad de clausura y de 
reconocimiento de logros. 

3.2 El ingreso al programa
La primera etapa se activa cuan-

do un trabajador social escolar 
identifica un estudiante con el perfil 
preestablecido que podría beneficiar-
se de los ofrecimientos del programa. 
Son criterios de elegibilidad, entre 
otros, tener entre 11 y 16 años de 
edad; confrontar problemas de con-
ducta en el hogar o en el escenario 
escolar, tales como actitudes de reto 
a la autoridad o participar en grupos 
de jóvenes con comportamiento an-

12 Disposiciones administrativas del Programa Por la Juventud, Ofi-
cina de Administración de los Tribunales, 16 de octubre de 
2019 [en adelante, Disposiciones administrativas]. 
13 Disposiciones administrativas, Parte VI.
14 Ibíd. 
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tisocial; haber fracasado en grados o 
asignaturas, y ausentismo escolar.15 
Estos criterios de elegibilidad, ba-
sados en factores de riesgo,16 parten 
de los estudios realizados en Puerto 
Rico sobre el perfil de menores trans-
gresores de la ley.17 

Al identificar a un joven ele-
gible, el trabajador social escolar 
orienta a sus padres o custodios so-
bre el programa. Tras ello, los pa-
dres o encargados deberán decidir 
si solicitan que se admita a su hijo 
o custodiado al programa. Solo 
ellos pueden formular la solicitud,18 
para lo cual deberán cumplimen-
tar un formulario diseñado con ese 
propósito.19 El trabajador social 
escolar también prepara un docu-
mento en el que formula el referido 
al programa.20 En este, identifica la 
conducta del joven que genera la 
solicitud de ingreso y los factores 
de riesgo presentes.21

El coordinador del programa 
evalúa la solicitud para determinar 
la elegibilidad del adolescente. Si es 

elegible, se coordina una reunión 
con los padres o encargados para 
explicarles, entre otras cosas, los re-
quisitos y compromisos que deberán 
asumir. Los jóvenes referidos parti-
cipan en la orientación que se ofrece 
a sus padres o encargados. También 
reciben orientaciones individuales. 
En todo momento se les explica que 
la participación en el programa es 
voluntaria. Este proceso culmina 
con la suscripción de un acuerdo es-
crito en el que los padres consienten 
a que su hijo o adolescente a su car-
go participe en el programa.22 

Aunque la participación en el pro-
grama es voluntaria, los padres o 
tutores, y los participantes deben asu-
mir ciertos compromisos. Son estos: 
participar en el programa y cumplir 
con el Plan de Prevención y Segui-
miento que se establezca; recibir los 
servicios educativos y recreativos que 
se coordinen; demostrar interés en 
el proceso de prevención estableci-
do; poner en práctica los controles 
correspondientes para supervisar 
al adolescente; y participar en las 
actividades, talleres y servicios que 
se ofrecen el programa. Además, la 
continuidad en el programa supone 
la permanencia del participante en la 
escuela y que asista a las actividades 
acordadas en el Plan de Prevención y 
Seguimiento individualizado.

3.3 Desarrollo y ejecución 
del Plan de Prevención y 
Seguimiento 

Luego de cualificar al participan-
te y de obtener el consentimiento 
de los padres o encargados, el coor-

15 Disposiciones administrativas, Parte VIII-F.
16 Las Disposiciones administrativas definen factores de riesgo 
como las “circunstancias, características, condiciones o atribu-
tos individuales, familiares y ambientales que podrían aumen-
tar el riesgo de un comportamiento indisciplinado”. Parte VII.
17 En específico, el estudio realizado entre los años 2014 y 2015 
reveló, entre otras cosas, que el 55 % de los jóvenes procesados 
por una falta eran mayores de 16 años y que compartían un 
perfil similar. Véase Factores de riesgo y su intensidad, asociados a meno-
res adjudicados(as) en el Tribunal de Primera Instancia: Año fiscal 2015, 
Oficina de Administración de los Tribunales, 2018, https://
ramajudicial.pr/documentos/informes/informes-de-interes/
Perfil-de-menores-adjudicados-2014-2015.pdf
18 Formulario OAT 1874 Solicitud para participaren el Programa 
Por la Juventud.
19 Disposiciones administrativas, Parte VIII-G. 
20 Disposiciones administrativas, Parte IX-A.
21 Formulario OAT 1875 Referido al Programa Por la Juventud, 
en el cual se identificarán las conductas del (de la) menor y los 
factores de riesgo presentes.
22 Formulario OAT 1876 Autorización para participar en el Pro-
grama Por la Juventud.
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dinador, o un trabajador social del 
Poder Judicial, identifica los factores 
de riesgo y los factores protectores 
para elaborar el Plan de Prevención 
individualizado. Este definirá los 
objetivos y el plan de trabajo para 
alcanzarlos, así como los talleres, 
tutorías, referidos a servicios de sa-
lud mental y actividades deportivas, 
culturales y recreativas que se pro-
gramarán para el participante, y 
que lo ayudarán a adquirir conoci-
mientos y destrezas para mejorar su 
conducta y su desempeño escolar.23 

Luego, se asigna al joven un juez 
mentor, con quien se discute la in-
formación disponible del partici-
pante y el Plan de Prevención y 
Seguimiento recomendado. El juez 
mentor y el coordinador del pro-
grama lo compartirán con los pa-
dres y el adolescente. El proceso de 
pareo entre el juez mentor y cada 
participante está precedido de la 
administración de un cuestionario, 
tanto a los participantes como a los 
jueces candidatos a mentores, en el 
que se les solicita información sobre 
intereses recreativos, académicos, 
artísticos, deportivos, e incluso so-
bre preferencias alimenticias, entre 
otras áreas de interés. En el cues-
tionario también se ausculta sobre 
aspectos importantes de la vida de 
cada uno de ellos, para facilitar la 
conexión e identificación personal 
entre jóvenes y jueces mentores.

Las intervenciones y actividades 
programadas con el participante, 
sus padres o encargados se realizan 
una o dos veces por semana –con 
una duración total semanal de en-

tre tres a cinco horas–, por un pla-
zo de seis meses a un año. El juez 
mentor se reúne con el joven y su 
padre, madre o encargado al menos 
una vez cada dos meses; en estas re-
uniones participa el coordinador o 
trabajador social del Poder Judicial. 

La participación de un joven en 
el programa puede terminar por las 
siguientes razones: 

•	 Los padres, madres o encar-
gados no aprueban el Plan 
de Prevención y Seguimiento 
propuesto o cualquier ajuste 
que se realice en él;

•	 Los padres, madres o encar-
gados no se interesan o no 
pueden cumplir con las acti-
vidades del programa; 

•	 El participante deja de asistir 
a la escuela o incumple con 
las actividades acordadas en 
el Plan de Prevención y Se-
guimiento individualizado;

•	 Incurre en conducta indisci-
plinada al menos en tres oca-
siones;

•	 El participante cumple 18 años; 
•	 Incurre en conducta que ge-

nera un conflicto legal que 
provoca que los tribunales in-
tervengan en un rol adjudica-
tivo, como, por ejemplo, por 
ser imputado de una infrac-
ción de ley; o,

•	 Por cualquier situación o 
comportamiento que resulte 
incompatible con los obje-
tivos del programa o con las 
normas del Poder Judicial.

23 Disposiciones administrativas, Parte IX-B.
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3.4 Clausura y reconocimiento
El programa finaliza con un acto 

de reconocimiento de los esfuerzos 
y progreso de quienes lo concluyan 
exitosamente. Es un acto de celebra-
ción y la valoración del compromiso 
familiar. El pasado año, la clausura 
se realizó de manera virtual por las 
limitaciones impuestas por la pan-
demia causada por la Covid-19. 

4. El juez mentor 
Una de las figuras más novedosas 

del programa es el juez mentor o jue-
za mentora, definida en las Disposicio-
nes Administrativas como un juez “que 
participa en el Programa realizando 
una función extrajudicial de mento-
ría con los (las) participantes meno-
res de edad”.24 Al asumir este rol, 
le corresponde al juez entrevistar al 
participante y a sus padres o encar-
gados; evaluar y discutir con estos el 
Plan de Prevención y Seguimiento; 
reunir periódicamente a los padres o 
encargados y a los jóvenes, y supervi-
sar el progreso del participante para 
garantizar su bienestar y promover 
actitudes y conductas positivas. 

Estas funciones distan del rol clá-
sico reconocido a un juez. Implican 
asumir una función de consejería, 
que le requerirá mucha iniciativa 
para lograr los objetivos del progra-
ma. La ley, la jurisprudencia y las 
reglas de hermenéutica no serán sus 
herramientas principales. El sentido 

común, la sensibilidad y la creativi-
dad deberán guiar su trabajo en el 
programa. 

La coordinadora del programa 
brinda apoyo a los jueces mentores. 
Es una pieza esencial para coordi-
nar la intervención del equipo inter-
disciplinario que presta servicios a 
los jóvenes y dar seguimiento a las 
actividades educativas, culturales y 
recreativas que complementan la 
experiencia en el programa.

5. La experiencia del programa 
Por la Juventud en su etapa 
inicial

En 2019, el programa Por la Ju-
ventud cualificó a 14 jóvenes de 
escuelas públicas de la Región Judi-
cial de Caguas, siete féminas y sie-
te varones, entre las edades de 11 
y 16 años. Al iniciar el programa, 
el 71 % cursaba entre el séptimo y 
octavo grado. Igual porcentaje de 
participantes vivía bajo la custodia 
de su madre, con un núcleo familiar 
compuesto por entre dos y tres per-
sonas. Solo dos de los participantes 
residían con ambos padres. El 78 % 
de estas familias recibía ayudas 
económicas gubernamentales que 
complementaban con un empleo a 
tiempo parcial. El 71 % residía en la 
zona urbana del pueblo de Caguas. 

 El 71 % de los participantes fue 
referido por bajo aprovechamiento 
académico, y el 92 % por conflictos 
interpersonales y dificultad para re-
gular sus emociones. El 64 % estaba 
identificado como estudiantes del 
Programa de Educación Especial 
por diagnósticos relacionados con 

24 Disposiciones administrativas, Parte VII-E.
25 El Centro Residencial de Oportunidades Educativas de 
Mayagüez (Croem) es una escuela residencial ubicada en la 
ciudad de Mayagüez, que alberga a estudiantes sobresalientes 
en ciencias y matemáticas.
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problemas de aprendizaje y déficit 
en la atención, entre otras condicio-
nes.  Las dificultades en la escuela 
eran principalmente ausentismo, 
bajo aprovechamiento escolar y 
problemas de aprendizaje.

 El 35 % de los participantes ha-
bía experimentado con alcohol o 
drogas ilícitas. El 63  % reconoció 
haber incurrido en acoso a compa-
ñeros o bullying, y el 29 % informó 
haber sido víctima de esta práctica. 
De los participantes, 21  % había 
sido hospitalizado en algún mo-
mento por complicaciones de salud 
mental, y el 50  % había recibido 
servicios psicológicos preventivos 
por síntomas depresivos. En rela-
ción con el entorno familiar, 57 % 
de las familias de los participantes 
indicó tener problemas en la co-
municación, 35 % reconoció haber 
observado situaciones de violencia 
intrafamiliar y 29  % indicó tener 
historial delictivo.

Inicialmente, dos juezas superio-
res del Tribunal de Primera Instan-
cia de Puerto Rico fungieron como 
mentoras. Luego, otro juez superior 
se integró al grupo. En total, tres 
jueces laboraron como mentores del 
grupo de jóvenes.

Los planes individualizados de 
cada uno de ellos integraron talleres 
sobre prevención de sustancias con-
troladas, desarrollo de inteligencia 
emocional y el arte como estrategia 
de manejo emocional. Los jóvenes 
también recibieron charlas sobre el 
sistema de tribunales y participaron 
de una visita guiada en la sede del 
Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

en donde tuvieron un encuentro 
con la jueza presidenta. 

La evaluación del programa está 
prevista en las directrices adminis-
trativas. Sin embargo, la pandemia 
de la Covid-19 obligó a posponer 
el cierre del programa y con ello 
su evaluación final. Ello no impi-
dió que las actividades dirigidas a 
los participantes y a sus familiares 
se desarrollaran de manera virtual 
hasta donde fuera posible. 

Todos los participantes permane-
cieron en la escuela. Seis que esta-
ban en octavo grado se graduaron y 
fueron promovidos a escuela secun-
daria. Dos fueron admitidos a escue-
las especializadas, como la Escuela 
de Música y al Centro Residencial 
de Oportunidades Educativas de 
Mayagüez (Croem).25 Otros dos jó-
venes con habilidades deportivas 
fueron admitidos a programas es-
pecializados del Municipio Autóno-
mo de Caguas. Cinco comenzaron 
a recibir servicios de salud mental y 
otros, de educación especial.

6. Nota final
El programa descrito es una de 

las múltiples iniciativas del Poder 
Judicial puertorriqueño que pre-
tenden responder a las necesida-
des sociales del país. Parte de la 
realidad específica de nuestro país 
y de las posibilidades que el orde-
namiento jurídico provee al Poder 
Judicial para desarrollar proyectos 
al margen del proceso judicial ad-
versativo. 

Aún es temprano para afirmar 
que el programa Por la Juventud 
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cumplió todos sus objetivos. Esto 
podrá evaluarse a mediano y lar-
go plazo, cuando se pueda cons-
tatar si los jóvenes pioneros en el 
programa obtuvieron las destrezas 
y recursos necesarios para lidiar 
con los retos y distintos escenarios 
que deberán enfrentar en sus vi-
das. Por lo pronto, la permanencia 
en la escuela, la identificación de 
actividades extracurriculares de 
interés para ellos, la consejería y 
mentoría recibida, la obtención de 
servicios de salud mental y de edu-
cación especial, así como el desa-
rrollo de redes de apoyo, son un 
enorme y extraordinario paso en 
la vida de estos 14 jóvenes. 

La experiencia ganada a lo lar-
go de este primer año servirá para 
hacer los ajustes necesarios que per-
mitan expandir el programa a otras 
regiones judiciales de Puerto Rico. 
Lo logrado también ejemplifica que 
desde los tribunales podemos hacer 
más. Los jueces y demás funciona-
rios judiciales no son seres inanima-
dos. Pueden hacer justicia con voz 
propia.
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Resumen
El objetivo de este artículo es des-

tacar el contenido interdisciplinario 
que debiera tener todo abordaje 
restaurativo con adolescentes. Esto 
implica 1) un conjunto de discipli-
nas que trabajen coordinadamente 
y cuenten con el mismo poder de 
decisión; 2) incorporar en el abor-
daje socioeducativo el psicoanálisis, 
disciplina que permite ahondar en 
la culpa inconsciente y en el recono-
cimiento del otro como semejante, y 
3) operadores capacitados en distin-
tas disciplinas que aborden la adoles-
cencia, y que, durante el tiempo que 
demande el caso, se encarguen de 
diseñar, asistir, acompañar y trabajar 
con el adolescente infractor, la vícti-
ma y la comunidad afectada sobre 
las causas y las consecuencias del de-
lito cometido, el daño generado, las 
razones que lo motivaron y el modo 
de sanar a las partes damnificadas.

Palabras claves: interdisciplina, 
abordaje restaurativo, adolescen-
cia, integración socioeducativa, psi-
coanálisis

1. La integración socioeducativa 
como fin de la justicia penal 
juvenil

La finalidad de la justicia penal 
juvenil debe ser fomentar la respon-
sabilización del adolescente que ha 
cometido una infracción penal, y 
promover su integración social, 
mediante la oferta de servicios y 
programas para cumplir medidas 
socioeducativas. Para conseguir es-
tos fines, a la hora de dar una res-
puesta al delito acreditado, un juez 
especializado2 debe considerar no 
solo la infracción cometida, sino 
una serie de factores psicológicos, 
familiares y sociales sobre los cuales 
se determinarán las medidas que 
mejor incidan en la educación y 
formación del infractor, y en cómo 
abordar su responsabilidad por el 
hecho acaecido.

Cabe mencionar que 
la psicología evolutiva entiende que 
el adolescente infractor es una per-
sona en desarrollo que no ha tenido 
tiempo para interiorizar las normas 
que rigen la sociedad en que vive. 
Esto no significa que sea incapaz 

1Abogada penalista, asesora legislativa de la Legislatura de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Exrresponsable de la 
Iniciativa Penal Juvenil en el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de la Nación. dobnid@hotmail.com
2 Capacitado en respuestas diferentes a las que le correspon-
derían a una persona adulta, donde se tengan en cuenta la 
edad de los niños, niñas o adolescentes en conflicto con la 
ley penal; la importancia de promover su reintegración y de 
que este asuma una función constructiva en la sociedad; que 
aborde el conflicto desde una convergencia de saberes inter-
disciplinarios que incluyen el conocimiento de los principios 
de la justicia restaurativa, de métodos no tradicionales de 
resolución de conflictos y de la temática de la adolescencia.

Adolescentes en infracción a la ley penal: 
restaurar desde la interdisciplina

Deborah Dobniewski1
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de discernir y que, por tanto, resul-
te inimputable, sino que la reacción 
social frente a sus actos delictivos no 
debe ser de castigo sin más. Así, se 
debe procurar integrarlo en la socie-
dad y evitar en todo momento que 
se lo prive del derecho fundamental 
a educarse y participar en la vida 
social.3 

La razón de ser está en reconocer 
a la adolescencia como una etapa de 
la vida en la que las personas se en-
cuentran en plena evolución intelec-
tual, emocional, educativa y moral, 
sin haber culminado el proceso de 
formación para la vida adulta.

El sistema penal juvenil debe pro-
piciar que el adolescente repare el 
daño causado, realice actividades 
comunitarias o se capacite profesio-
nalmente, y, solo como último recur-
so, se aplique la pena privativa de la 
libertad, para delitos muy graves, por 
el menor tiempo posible y siempre 
que se acredite que las respuestas so-
cioeducativas o disciplinarias se vie-
ron frustradas. Esto se debe a que el 
aislamiento de una persona en pro-
ceso de formación, lejos de promover 
cambios positivos de conducta, con-
tribuye a desarraigarla, a estigmati-
zarla y a su desocializarla.4

2. Previsión normativa 
internacional 

La Convención Americana so-
bre Derechos Humanos,5 la Con-
vención sobre los Derechos del 
Niño (CDN)6 y las Reglas de Bei-
jing7 para la Administración de 
Justicia de Menores recomiendan 

organizar una justicia especializada 
e interdisciplinaria, en la que, como 
respuesta al delito adolescente, se 
contemplen medidas en el entorno 
social y comunitario al que perte-
nece el adolescente infractor, tales 
como la remisión,8 la utilización de 
la mediación penal,9 la probation o 
suspensión del juicio a prueba,10 la 
reparación del daño causado y la 
prestación de servicios a la comuni-
dad, evitando iniciar un proceso pe-
nal por hechos insignificantes. 

Se estima que las medidas alter-
nativas facilitan la inserción social 
de los adolescentes en un número 
muy elevado de casos. El hecho de 
que se cuente con su participación 
en la elaboración del plan educati-
vo, y con la de los padres o repre-

3 Unicef  Argentina, ¿Qué es el sistema Penal Juvenil? He-
rramientas para un periodismo con enfoque de derechos, 
octubre de 2012, http://ces.unne.edu.ar/DDHHyPC/UNI-
CEFQUEESELSISTEMAPENALADOLESCENTE.pdf  
4 Unicef  Argentina, ¿Qué es el sistema Penal Juvenil? 
5 Ver artículos 5 y 19.
6 El Congreso de la Nación Argentina ratificó la Convención 
sobre los Derechos del Niño el 27 de septiembre de 1990, me-
diante la ley 23.849, y la Asamblea Constituyente la incorporó 
al artículo 75 de la Constitución de la Nación Argentina en 
agosto de 1994.
7 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Adminis-
tración de la Justicia de Menores, adoptadas por la Asamblea 
General en su resolución 40/33, del 28 de noviembre de 1985.
8 La remisión consiste en declarar extinguida la acción pe-
nal y disponer la incorporación del adolescente a programas 
comunitarios. Se entiende por programa comunitario a todo 
plan de promoción de los derechos de los adolescentes brin-
dado en forma articulada por organismos gubernamentales 
descentralizados y organizaciones sociales, en los términos de 
la Ley n.° 26.061. 
9 En cualquier etapa del proceso, el Ministerio Público Fiscal, 
la víctima o el adolescente imputado debieran poder solicitar 
que se inicie el proceso de mediación penal, que tendrá ca-
rácter confidencial, voluntario, imparcial e informal, y estará 
a cargo de un mediador que deberá ser una persona ajena al 
tribunal y con conocimientos en la materia, con el fin de que 
las partes (adolescente presunto infractor, víctima, comunidad 
afectada) participen en la autocomposición del conflicto.
10 La realización de tareas comunitarias, la reparación del 
daño y el deber de cumplir ciertas reglas de conducta a cam-
bio de la extinción de la acción penal.
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sentantes y de la comunidad a lo 
largo del cumplimiento, permiten 
que el adolescente reflexione sobre 
las consecuencias de sus acciones, 
y que reciba y se sienta estimulado 
ante el reconocimiento que la co-
munidad le brinda si cumple con el 
plan pactado.

En esa línea se expresan los arts. 5 
y 19 de la CADH; el art. 40.3 CDN; 
las Directrices 5 y 57 de Riad;11 las 
Observaciones Generales 10 y 24 
del Comité sobre los Derechos del 
Niño;12 las Reglas de Beijing, al in-
cluir la institución procesal denomi-
nada “remisión”,13 entre otras. Es 

decir, la normativa internacional a la 
que la Argentina está obligada a apli-
car ya hace más de 30 años y las nor-
mas de soft law que recogen principios 
no vinculantes pero universalmente 
aceptados14 sentaron las bases de qué 
no se puede hacer y los mecanismos 
que sí deben ser la primera respues-
ta al delito adolescente. Queda pen-
diente avanzar en forma urgente 
sobre qué expertos y qué contenido 
deben tener tales respuestas.

3. Psicoanálisis: 
un acercamiento al concepto

Como todos sabemos, Sigmund 
Freud fundó el psicoanálisis y el enfo-
que psicodinámico de la psicología. 
La idea central del psicoanálisis es la 
creencia de que todas las personas 
poseen pensamientos, sentimientos, 
deseos y recuerdos inconscientes. El 
desarrollo de la personalidad está 
marcado, principalmente, por los 
acontecimientos de nuestra primera 
infancia. Según Freud, las bases de 
nuestra personalidad quedan fija-
das a los 5 años. Nuestro compor-
tamiento se encuentra influenciado, 
en gran parte, por nuestros impulsos 
inconscientes.15

Cuando la información del in-
consciente pasa a nuestro conscien-
te, puede conducirnos a una catarsis 
y permitirnos lidiar con el problema. 
Los problemas emocionales, como 
la depresión y la ansiedad, suelen te-
ner sus raíces en los conflictos entre 
la mente consciente e inconsciente. 
Un analista experto puede ayudar 
a traer ciertos aspectos del subcons-
ciente a la consciencia mediante una 

11 Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de 
la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad), adoptadas y pro-
clamadas por la Asamblea General en su resolución 45/112, 
del 14 de diciembre de 1990.
12 Órgano de expertos independientes que supervisa la apli-
cación de la Convención sobre los Derechos del Niño por sus 
Estados Partes.
13 Definida del siguiente modo: “Se examinará la posibilidad, 
cuando proceda, de ocuparse de los menores delincuentes sin 
recurrir a las autoridades competentes para que los juzguen 
oficialmente”.
14 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Adminis-
tración de la Justicia de Menores —Reglas de Beijing—, las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no 
privativas de la libertad —Reglas de Tokio—, las Reglas para 
la Protección de Menores Privados de la Libertad —Reglas de 
La Habana—, las Directrices de las Naciones Unidas para la 
Prevención de la Delincuencia Juvenil —Directrices de Riad—, 
las Observaciones del Comité de los Derechos del Niño; la 
Declaración Iberoamericana de Justicia Juvenil Restaurati-
va; las Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de 
las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las 
Mujeres Delincuentes —Reglas de Bangkok—; las Reglas de 
Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición 
de Vulnerabilidad; las Reglas Mínimas para el Tratamiento de 
los Reclusos —Reglas Mandela—; los Principios Básicos de 
las Naciones Unidas sobre el Uso de los Programas de Justicia 
Restaurativa en Materia Penal; la Opinión Consultiva 17/02 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos “Condición 
Jurídica y Derechos Humanos del Niño”.
15 Marta Guerri, “¿Qué es el Psicoanálisis? El enfoque psi-
coanalítico de la Psicología”, PsicoActiva Mujer Hoy, 15 de 
diciembre de 2019. https://www.psicoactiva.com/blog/
psicoanalisis-enfoque-psicoanalitico-la-psicologia/ Guerri es 
psicóloga, con máster en Terapia de la Conducta y la Salud. 
Máster en RR. HH. Diplomada en Enfermería, con postgra-
do en Salud Mental. Psicóloga especializada en terapia con fa-
milias con vulnerabilidad social en el Servicio de Orientación 
y Acompañamiento a Familias (SOAF). 
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variedad de estrategias psicoanalíti-
cas, como el análisis de los sueños y 
la libre asociación.16

El psicoanálisis ayuda a la gente 
a entenderse a sí misma mediante 
la exploración de los impulsos, que 
a menudo no se reconocen porque 
están ocultos en el inconsciente. 
En algunos casos, y por varias ra-
zones, se producen anormalidades 
que crean un conflicto dentro del 
desarrollo de la personalidad, sobre 
todo en la preadolescencia. Estos 
conflictos surgen generalmente de 
la interacción entre los impulsos de-
rivados de los instintos y las impo-
siciones sociales. Los conflictos son 
dolorosos para la consciencia del in-
dividuo y se los “empuja” al incons-
ciente. Como consecuencia de los 
intentos para manejar los conflictos 
dolorosos, se desarrollan en la per-
sonalidad mecanismos de defensa, 
que pueden conducir a disfunciones 
de la personalidad, una de cuyas 
manifestaciones es la conducta de-
lictiva.17

De lo anterior se derivan dos prin-
cipios básicos: i) el delito puede ser 
síntoma de conflictos internos de 
la persona, ubicados generalmente 
en el nivel inconsciente de la mente 
humana (y, por consiguiente, no su-
jetos al control de la razón), y ii) tales 
conflictos son una enfermedad, que, 
si se trata, empeorará de modo pro-
gresivo.18 

4. El adolecer de los 
adolescentes19

La adolescencia es un periodo de 
intensa crisis, lento y prolongado en 

nuestra cultura occidental. La ca-
racterizan los duelos por el cuerpo, 
por los padres y por el mundo de 
la infancia, y conlleva aspectos del 
mundo infantil y del mundo v adul-
to. Una de las acepciones de adolecer 
es “tener un defecto, ser incomple-
to”. El adolescente, por tanto, es un 
ser en formación.20 La inmadurez,21 pro-
pia del adolescente, es un elemento 
esencial de la salud en esta etapa, 
en la que aparecen rasgos estimu-
lantes, como pensamiento creativo, 
rebeldía vitalizante, construcción 
de ideales, etc. En la adolescencia 
se ponen de manifiesto los éxitos y 
fracasos de los cuidados que recibió 
quien fue un bebé y posteriormente 
un/a niño/a, es decir, si ha contado 
con un entorno familiar capaz de 
acompañarlo y guiarlo.

En los primeros dos años de 
vida, la deprivación acarrea conse-
cuencias devastadoras. Elaborar ese 
duelo dependerá de la capacidad de 
tolerar el odio hacia la persona a la 
cual se amó y se perdió. Un niño 

16 Guerri, “¿Qué es el Psicoanálisis? El enfoque psicoanalítico 
de la Psicología”.
17  Vicente Garrido et  al., Principios de Criminología, 337.
18 Héctor Berducido, “La teoría psicoanalítica”, https://
lichectorberducido.files.wordpress.com/2013/07/11-la-teor-
c3ada-psicoanalc3adtica.pdf  
19  Cabe destacar que los aportes de las psicoanalistas in-
tegrantes de la Asociación Psicoanalítica Argentina (APA) 
obrantes en este trabajo fueron recibidos en la Comisión de 
Trabajo creada por Resolución 21-2017 del Ministerio de Jus-
ticia y DDHH de la Nación, a fines de sentar las bases de un 
nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil.
20 Rosalía Álvarez, “Reflexiones psicoanalíticas sobre la de-
lincuencia juvenil”, aporte a la Comisión de Trabajo para un 
nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, 2017. Álva-
rez es directora y coordinadora de la especialidad en Familia 
y Pareja en la APA, y miembro de la Federación Psicoanalítica 
Latinoamericana (Fepal).
21 Donald Winnicott, “Inmadurez adolescente”, en El hogar, 
nuestro punto de partida. Ensayos de un psicoanalista (Buenos Aires: 
Paidós, 1986), 173-192.
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deprivado es un niño enfermo al 
que se le quitó muy tempranamen-
te algo bueno, que se le retiró por 
un tiempo mayor a aquel en que el 
niño puede tener vivo el recuerdo de 
la experiencia. Pudo padecer dicha 
pérdida de las más diversas formas: 
el abandono de uno o ambos pro-
genitores; de una madre que se de-
primió; de un padre sin autoridad; 
de exceso de gratificación o de re-
presión; un frecuente colecho, y que 
sean testigos del coito de sus padres 
o de las parejas de estos; el matri-
monio roto de sus padres o nuevas 
parejas de estos, etc.22

En los casos en los que el medio 
ambiente no cumple su función de 

guía o de contención (abandono 
físico o emocional, disgregación fa-
miliar, violencia, abuso, inducción a 
la mendicidad, etc.), se produce un 
estado de deprivación emocional 
que genera severas fallas en la cons-
titución psíquica infantil. Estas fallas 
contribuyen en el futuro a desarro-
llar la tendencia antisocial, caracteri-
zada por la comisión reiterada de 
actos delictivos.23 

El problema surge cuando la 
crianza se desarrolla en entornos en 
los cuales las nociones de infancia o 
de adolescencia se diluyen fácilmente 
(como sucedía en la antigüedad). 
Los niños se sobreadaptan a las re-
glas de un mundo adulto, en el que, 
además, los valores están trastoca-
dos. Hallamos con frecuencia re-
petición de conductas delictivas de 
generación en generación, lo que 
puebla el entorno del niño de figu-
ras identificatorias disfuncionales. 
Se producen, entonces, los fenóme-
nos de idealización de personajes y 
situaciones negativas: los ídolos o 
héroes no son deportistas, artistas o 
científicos, sino aquellos miembros 
del grupo que tienen en su haber la 
mayor cantidad de crímenes.24 

El adolescente concretamente no 
solo usa el ambiente para gratificar 
deseos infantiles, sino que también 
procura desasirse, con sus acciones, 
de los lazos de dependencia objetal 
infantil. La concreción implica una 
continua y obstinada dependen-
cia del ambiente.25 Donald Woods 
Winnicott, en su obra Deprivación y 
delincuencia,26 destacó la idea de que 
todos desearíamos que la juventud 

16 Guerri, “¿Qué es el Psicoanálisis? El enfoque psicoanalítico 
de la Psicología”.
17  Vicente Garrido et  al., Principios de Criminología, 337.
18 Héctor Berducido, “La teoría psicoanalítica”, https://
lichectorberducido.files.wordpress.com/2013/07/11-la-teor-
c3ada-psicoanalc3adtica.pdf  
19  Cabe destacar que los aportes de las psicoanalistas in-
tegrantes de la Asociación Psicoanalítica Argentina (APA) 
obrantes en este trabajo fueron recibidos en la Comisión de 
Trabajo creada por Resolución 21-2017 del Ministerio de Jus-
ticia y DDHH de la Nación, a fines de sentar las bases de un 
nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil.
20 Rosalía Álvarez, “Reflexiones psicoanalíticas sobre la de-
lincuencia juvenil”, aporte a la Comisión de Trabajo para un 
nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, 2017. Álva-
rez es directora y coordinadora de la especialidad en Familia 
y Pareja en la APA, y miembro de la Federación Psicoanalítica 
Latinoamericana (Fepal).
21 Donald Winnicott, “Inmadurez adolescente”, en El hogar, 
nuestro punto de partida. Ensayos de un psicoanalista (Buenos Aires: 
Paidós, 1986), 173-192.
22 Donald Winnicott, La familia y el desarrollo del individuo (Bue-
nos Aires: Hormé, 1984a).
23 Álvarez, “Reflexiones psicoanalíticas sobre la delincuencia 
juvenil”.
24 María Fernanda Rivas, “Contribuciones psicoanalíticas al 
diseño de un proyecto de tratamiento acordes a las problemá-
ticas de jóvenes que se encuentran detenido”, aporte a la Co-
misión de Trabajo para un nuevo Sistema de Responsabilidad 
Penal Juvenil, 2017. Rivas es miembro del Departamento de 
Pareja y Familia de la APA.
25 Álvarez, “Reflexiones psicoanalíticas sobre la delincuencia 
juvenil”.
26 Donald Winnicott, Deprivación y delincuencia (Buenos Aires: 
Paidós,1984b).
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durmiese desde los 12 a los 20 años, 
pero no dormirá. Por el contrario, 
la sociedad debe sostenerlos, y evitar 
la indignación moral nacida del vi-
gor y la frescura juveniles. La lucha 
por ubicarse definitivamente en la 
adultez puede llevarlos a conductas 
de desajuste, pues el adolescente se 
encuentra abocado al logro de su 
identidad por medio de conductas 
de ensayo y error, con tanteos en 
la búsqueda. Desafía, se desafía, se 
prueba y prueba a los demás en la 
necesidad de afirmar su yo. Todo 
adolescente atraviesa una fase de 
desaliento, en la cual se instala el 
malhumor, se siente un ser sin im-
portancia. La sociedad y el Estado 
deben ayudar a la familia para que 
esta lo ayude.

  De la misma manera que el 
niño posee una enorme capacidad 
potencial para la destrucción, la 
tiene también para proteger lo 
que ama de su propia destrucción. 
Cuando los impulsos destructivos 
amenazan con predominar, el sujeto 
debe hacer algo para salvarse. Un 
camino es volcarse hacia el mundo 
exterior, en el cual alguna autoridad 
ejerza la función de control, y otro 
sendero suele ser la introyección de 
esas pulsiones destructivas hacia sí 
mismo, lo cual determina un estado 
depresivo. 

El niño reconoce que la crueldad 
está a punto de convertirse en un 
rasgo, por lo cual provoca al medio 
inmediato y lo alerta del peligro. Si 
la situación se mantiene, el medio 
debe ser puesto a prueba una y otra 
vez en su capacidad para soportar 

la agresión, para impedir o reparar 
la destrucción, para tolerar la mo-
lestia, para reconocer el elemento 
positivo de la tendencia antisocial.27 
Percibe la realidad en relación con 
sus propias demandas. El tiempo 
es hoy, no existe pasado y el futuro 
no tiene sentido. El pensamiento es 
concreto, por lo cual el acceso a lo 
simbólico está vedado y la acción 
sustituye a la elaboración. Percibe el 
mundo que lo rodea —los objetos y 
hasta el propio cuerpo— como cosa. 
Es decir, la compulsión carece de la 
mediatización del pensamiento.28 El 
robo se halla en el lugar central de 
la tendencia antisocial, junto con 
las mentiras asociadas con él. Busca 
con ello algo a lo que tiene derecho, 
a su padre y a su madre, en realidad 
al amor de estos.29 

5. Argentina: Estado de 
situación

En la Subsecretaría de Justicia 
y Política Criminal del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos 
de la Nación, durante los últimos 
cuatros años, hemos relevado la si-
tuación normativa de las distintas 
provincias de la Argentina para de-
terminar en qué medida adecuaron 
o no sus ordenamientos internos al 
Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos, en materia de 
protección integral de derechos, en 

27  Álvarez, “Reflexiones psicoanalíticas sobre la delincuencia 
juvenil”.
28 Kate Friedlander, Psicoanálisis de la delincuencia juvenil, tercera 
edición (Buenos Aires: Paidós, 1961).  
29 Álvarez, “Reflexiones psicoanalíticas sobre la delincuencia 
juvenil”.  
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procesos penales seguidos a niños, 
niñas y adolescentes. A su vez, pro-
curamos conocer cómo funcionan 
las distintas instituciones intervi-
nientes, con foco en la existencia 
y modalidad de medidas no tradi-
cionales diversas a la privación de 
libertad y al proceso. 

Comprendimos que el Sistema de 
Responsabilidad Penal Juvenil venía 
sufriendo los embates del decreto 
Ley 22.278. Este decreto, impuesto 
por la última dictadura militar de la 
Argentina, es antiguo e inquisitivo. 
Además, se aparta de la doctrina de 
protección integral de los Derechos 
del Niño, y no ofrece soluciones 
para pensar y diseñar respuestas que 
otorguen una función constructiva 
en la sociedad a niñas, niños y ado-
lescentes que infringen la ley penal. 
A la vez, las víctimas y la comunidad 
tienen un rol nulo en la gestión del 
conflicto y no existe trabajo alguno 
con tales actores. 

El desarrollo de estrategias restau-
rativas por parte de los operadores 
interdisciplinarios es muy limitado, 
con concentración territorial  en las 
ciudades principales y con una im-
pronta aleccionadora. Existen re-
cursos interdisciplinarios, pero con 
funciones retaceadas periciales o su-
perpuestas. También nos encontra-
mos con una constante dificultad de 
articulación institucional sistémica en-

tre los organismos competentes en 
la temática: Poder Judicial, minis-
terios públicos, organismos interna-
cionales, nacionales y provinciales 
de protección de derechos de niños, 
niñas y adolescentes, instituciones 
educativas, organizaciones de la so-
ciedad civil, etc. 

Con el objeto de abordar la dis-
cusión de los lineamientos esen-
ciales para un nuevo Sistema de 
Responsabilidad Penal Juvenil, se 
creó por Resolución Ministerial N 
21-2017 una Comisión de Traba-
jo,30 que organizó reuniones par-
ticipativas por ocho ejes temáticos 
con más de 300 referentes de todo 
el país, entre legisladores; represen-
tantes de los poderes judiciales de 
la Nación, de las provincias y de los 
ministerios públicos; docentes uni-
versitarios; organismos de niñez, y 
sociedad civil. 

Dentro del eje “Medidas alter-
nativas a la prisión y al proceso y 
medidas restaurativas”, la Comi-
sión de Trabajo arribó al consenso 
de que es importante incorporar, 
desde abordajes territoriales, res-
puestas restaurativas a los jóvenes 
en conflicto con la ley penal, como 
primera respuesta al delito. Además, 
utilizar como herramientas posibles 
los espacios de diálogo y de media-
ción, con la participación activa de 
la comunidad, con un claro enfoque 
especializado en derechos de la in-
fancia. Sobre esta base, se relevaron 
aquellos programas de Argentina 
y Latinoamérica que implementan 
prácticas que promueven respues-
tas restaurativas en la justicia penal 

30 La Comisión de Trabajo trató los siguientes ejes: i) Aborda-
je temprano-prevención; ii) Justicia especializada; iii) Medidas 
alternativas a la prisión y al proceso y medidas restaurativas; 
iv) Delitos y Sanciones acores a la CDN; v) Condiciones de de-
tención que fomenten reinserción: vi) Sistema de articulación 
permanente intersectorial; vii) Creación de un sistema de in-
formación federal; viii) Definición de imputabilidad.
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juvenil. Advertimos sobre experien-
cias positivas, basadas en la escucha 
y el diálogo entre las distintas partes 
que pueden verse involucradas en 
las consecuencias de un delito.

Posteriormente, se celebraron jor-
nadas de intercambio de experien-
cias con operadores con experiencia 
práctica de la Argentina, y la par-
ticipación de Unicef  y el Instituto 
Latinoamericano de las Naciones 
Unidas para la Prevención del Deli-
to y el Tratamiento del Delincuente 
(Ilanud); el acompañamiento técnico 
del entonces representante de Fun-
dación Terre des hommes–Lausanne 
y miembro del Comité Interinsti-
tucional Pro Implementación de la 
Declaración de Justicia Juvenil Res-
taurativa; el presidente del Consejo 
de la Judicatura del Ecuador y secre-
tario pro tempore de la Cumbre Judi-
cial Iberoamericana; autoridades del 
Comité Interinstitucional Pro Im-
plementación de la Declaración de 
Justicia Juvenil Restaurativa; fiscal y 
docente especializada de la UBA; el 
consultor internacional y secretario 
general del Departamento de Me-
nores de la Junta de Castilla (León, 
España); el juez titular del Supremo 
Tribunal del Perú́ y coordinador 
nacional del Poder Judicial ante la  
Cumbre Judicial Iberoamericana; 
la magistrada presidenta de la Sala 
Especializada en Violencia y Justicia 
Penal de Adolescentes del Tribunal 
de Apelaciones de Managua (Nica-
ragua), y el director de la Unidad de 
Responsabilidad Penal de Adoles-
centes y Delitos Violentos de la Fis-
calía Nacional de Chile.

Todos ellos fueron convocados 
el 20 y 21 de marzo de 2018 para 
elaborar un documento consen-
suado y colaborativo, en el que se 
establecieron las buenas prácticas y 
los estándares imprescindibles que 
debe tener la mediación penal ju-
venil con enfoque restaurativo y los 
acuerdos restaurativos. El resulta-
do fue el Protocolo de Mediación 
Penal Juvenil con Enfoque Restau-
rativo y Acuerdos Restaurativos, 
aprobado por el Ministro de Justicia 
y Derechos Humanos de la Nación 
mediante Resolución n.° 813/2018. 
Este instrumento se convierte en la 
primera respuesta federal de inclu-
sión de la víctima y la comunidad 
en el proceso de búsqueda de justi-
cia en el fuero penal juvenil.31

6. Restaurar desde la 
interdisciplina 

Un tratamiento debe realizar 
un abordaje interdisciplinario que 
permita apartarse de la idea de un 
ser humano individual y aislado, y 
ubicar nuestro enfoque en las cir-
cunstancias familiares y sociales 
que lo rodean. En la interdisciplina, 
para ser tal, el poder de decisión y 
la horizontalidad deben ser iguales 
en el derecho penal y en el resto de 
las disciplinas convocadas. No pue-
de llamarse interdisciplina, sin caer 
en un arbitrio, al mero envío de un 
oficio judicial para que un psicólogo 
o un asistente social hagan una en-
trevista diagnóstica o pericial al ado-

31 Este documento está disponible en http://www.biblioteca-
digital.gob.ar/items/show/1778.
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lescente infractor, sobre cuyo texto 
luego el juez o el fiscal decidirán su 
futuro procesal. 

La interdisciplina, por el contra-
rio, es el “conjunto de disciplinas 
conexas entre sí y con relaciones de-
finidas, a fin de que sus actividades 
no se produzcan en forma aislada, 
dispersa y fraccionada”.32 Para que 
la interdisciplina ocurra, el juez, el 
fiscal y el defensor deberían centrar 
los procesos, desde un inicio, con 
intervenciones interdisciplinarias 
que respondan al diseño de un plan 
individualizado para cada medida 
que se aplica al adolescente duran-
te el proceso. Estas intervenciones 
no deben ser acciones multidiscipli-
narias descoordinadas. Tampoco es 
obligatorio limitar la intervención 
procesal a la tríada imperante de 
psicólogos, trabajadores sociales 
y abogados. El fracaso de las res-
puestas penales nos alerta de que es 
menester abrir las puertas a otras 
disciplinas como la sociología, las 
ciencias políticas, la antropología, 
el psicoanálisis, entre otras. 

Para que esta intervención inter-
disciplinaria sea restaurativa, debe 
alejarse de todo abordaje punitivista 
y tutelar, acercarse al diálogo con las 
partes involucradas en el conflicto 
que motiva un delito y darles voz. 
Estos espacios no se limitan al ado-
lescente infractor y a la víctima. Por 

el contrario, se busca una compren-
sión más amplia de lo sucedido me-
diante la participación comunitaria 
y el protagonismo de las partes, pues 
los procesos restaurativos apuntan a 
evitar la reiterancia de conductas 
delictivas y se centran en el forta-
lecimiento del lazo social. De esta 
manera, se busca el reconocimiento 
de responsabilidades y una genuina 
reparación de las ofensas, y se cons-
truye ciudadanía.

Estos espacios de diálogo propen-
den a las siguientes situaciones:

•	 Buscar reparar las relaciones 
dañadas por el delito. En lo 
posible, deben reparar el daño 
que ha sufrido la víctima.

•	 Insertar el diálogo entre las 
partes involucradas en el con-
flicto que motiva un delito.33 
En este se incluye a los ofen-
sores, a las víctimas y a la co-
munidad, en un proceso de 
acomodación a la civilidad en 
dos vías: considerarse a sí mis-
mo y al prójimo un semejante. 

•	 Contar con el consentimien-
to y participación no forzada 
del adolescente infractor para 
elaborar el plan educativo, y 
con la participación de los 
padres o representantes, y 
de la comunidad mientras se 
cumpla este plan. De esta ma-
nera, se permite que el ado-
lescente infractor reflexione 
sobre las consecuencias de 
sus acciones, se identifique 
con el dolor ajeno y se sienta 
estimulado ante el reconoci-
miento que la comunidad le 

32 Mario Tamayo y Tamayo, Diccionario de la investigación 
científica, segunda edición (México: Limusa, 2004), 172.
33  El Comité de Derechos del Niño “recomienda enérgica-
mente que los Estados partes hagan el máximo esfuerzo por 
escuchar a los niños individual y colectivamente” (O.G. N.° 
12) y “el interés superior del niño como una consideración 
primordial” (O.G. n.° 4). 
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brinda si cumple con el plan 
pactado.34

•	 Otorgar a la víctima el lugar 
que el proceso penal tradicio-
nal le quita e incorporar a la 
comunidad afectada. 

•	 Empoderar al adolescente in-
fractor, en lugar de someterlo 
de manera pasiva a lo impues-
to por otros. No solo se lo 
debe reconocer “en los pape-
les” como sujeto de derecho, 
sino que es necesario oírlo y 
trabajar sobre lo oído,35 así 
como su reflexión y responsa-
bilidad  sobre lo ocurrido (las 
consecuencias reales que tuvo 
su actuar para la víctima y la 
comunidad).

•	 A los terceros que hayan teni-
do un papel en el delito o en 
las circunstancias que lo mo-
tivaron también se les alienta 
a asumir su parte de respon-
sabilidad en el incidente. Esto 
tiene el efecto de ampliar el 
proceso más allá del incidente 
específico.

•	 Concientizar a la comunidad, 
responsable de contribuir en 
el proceso.

•	 Reducir la carga del sistema 
de justicia penal, desviar casos 
fuera de este y proporcionar 
una gama de sanciones cons-
tructivas.36 

•	 Disminuir  la  reiterancia de-
lictiva.

Wilfred Bion,37 quien se formó 
como médico, psiquiatra y psicoa-
nalista, y padeció dos guerras mun-

diales, sostenía que hace falta una 
gran oscuridad para que se haga la 
luz. Explica cómo la sesión psicoa-
nalítica permite aproximarse a la 
verdad y al conocimiento. Recalca 
la importancia de atravesar la incer-
tidumbre, la oscuridad, la “nada”, 
para entrar en la dimensión de la 
espera y de la calma, necesarias 
para que advenga la revelación y un 
pensamiento en evolución. 

Es provechoso también tomar 
algunas ideas de la biografía de 
Jean Genet escrita por el filósofo 
Jean Paul Sartre. Este describe, res-

34 Particularmente la Declaración Iberoamericana sobre Jus-
ticia Juvenil Restaurativa (DIIJJR, aprobada por el plenario 
de Ministros de Justicia de los países Iberoamericanos) pro-
mueve y aclara la responsabilidad pública y de inclusión de la 
comunidad para solucionar los conflictos de naturaleza penal 
en los que se involucran adolescentes o jóvenes; la desjudi-
cialización de infracciones de menor potencial ofensivo, y la 
utilización generalizada de medidas no privativas de libertad, 
correctamente aplicadas cuando no pueda evitarse abrir un 
proceso penal. Asimismo, considera que la privación de liber-
tad debe aplicarse de forma muy excepcional, por el menor 
tiempo posible y con una clara orientación educativa. 
También fomenta la evaluación al adolescente de manera 
interdisciplinar, considerando las circunstancias individuales 
de vulnerabilidad, y valorando los impactos de las medidas 
privativas y no privativas de libertad, mediante informes biop-
sicosociales y revisiones periódicas de las medidas socioedu-
cativas aplicadas y de las condiciones en las que se cumplen. 
No menos importante es el carácter educativo de las medidas 
respecto a los adolescentes que han infringido la ley penal, 
destacado por la DIIJJR; el tratamiento psicosocial de los 
adolescentes en un proceso de reflexión y responsabilización 
individual y colectiva, y la reparación directa e indirecta del 
daño causado. De la misma manera, es necesaria la especiali-
zación a través de una formación que coadyuve a armonizar 
conceptos y modelos pedagógicos, y a promocionar intercam-
bios de experiencias entre los países iberoamericanos que for-
talezcan este enfoque restaurativo.
35 “La protección del interés superior del niño significa, por 
ejemplo, que los tradicionales objetivos de la Justicia Penal 
—la represión y el castigo— deben ser sustituidos por los de 
rehabilitación y justicia restitutiva cuando se trate de menores 
delincuentes” (Comité́ de Derechos del Niño, OG n.° 10).
36 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el De-
lito, Manual sobre programas de justicia restaurativa (Nueva 
York: Naciones Unidas, 2006) https://www.unodc.org/do-
cuments/justice-and-prison-reform/Manual_sobre_progra-
mas_de_justicia_restaurativa.pdf
37 Wilfred Bion, Elementos de psicoanálisis (Buenos Aires / Méx-
ico: Editorial Lumen / Editorial Distribuidora S.R.L., 2011).
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pecto del hijo ilegítimo de Genet 
que había sido criado en un orfa-
nato público, cómo se fabrica un 
delincuente. Cuenta que, cuando 
el niño tenía diez años, sus padres 
adoptivos lo acusaron de ladrón 
por sustraer algunas golosinas. 
Dice Sartre: 

Él considera la existencia de los adul-
tos más cierta que la suya, y los testi-
monios de aquellos más válidos que 
los de su conciencia. (…) Por lo tan-
to, sin percatarse claramente de ello, 
juzga que la apariencia es la realidad 
y que la realidad es solo apariencia. 
(…) Se niega a escuchar la voz de la 
reflexión. (…) En suma, aprende a 
pensar lo impensable, a sostener lo 
insostenible, a postular como cierto 
lo que sabe muy bien que es falso.38

María Fernanda Rivas anota: 
Son diversas las modalidades de tra-
tamiento posible: (…) intervencio-
nes de orden jurídico-terapéutico, 
diseñadas de acuerdo a la técnica y 
estructura de los “tratamientos por 
mandato”. Estas se dan cuando el 
sistema judicial ordena la asistencia a 
un ámbito terapéutico, lo que mues-
tra la indispensable articulación que 
debe existir entre el mundo “psi” y la 
justicia para actuar en problemáticas 
en las cuales, de no ser por la orden, 
estas personas raramente llegarían a 
un espacio de esta índole. Se trata de 
crear un vínculo terapéutico perso-

nalizado y confiable, que tenga como 
objetivo la construcción de una “de-
manda” (necesidad) de tratamiento, 
tendiendo a ampliar los aspectos 
“sanos” de la personalidad. Esto im-
plica también reconocer los aspectos 
disfuncionales, involucrando fuer-
temente al paciente y a su familia 
en la confección del diagnóstico y 
el planteo de objetivos terapéuticos, 
que deberán llegar periódicamente 
a conocimiento del sistema judicial. 
Deberá examinarse caso por caso, a 
fin de comprender las motivaciones 
que llevaron a delinquir y a diseñar 
la modalidad de tratamiento ade-
cuada. Deberá procurarse que el/la 
joven comprenda las consecuencias 
de sus conductas, y estimular el ca-
mino hacia el arrepentimiento y las 
posibilidades de reparación del daño 
cometido.39

Es frecuente advertir en los ope-
radores de la justicia penal cierto 
rechazo al abordaje profundo del 
mundo inconsciente. Sin embargo, 
apremia construir espacios y escu-
chas desde una mirada psi, si quere-
mos ahondar en los conflictos desde 
su raíz y realizar un tratamiento pre-
ventivo de los factores causales. La 
reflexión y concientización de estos 
temas y su implicancia subjetiva im-
pulsa a una práctica interdiscipli-
naria en los distintos ámbitos de la 
comunidad. Sabemos de la eficacia 
de las fuerzas inconscientes tanto en 
nuestros deseos amorosos como en 
los destructivos, pero también del 
poder neutralizador de los lazos so-
ciales en un marco ético y con igual-

38 Ibíd.
39 En línea con la Declaración Iberoamericana sobre Justicia 
Juvenil Restaurativa, aprobada por el plenario de Ministros de 
Justicia de los países Iberoamericanos, el Organismo Internac-
ional de la Juventud para Iberoamérica (OIJ) y la Unión Iber-
oamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados (UIBA).
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dad de posibilidades sobre las fuerzas 
destructivas.

Una perspectiva de índole psicoa-
nalítica nos invita a pensar que de-
bemos restaurar cuatro elementos: 
la civilidad caída; la identificación 
con el dolor ajeno; la valoración y 
reconocimiento de los conflictos y 
sentimientos inconscientes, como la 
venganza y la culpa, que no se aca-
ban con las mediaciones entre par-
tes por más exitosas que estas sean, 
y el reconocimiento del trabajo de 
duelo ante las pérdidas tanto de los 
ofensores como de los dañados. No 
es suficiente una mediación que 
opere sobre la culpa consciente y 
desconozca la culpa inconsciente.40

Debido a que es importante que 
se reconozca el factor inconscien-
te, Mirta Goldstein trae a luz un 
caso,41 en el que un adolescente 
sometido a un proceso penal par-
ticipó de una instancia de media-
ción, en la cual se trabajó en su 
integración social, con resultados 
positivos en cuanto a estudios. Al 
cabo de varios años, el adolescente 
fue atropellado por un automóvil. 
Al respecto sostiene: 

Al abordar solamente la culpa cons-
ciente se descuidaron los motivos 
inconscientes que operaron eficaz-
mente mucho tiempo después; la 
culpa inconsciente labora silenciosa-
mente y el sujeto queda expuesto a 
ella. Lo inconsciente, culpa y necesi-
dad de castigo, trabaja por fuera del 
tiempo cronológico y su eficacia psí-
quica autodestructiva va más allá de 
los términos de la acusación, la me-
diación y la conducta restaurativa.42 

Todo niño y adolescente que de-
linque es suicida porque el suicidio 
tiene varias vertientes: física, emo-
cional, intelectual, social y existen-
cial. No se trata solo de crimen y 
castigo, se trata de yo y el otro: yo 
soy otro y el otro soy yo por identi-
ficación, pero también “no soy sin 
el otro”, por estructura psíquica y 
por necesidad de la conformación 
social.

7. Conclusiones
Las respuestas socioeducativas 

con enfoque interdisciplinario y res-
taurativo no solo nos son exigidas 
por la comunidad internacional, 
sino que pueden implicar menos re-
cursos y mayor creatividad que las 
conocidas respuestas punitivas. Sin 
embargo, para aplicarse a lo largo y 
ancho del país, requieren del com-
promiso de las provincias para salir 
íntegramente del sistema punitivo y 
tutelar mayormente imperante.

La restauración debe incluir a 
dañados y atacantes en un proceso 
de acomodación a la civilidad en 
dos vías: considerarse a sí mismo un 
semejante, y considerar al prójimo 
un semejante. Para esto, hace falta 
el espacio psíquico donde elaborar 
la venganza y la culpa inconsciente 

40 Mirta Goldstein, “Aportes Psicoanalíticos a la Justicia Res-
taurativa de Adolescentes”, aporte a la Comisión de Traba-
jo para un nuevo Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil. 
Goldstein es directora de la APA.
41 Presentado por el defensor del Pueblo de Neuquén, Ri-
cardo Ariel Riva, en el Simposio Internacional Respuestas 
Restaurativas en la Justicia Penal Juvenil, organizado por el 
Ministerio de Justicia y DDHH de la Nación, el 7 de agosto de 
2017, en el Congreso de la Nación.
42 Goldstein, “Aportes Psicoanalíticos a la Justicia Restaurati-
va de Adolescentes”.
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motivada en pérdidas y frustracio-
nes no cicatrizadas.43 Además, urge 
promover la citación, incorporación 
y generación de espacios de escucha 
y diálogo con la víctima y la comu-
nidad —todas las partes afectadas 
con motivo del delito—, con la asis-
tencia de operadores especializados 
desde el inicio de las causas.

Este abordaje no es completa-
mente viable sin una red estatal 
descentralizada de articulación per-
manente y sistémica que integre las 
corresponsabilidades de diversas 
áreas del Estado: justicia, desarrollo 
social, educación, salud y seguridad, 
y que incluya un diagnóstico de re-
cursos existentes. Amerita crear una 
estructura de capacitaciones siste-
máticas y obligatorias para magis-
trados, funcionarios y operadores 
en contacto con el adolescente in-
fractor, y que esté dirigida a su for-
mación, y hacer hincapié no solo en 
la vulnerabilidad del grupo etario, 
sino también en el trabajo en red, 
interdisciplinario y especializado. 
Este trabajo debe incluir la parti-
cipación activa y voluntaria de la 
víctima, de la comunidad afectada 
y de la familia,44 en línea con las Di-
rectrices de Naciones Unidas para 
la Prevención de la Delincuencia Ju-
venil. En el capítulo de Prevención 
General estas señalan: 

Deberán formularse en todos los 

niveles del gobierno planes genera-
les de prevención que comprendan 
(...) g) Estrecha cooperación inter-
disciplinaria entre los gobiernos 
nacionales, estatales, provinciales 
y municipales, con la participación 
del sector privado, de ciudadanos 
representativos de la comunidad in-
teresada y de organismos laborales, 
de cuidado del niño, de educación 
sanitaria, sociales, judiciales y de los 
servicios de ejecución de la ley en la 
adopción de medidas coordinadas 
para prevenir la delincuencia juve-
nil y los delitos de los jóvenes.

Es preciso otorgarle un espacio al 
psicoanálisis dentro de tales respues-
tas y trabajar la culpa inconsciente.
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Resumen
A pesar de que recientemen-

te se ha prestado mayor atención 
a las cuestiones de género en el 
sector de la justicia, incorporar 
el enfoque de género en las leyes 
y políticas, programas y servicios 
concretos, y aplicarlo de manera 
efectiva dentro del sector de la jus-
ticia juvenil requiere todavía de un 
amplio análisis y trabajo, si bien 
existen experiencias interesantes. 
Este artículo examina los aportes 
de la incorporación del enfoque 
de género a la investigación y a las 
intervenciones (prevención y reha-
bilitación/resocialización) dentro 
del ámbito de la justicia juvenil 
restaurativa. En particular, desde 
tres ópticas interrelacionadas, que 

permiten ofrecer un mayor cono-
cimiento sobre la realidad de las 
niñas y jóvenes en contacto con los sis-
temas de justicia, así como plantear 
posibles procesos y acciones críti-
cas para avanzar en su visibiliza-
ción y atención: (i) tratamiento en 
los marcos normativos internacio-
nales y nacionales e instrumentos 
de política pública, y recomenda-
ciones para reformar el sector de 
la justicia juvenil sensible al géne-
ro; (ii) análisis de experiencias en 
materia de políticas y programas 
de justicia juvenil con enfoque de 
género, y (iii) principales desafíos 
pendientes de tratamiento en la 
temática.

Palabras clave: enfoque de gé-
nero, acceso a la justicia, justicia 
juvenil, prevención, rehabilitación, 
resocialización, reintegración, jus-
ticia restaurativa
 
1. Introducción

La conducta antisocial y delic-
tiva juvenil femenina empezó a 
tomarse en consideración en las 
investigaciones criminológicas en 
la década de los setenta y coincide 
con el denominado movimiento de 
liberación de la mujer. Entonces 
se percibe un incremento social 

1 Actualmente es la coordinadora regional para Oriente 
Medio y África del Norte del programa Acceso a la Jus-
ticia de Menores y Adolescentes, en Terre des hommes. 
Gil es licenciada en Derecho, tiene una Maestría en De-
rechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, 
una Maestría en Estudios de Género y un Certificado de 
Estudios Avanzados en Justicia Juvenil. Es una profesio-
nal internacional dedicada y apasionada defensora de los 
derechos de los y las menores, y de la igualdad y equidad 
de género. Acumula 15 años de carrera, en los que ha 
trabajado para gobiernos, bufetes de abogados, institu-
ciones académicas, organizaciones no gubernamentales y 
agencias de la ONU apoyando esfuerzos para garantizar 
el bienestar y la protección de los grupos vulnerables, en 
particular mujeres, niños y jóvenes, en las regiones de 
Asia-Pacífico, América Latina, Europa, Oriente Medio y 
África del Norte. Sus áreas de especialización incluyen el 
desarrollo de políticas, la promoción y la investigación, el 
diseño de programas, la gestión y el desarrollo de capa-
cidades, tanto en contextos de desarrollo como de emer-
gencia. Temáticamente, la experiencia de Gil se centra 
en la protección infantil, en particular en el acceso a la 
justicia para niños, niñas y jóvenes, y la justicia de género. 

El enfoque de género en la justicia juvenil 
restaurativa: marcos normativos, 

avances sociales y desafíos
Marta Gil González1
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de la participación de las niñas y 
adolescentes en ciertos tipos delic-
tivos2 y, consecuentemente, se abre 
un intenso debate entre quienes 
reclaman teorías e intervenciones 
específicas para este sector de po-
blación y quienes consideran que 
tal especificidad no era necesaria. 
Si bien esta discusión aún se man-
tiene, pues la niña o adolescente 
infractora sigue representando un 
desafío para los sistemas de justicia 
juvenil,3 tanto la doctrina crimino-
lógica4 como posteriormente, en 
un ámbito más práctico, los instru-
mentos regulatorios —estándares, 
legislaciones y políticas públicas— 
internacionales y nacionales han 
ido incorporando el enfoque de 
género, aunque todavía de forma 
parcial y generalista.

La justicia juvenil restaurativa 
atiende a las causas y efectos del fe-
nómeno del delito, enfocado tanto 
en la víctima como en el/la victima-
rio/a y sus circunstancias particula-
res, en el contexto de una solución 
comunitaria basada en la asunción 
de responsabilidades personales, 
y desde una óptica de reparación 
y rehabilitación. En este sentido, 
ofrece una visión más holística de 
la justicia y, así, una oportunidad de 
incorporar el enfoque de género de 
manera real y efectiva.

En este artículo se examinarán 
las contribuciones del enfoque de 
género a la investigación y a las in-
tervenciones dentro del sector de 
la justicia juvenil restaurativa. Se 
abordarán los ámbitos normativo 
y de política pública en los nive-

les internacional y nacional, en los 
cuales se recogen recomendaciones 
y aportes para una posible reforma 
del sector de justicia juvenil sensi-
ble al género. También se analizan 
experiencias que pudieran inspirar 
modelos de actuación en diferentes 
contextos y, por último, se plantean 
algunos de los principales retos del 
sector en este campo. 

2. Análisis de marcos 
normativos e instrumentos 
de política en la justicia juvenil: 
cuando la invisibilidad tiene 
género. Posibles abordajes para 
aplicar el enfoque de género 

2.1 Nivel internacional
En el contexto internacional, se 

ha considerado y se ha regulado el 
sector de justicia juvenil en varios 
instrumentos. Unos cuentan con ca-
rácter vinculante tras su ratificación 
por parte de los Estados (Conven-
ción de los Derechos del Niño-1989) 
o con carácter de soft law, u orien-

2 Raquel Bartolomé, “Delincuencia juvenil femeni-
na: una aproximación a su realidad en España a tra-
vés de auto-informe”, en La Criminología aplicada II, 
dir. Cristina Rechea (Madrid: CGPJ, 1998), 297-326.
3 Francine Sherman y Annie Black, Gender injustice. Sys-
tem-level Juvenile Justice Reforms for Girls (Boston, 2015).
4 No es sino hasta los años setenta cuando el estudio de la 
delincuencia femenina experimenta un importante cambio 
de paradigma, y surgen nuevas aproximaciones doctrinales 
alejadas de las concepciones biológicas y psicológicas, para 
enfatizar el aspecto social de la criminalidad femenina (Cá-
mara 2013). Entre estas, cabe destacar: teoría de los roles 
sexuales (Heidenshon 1970), teoría de los roles convergentes 
(Adler 1975), teoría de la igualdad de oportunidades (Figue-
ra-McDonough 1982), teoría del control social (Kruttschnitt 
1982), teoría del etiquetamiento (Becker 1970; Cid 2001) y 
teoría del autocontrol (Gottfredson y Hirschi 1990). Actual-
mente se han propuesto nuevas aproximaciones al estudio 
de la delincuencia juvenil femenina mediante los estudios de 
género y la criminología feminista, como teoría feminista de 
la delincuencia de la mujer (Daily 1998; Chesney-Lind 2004), 
a la que se hace referencia en el Apartado 4.
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taciones/recomendaciones con res-
pecto al contenido de las políticas 
o normas estatales del sistema de 
justicia de menores (Reglas de Bei-
jing, 19895; Reglas de Tokio, 1990;6 
Directrices de Riad, 1990;7 Reglas 
de La Habana, 1990;8 ECOSOC: 
Administración de la justicia de me-
nores, 1997;9 ECOSOC: Principios 
básicos sobre el uso de los progra-
mas de justicia restaurativa, 2002;10 
Comité de los Derechos del Niño, 
Reglas de Brasilia, 2008;11 Reglas de 
Bangkok, 2010;12 Observación Ge-
neral del Comité de los Derechos de 
Niño n.° 24).13 

La Convención de los Derechos 
del Niño no incorpora perspectiva 
de género respecto del tratamiento 
y acceso a la justicia de menores 
(artículos 37 y 40). La Observación 
General n.°10, de 2007, que amplía 
las consideraciones referidas a los 
derechos de los niños, niñas y ado-
lescentes (NNA) en el sector de la jus-
ticia, se refiere de forma exigua, en 
los artículos de la Convención men-
cionados, a las niñas como grupo de 
especial vulnerabilidad,14 y avanza 
que “probablemente se hará caso 
omiso de las niñas en el sistema de 
la justicia de menores porque solo 
representan un pequeño grupo, debe 
prestarse particular atención a sus 
necesidades específicas, por ejemplo, 
en relación con malos tratos y sus 
necesidades especiales en materia de 
salud”.15 Señala también la impor-
tancia de formar y concienciar, con 
especial atención a las niñas.16 

Las Reglas de Tokio (Regla 2.2) 
reiteran la no discriminación “por 
sexo” en la aplicación de sus dispo-
siciones, y las Reglas de La Habana 
matizan que se aplique el principio 
de no discriminación “por sexo” en 
programas de prevención de delin-
cuencia juvenil impartidos en los 
centros de detención (Regla IV.H). 
Nótese que estos instrumentos no se 
refieren al género sino al sexo, y pri-
ma, por tanto, la conceptualización 
biológica sobre la social al diferen-
ciar el tratamiento de niños y niñas.

Ni las Directrices de Riad ni la Re-
solución de ECOSOC de 1997 sobre 
la Administración de la Justicia de 
Menores incluyen una perspectiva de 

5 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 
40/33, “Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Ad-
ministración de Justicia de los Menores”, 29 de noviembre de 
1985.
6 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 
45/110, “Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las 
medidas no privativas de la libertad”, 14 de diciembre de 
1990.
7 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 
45/112, “Directrices de las Naciones Unidas para la preven-
ción de la delincuencia juvenil”, de 14 de diciembre de 1990. 
8 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 
45/113, “Reglas de las Naciones Unidas para la protección 
de los menores privados de libertad”, de 14 de diciembre de 
1990.
9 Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, Re-
solución de ECOSOC1997/30, “Sobre Administración de la 
justicia de menores”, de 21 de julio de 1997.
10 Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, Re-
solución de ECOSOC 2002/12, “Principios Básicos sobre el 
Uso de los Programas de Justicia Restaurativa en Asuntos Pe-
nales”, 24 de julio de 2002.
11 Asamblea Plenaria de la XIV Cumbre Judicial Iberoame-
ricana, Asamblea Plenaria, “Reglas de Brasilia sobre Acceso a 
la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”, 
Brasilia, marzo de 2008.
12 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 
65/229, “Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento 
de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las 
mujeres delincuentes”, 16 de diciembre de 2010.
13 Observación General, Comité de los Derechos del Nino, 
sobre los derechos del niño en el sistema de justicia juvenil, 
CRC/C/GC/24 N°24 sobre, septiembre 2019.
14 Comité de los Derechos del Niño, Observación General 
n.o 10, (CRC/C/GC/10), “Los Derechos de los Niños en la 
Justicia de Menores”, 25 de abril de 2007, párr. 6.   
15 Comité de los Derechos del Niño, Observación General 
n.o 10, párr. 40.
16 Comité de los Derechos del Niño, Observación General 
n.o 10, párr. 97.
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género. De forma interpretativa pu-
diera inferirse que la Resolución de 
ECOSOC de 2002, que contiene los 
Principios básicos sobre el uso de los 
programas de justicia restaurativa, 
aludiría (o más bien podría incluir) 
a “diferencias basadas en el género”, 
cuando indica que “las diferencias 
conducentes a una desigualdad de 
posiciones, así como las diferencias 
culturales entre las partes, se deben 
tener en cuenta al someter un caso a 
un proceso restaurativo y al llevar a 
cabo ese proceso”.17

Las Reglas de Beijing fueron las 
primeras en distinguir un trata-
miento individualizado respecto de 
la niña o adolescente infractora. Así, 
la Regla 26.4 reconoce el trato igua-
litario en lo referido a la privación 
de libertad: 

la delincuente joven confinada en 
un establecimiento merece especial 
atención en lo que atañe a sus ne-
cesidades y problemáticas persona-
les. En ningún caso recibirá menos 
cuidados, protección, asistencia, 
tratamiento y capacitación que el 
delincuente joven. Se garantizará su 
tratamiento equitativo. 

La anterior disposición, según el 
comentario que se adjunta a esta 
normativa internacional, obedeció 
a la discriminación que las niñas y 
jóvenes infractoras recibían por re-
presentar un menor número en los 
centros de internamiento.18 Incluir 
un enfoque concreto de género en 
este instrumento normativo alude 
únicamente a niñas y jóvenes en 
situación de privación de libertad. 

Obvia otras fases del proceso de 
acceso a la justicia anteriores y pos-
teriores a la imposición judicial de 
una medida privativa de libertad, 
así como a otros supuestos de cum-
plimiento de medidas no privativas 
de libertad.

Las Reglas de Brasilia incluyeron 
el elemento “género” como un fac-
tor de vulnerabilidad en el acceso 
a la justicia. Enfatizan “la discri-
minación de la mujer” como “toda 
distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo [de nuevo, úni-
camente, considerando el elemento 
biológico] que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, (…) de los derechos 
humanos y libertades fundamen-
tales”.19 Aunque esta conceptua-
lización contribuye a visibilizar el 
enfoque de género en instrumentos 
internacionales relativos a justicia, 
relaciona género con vulnerabili-
dad per se, con el riesgo de que esa 
asociación perpetúe constructos 
sociales contrarios al feminismo en 
cuanto empoderamiento, igualdad 
y equidad.  

Las carencias mentadas en los 
marcos normativos analizados se 

17 Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, Resolu-
ción de ECOSOC 2002/12, “Principios Básicos sobre el Uso 
de los Programas de Justicia Restaurativa en Asuntos Penales”, 
24 de Julio de 2002, párr. II.9.
18 Secretaría del Departamento de Asuntos Sociales y Econó-
micos Internacionales de Naciones Unidas, Resolución A/
CONF.87/14/Rev.1. “VI Congreso de las Naciones Unidas 
sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente, Ca-
racas 1980”, Nueva York, 1981.
19  Asamblea Plenaria de la XIV Cumbre Judicial Iberoame-
ricana, Asamblea Plenaria, “Reglas de Brasilia sobre Acceso a 
la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”, 
Brasilia, marzo 2008, sección 2ª, párr. 8 (18).
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consideraron en las Reglas de Ban-
gkok. Este es el primer instrumento 
normativo (soft law) de carácter in-
ternacional que trata aspectos ex-
clusivamente relacionados con la 
mujer en el sector de la justicia y, 
concretamente, relativos a su trata-
miento durante la fase de ejecución 
de medidas. Como se recoge en el 
preámbulo de la Resolución 65/229 
de 2010, que aprueba las Reglas 
de Bangkok, el propósito de elabo-
rarlas respondió a la necesidad de 
considerar (i) “las particularidades 
de las mujeres que han entrado en 
contacto con el sistema de justicia 
penal y la necesidad consiguiente 
de dar prioridad a la aplicación de 
medidas no privativas de la libertad 
a esas mujeres”; que (ii) “las reclusas 
son uno de los grupos vulnerables 
que tienen necesidades y requisitos 
específicos”, y, entre otros, (iii) la ne-
cesidad de “identificar los aspectos y 
desafíos del problema en función del 
género y ocuparse de ellos”.

En las Reglas de Bangkok se inclu-
yen cuestiones relativas a las reclu-
sas menores de edad. No obstante, 
con carácter anterior a su análisis, 
cabe destacar que en la Resolución 
65/229 se insiste en la necesidad de 
elaborar, por separado, estrategias y 
políticas que se ajusten a las normas 
internacionales de justicia juvenil 
para el tratamiento y la rehabilita-
ción de niñas y jóvenes. Además, se 

debe evitar, en la medida de lo po-
sible, internarlas en instituciones,20 
para aplicar el siguiente principio 
básico en justicia juvenil: la privación 
de libertad de un/a NNA únicamen-
te se llevará a cabo de conformidad 
con la ley, y se utilizará tan solo como 
medida de último recurso y durante 
el periodo más breve que proceda.21 
A nivel normativo y en el ámbito in-
ternacional, aún está pendiente ela-
borar un instrumento específico en 
justicia juvenil y género. 

Al analizar de manera más por-
menorizada las disposiciones de las 
Reglas de Bangkok, la sección 10 (re-
glas 36 a 39) recoge las disposiciones 
particulares para las reclusas meno-
res de edad: adopción de medidas 
para satisfacer las necesidades de 
protección de las reclusas menores 
de edad por parte de las autorida-
des penitenciarias (Regla 36); acceso 
igualitario a la educación y a la for-
mación profesional que los reclusos 
menores de edad (Regla 37); derecho 
de acceso a programas y servicios 
correspondientes a su edad y su gé-
nero, como los de orientación sobre 
los problemas de abuso o violencia 
sexual, así como a la recepción de 
educación sobre la atención de salud 
para la mujer y mismo acceso per-
manente a servicios de ginecología 
que las reclusas adultas (Regla 38); 
las reclusas menores de edad emba-
razadas recibirán apoyo y atención 
médica equivalente a la que se presta 
a las reclusas adultas, si bien se in-
dica que habida cuenta de su edad 
pueden hallarse en mayor riesgo de 
complicaciones durante el embara-

20 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 
65/229, “Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento 
de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las 
mujeres delincuentes”, de 16 de diciembre de 2010, párr.16.
21 Asamblea General de Naciones Unidas, “Convención de 
los Derechos del Nino”, 1989, art. 37b.
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zo, por lo que se prestará vigilancia 
de un especialista médico (Regla 39).

La Sección III de las Reglas de 
Bangkok incluye previsiones re-
lativas a medidas no privativas de 
libertad que se aplican también a 
infractoras juveniles, referentes al 
momento de la detención y a otras 
etapas anteriores al juicio y al fallo, 
y luego de este. Cabe destacar el 
mandato de adopción y puesta en 
marcha de medidas opcionales y al-
ternativas a la prisión preventiva y 
a la condena para infractoras feme-
ninas, en el cual se aboga por consi-
derar el “historial de victimización 
de muchas de ellas y sus responsa-
bilidades de cuidado de otras per-
sonas” (Regla 57). Para conformar 
programas de rehabilitación de 
infractoras juveniles (en el diseño, 
pero también en la implementa-
ción y evaluación), serán determi-
nantes el estudio de los factores de 
riesgo y protección específicos de la 
población femenina infractora, y la 
comprensión de la conducta anti-
social y perfil delictivo de niñas y 
adolescentes. 

En la Sección III encontramos 
también la Regla 65, que, bajo el 
título “Delincuentes juveniles de 
sexo femenino”, contempla lo si-
guiente: “Se evitará en la medida 
de lo posible recluir en institucio-
nes a los niños en conflicto con la 
ley. Al adoptar decisiones se tendrá 
presente la vulnerabilidad de las 
delincuentes juveniles debida a su 
género”. Aun cuando la virtualidad 
de dicha regla pretende referirse a 
considerar aspectos específicos de 

las infractoras juveniles debido a 
factores discriminatorios que han 
padecido históricamente derivados 
de una cultura y de una práctica de 
la justicia anclada en fundamentos 
patriarcales, el lenguaje utiliza-
do, que entiende que las menores, 
por una mera cuestión de género, 
son vulnerables, resulta poco inte-
grador. El lenguaje y las acepcio-
nes masculinas y femeninas en los 
marcos normativos, más aún si nos 
referimos a estándares internacio-
nales, son de suma importancia 
para conformar políticas cada vez 
más igualitarias y equitativas, y 
para alcanzar una justicia inclusiva 
del enfoque de género (por ejem-
plo, como mínimo, las referencias 
no solo al niño como inclusivas de 
ellos y ellas, sino la mención de ni-
ños y niñas). 

También es relevante el principio 
del interés superior del menor, par-
ticularmente en caso de menores 
hijo/as de reclusas, que contempla la 
Regla 64. Esta se enfoca en imponer 
medidas no privativas de libertad en 
todos los casos posibles, o bien, en 
aquellos en que se dicte internamien-
to, adoptar y garantizar que los/as 
NNA a su cargo estén apropiada-
mente protegidos y cuidados. 

Por último, cabe destacar que, en 
el escenario latinoamericano, se han 
aprobado recientemente dos instru-
mentos en materia de justicia juve-
nil: la Declaración Iberoamericana 
sobre Justicia Juvenil Restaurativa 
(2016) y el Decálogo Iberoameri-
cano sobre Justicia Juvenil Restau-
rativa (2018). Ambos reconocen la 
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existencia de brechas de desigual-
dad persistentes en razón del género 
y, por ello, enfatizan la necesidad de 
incluir la perspectiva de género y di-
ferencial al implementar la justicia 
juvenil (y, en particular, al formular 
e implementar políticas públicas), 
que sea aplicada por las institucio-
nes del Estado en materia de niñez 
y adolescencia, y que implique tan-
to a víctimas como a adolescentes 
en conflicto con la ley. Junto con el 
enfoque de género se añade la di-
versidad, aspecto importante que se 
relaciona con la óptica de intersec-
cionalidad.

Del análisis del marco normativo 
internacional se desprende el pro-
gresivo avance (si bien se recono-
ce el enorme vacío legal existente) 
respecto de la configuración de un 
cuerpo reglamentario que, vincu-
lante o con vocación de orientación, 
incluya disposiciones particulares 
que miren a las diferencias existen-
tes y, en consecuencia, diferentes 
necesidades de los niños y las niñas 
en la justicia juvenil en todas las eta-
pas, incluida la prevención. Estas 
disposiciones deben ir más allá de 
meras generalidades sin concreción 
práctica (i.e. el reiterado principio 
de discriminación por razón de 
género), que reflejen la aplicación 
de una justicia formal y real; que 
contengan un lenguaje inclusivo y 
progresista respecto de la igualdad 
y de la equidad de género en el ac-
ceso y en la aplicación de la justi-
cia juvenil, y que supongan asignar 
recursos suficientes que estimulen 
políticas de prevención y de reinte-

gración, así como indicativas de las 
consecuencias jurídicas en caso de 
incumplimiento.

2.2 Nivel nacional
Un breve recorrido por algunas 

normativas de justicia juvenil nacio-
nales permite visibilizar la diferente 
trasposición y el impacto variado 
que los estándares internacionales 
han generado. Si se toma en cuenta 
que el marco internacional presen-
ta aún tantas carencias, no es fácil 
encontrar normativas estatales que 
hayan incorporado de una manera 
completa y efectiva el enfoque de gé-
nero en la administración de justicia 
para NNA y jóvenes. Empecemos 
por uno de los ejemplos que mejor 
refleja cómo los marcos normativos 
resultan imprescindibles para esti-
mular políticas y medidas específicas 
con enfoque de género en el sector 
de justicia juvenil.

En 1992 se aprobó una modi-
ficación legislativa de la Ley es-
tadounidense de Justicia Juvenil 
y Prevención de la Delincuencia 
(Juvenile Justice and Delinquency 
Prevenction Act), que incluía un 
mandato a los estados por el que de-
bían adicionar en sus planes anua-
les presentados al Departamento de 
Justicia: (i) un análisis de los servicios 
con enfoque de género prestados 
para la prevención y el tratamiento 
de la delincuencia juvenil, incluyen-
do los servicios disponibles y las ne-
cesidades específicas que cubren, y 
(ii) un plan (basado en los resultados 
evaluados) para la prestación de ser-
vicios con enfoque de género en las 
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áreas de prevención y tratamiento 
de la delincuencia juvenil. 

La modificación legislativa in-
cluyó una aportación económica 
(denominada challenge grant) para 
aquellos estados involucrados en el 
desarrollo y la adopción de políti-
cas públicas que prohíban el sesgo 
de género respecto de la ubicación y 
tratamiento y que establezcan pro-
gramas para asegurar que las muje-
res jóvenes tienen acceso a la gama 
completa de servicios de salud gene-
ral y servicios de salud mental, tra-
tamiento por agresión física o sexual 
y abuso, instrucción de autodefensa, 
educación en crianza, educación en 
general, y otros servicios de capaci-
tación y vocacionales. 

El impacto de esta previsión le-
gislativa ha sido progresivo, pero 
muy significativo: dos tercios de los 
estados han aprobado planes y pro-
gramas específicos de inclusión del 
enfoque de género en la administra-
ción de justicia para NNA y jóvenes; 
se ha aumentado la formación de 
los profesionales involucrados en el 
sector, y se incrementó la atención 
política, mediática y la sensibiliza-
ción positiva de la comunidad. Sin 
embargo, la investigación y la eva-
luación de los programas sigue sien-
do escasa.

En el marco legislativo español, 
en cambio, el tratamiento de la 
delincuencia juvenil femenina ha 
sido bastante exiguo. Así, la Ley 
Orgánica 5/2000, del 12 de enero 
de 2000, reguladora de la Respon-
sabilidad Penal de los Menores, y el 
Real Decreto 1774/2004, del 30 de 

julio de 2004, por el que se aprueba 
su reglamento, contemplan escasas 
previsiones relativas a las niñas y 
adolescentes  infractoras: (i) su de-
recho a estar acompañadas de sus 
hijos menores de tres años bajo cier-
tas condiciones;22 (ii) imposibilidad 
de aplicar medios de contención a 
las NNA gestantes y a las menores 
hasta seis meses después de la ter-
minación del embarazo,23 y (iii) li-
mitación a la sanción de separación 
en determinados supuestos.24 La le-
gislación de justicia juvenil no solo 
no incorpora un enfoque de género 
que atienda de forma completa las 
necesidades específicas de las me-
nores, sino que obvia previsiones 
legales que sí se contemplan en la 
legislación penitenciara para adul-
tos española. Estas son, por ejem-
plo, crear unidades específicas para 
madres, o la posibilidad de acordar 
convenios público-privados con 
entidades para desarrollar la rela-
ción materno-filial, así como para 
el desarrollo de la personalidad del 
NNA que cumple una medida pe-
nitenciaria con su madre.25

En una línea similar, en Chile, la 
Ley de Responsabilidad Penal del 
Adolescente, en vigor desde 2007, 

22 Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores. Artículo 56. Y Real 
Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba su 
Reglamento. Artículo 34.
23 Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero. Artículo 55.
24 Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero. Artículo 66.
25 Laura Pozuelo Pérez, “Reglas especiales para la ejecu-
ción de las medidas privativas de libertad”, en Comentarios a 
la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores, dir. Julio 
Díaz-Maroto y Villarejo (Madrid: Civitas, 2008).
glazier, “Principles in Practice: A Multistate Study of  Gen-
der-Responsive Reforms in the Juvenile Justice System”, Crime 
and Delinquency 61(5, 2012): 742–766.
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no contempla ninguna previsión 
específica sobre las niñas y ado-
lescentes, aunque su reglamento 
incluye disposiciones únicamente 
para las adolescentes privadas de li-
bertad (Título V, párrafo 8°). Estas 
son: (i) principio de separación por 
sexo: derecho a un centro o sección 
de un centro específica para la po-
blación adolescente femenina; (ii) 
personal especializado y formado 
en temas de género (y lo menciona 
de forma genérica); (iii) derecho a la 
privacidad e integridad; señala que 
no se permite el paso de personal 
masculino a la sección de adoles-
centes femeninas y que únicamente 
profesionales mujeres efectuarán 
los registros corporales ; (iv) dere-
cho a instalaciones y servicios de 
salud específicos para sus necesi-
dades concretas, incluidas medidas 
sanitarias especiales en caso de em-
barazo, y (v) derecho a la conviven-
cia con sus hijo/as durante sus dos 
primeros años de vida. 

Además, en lo referente al caso 
chileno, cabe destacar las Orien-
taciones Técnicas del Servicio de 
Menores (2011) respecto de adoles-
centes privados de libertad, que in-
corpora una “intervención cognitiva 
conductual especial para mujeres 
adolescentes para prevenir la mis-
ma en el futuro tomando en cuenta 
las diferencias de género”, en tanto 
que se señala que la transgresión de 
la norma por parte de una niña o 

adolescente acarrea, además de un 
reproche jurídico, la ruptura de “las 
expectativas ligadas a lo femenino”. 
De esta forma, las Orientaciones 
proponen programas que incluyan, 
entre otros, estrategias motivacio-
nales; herramientas de control de la 
impulsividad y la expresión emocio-
nal; trabajo de roles y estereotipos 
de género; actividades que incorpo-
ren la maternidad como área a tra-
bajar, etc. 

Es necesario mencionar el peligro 
de caer en consideraciones que per-
petúan la discriminación y la mira-
da estereotipada de las adolescentes, 
en particular cuando estos elemen-
tos no se incorporan en el trabajo 
con adolescentes masculinos. Para 
incorporar e implementar un enfo-
que de género efectivo, el diseño y la 
operación de un programa no debe 
restringir el género a las diferencias 
innatas e inmutables, sino de un 
modo que explore la construcción 
social de este e invite a mujeres y 
hombres jóvenes a desafiar las nor-
mas de género, examinar los privile-
gios de género y crear un equilibrio 
de poder entre ellos.26 Por tanto, in-
corporar el enfoque de género en la 
justicia juvenil no debe traducirse en 
un trabajo únicamente enfocado en 
las niñas o adolescentes, sino inter-
venciones integrales e inclusivas con 
población masculina joven y adulta, 
imprescindible para procurar a to-
dos una rehabilitación y resocializa-
ción efectiva y duradera.

Por último, aún encontramos mu-
chos ejemplos nacionales en los que, 
aprobada una ley o política regula-

26 Barbara Bloom y Stephanie Covington, “Effective Gen-
der-Responsive Interventions in Juvenile Justice: Addressing 
the Lives of  Delinquent Girls” (Atlanta: American Society of  
Criminology, 2001).
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toria específica de justicia juvenil, se 
menciona explícitamente la incor-
poración transversal del enfoque de 
género sin incorporar ninguna pre-
visión que permita implementarlo 
en la práctica. Este es, por ejemplo, 
el caso de Costa Rica (Política Publi-
ca de Justicia Juvenil Restaurativa27).

2.3 Posibles abordajes con 
enfoque de género

En vista del escenario normati-
vo, la cuestión se centra en plantear 
abordajes para aplicar, de manera 
eficiente y realista, el enfoque de 
género en el sector de la justicia ju-
venil. Estos abordajes deben ser in-
tegrales y comprensivos, con fases 
sucesivas y coherentes que permitan 
generar impactos sostenibles y efica-
ces. Hay que tener en cuenta que, 
aun cuando el trabajo regulatorio 
no es el único elemento de reforma 
de la justicia juvenil sensible al gé-
nero, una agenda legislativa activa 
e inclusiva es un ingrediente clave 
para movilizar los recursos y el com-
promiso político de todos/as los/as 
actores/as implicados/as en su con-
sideración y puesta en marcha.

A continuación, se proponen com-
ponentes o etapas (no exhaustivos) 
para abordar la reforma de un sis-
tema de justicia juvenil inclusivo del 
enfoque de género. Cabe considerar 
que cada acción en cada fase debe 
estar adaptada al clima político y ca-
racterísticas particulares del contexto 
de actuación concreto, y deben inte-
rrelacionarse directamente con todo 
el desarrollo del sistema de adminis-
tración de justicia para NNA. Las ac-

tuaciones aisladas, centradas solo en 
la población femenina sin conexión 
con el sistema de justicia general, han 
tendido a recibir escasas asignaciones 
presupuestarias y a ser de corta dura-
ción; esto ha impedido generar resul-
tados apropiados y duraderos.28

Diagnóstico e investigación del problema 
y las necesidades específicas de las menores y 
adolescentes en el sistema de justicia juvenil. 
Esta etapa formará la base del plan 
de reforma y los contenidos especí-
ficos que el sistema necesita para in-
corporar el enfoque de género. Debe 
incluirse necesariamente a las niñas y 
adolescentes a quienes va dirigida la 
acción. Este proceso de participación 
y evaluación será crucial para com-
prender la prevalencia de desafíos 
particulares que enfrentan las niñas 
y adolescentes infractoras, y ayuda-
rá a guiar las decisiones sobre dónde 
asignar los recursos existentes. Ade-
más, será imprescindible analizar la 
capacidad de respuesta de género de 
los programas de justicia juvenil exis-
tentes; las actitudes y aptitudes de la 
comunidad y de los profesionales del 
sector, así como la disponibilidad, si 
la hubiere, de servicios específicos 
para la población juvenil femenina 
infractora. 

Conceptualización y desarrollo de la pla-
nificación estratégica del proceso de reforma. 

27 Ministerio de Justicia y Paz, “Política Publica de Justicia 
Juvenil Restaurativa de Costa Rica”, 2015. https://justiciar-
estaurativa.poder-judicial.go.cr/images/documentos/penal-
juvenil/PoliticaPublicaJuvenilRestaurativa.pdf  (última visita 
2 de julio de 2018).
28 Sara Cusworth Walker, Ann Muno y Cheryl Sullivan-Col-
glazier, “Principles in Practice: A Multistate Study of  Gen-
der-Responsive Reforms in the Juvenile Justice System”, Crime 
and Delinquency 61(5, 2012): 742–766.
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Basada en los hallazgos principales 
de la fase de diagnóstico e investi-
gación. La elaboración de la hoja 
de ruta para los responsables de la 
reforma debe documentarse y con-
tener aspectos básicos tales como: 

a)	Análisis de situación actual; los 
objetivos y los impactos espe-
rados, y las acciones y procesos 
concretos para alcanzarlos. 

b)Identificación de las fuentes 
de financiación necesarias, así 
como un plan a largo plazo para 
su sostenibilidad en el tiempo. 
Para esto, es altamente necesaria 
la fase de evaluación y socializa-
ción de resultados y planes de fu-
turo basados en evidencias. 

c)Mapeo de actores/as interdisci-
plinares, y mecanismos de com-
promiso y responsabilidad. Ser 
estratégico/a sobre a quién invo-
lucrar, cuándo y con qué función 
específica será clave para el éxito 
de la reforma planeada. 

d)Incorporar en el proceso a 
expertos/as técnicos/as que 
asistan y presten servicios con-
sultivos permanentes puede 
ayudar a consolidar y agilizar 
el proceso de reforma, además 
de aunar posibles divergencias 
entre los diferentes actores/as e 
instituciones involucradas en el 
proceso.

Acciones de concienciación, información 
y educación social. El objetivo de esta 
fase es crear diálogo público, y co-
locar las cuestiones que se quiere 
reformar en el centro de las agen-
das políticas, con el apoyo de una 

sociedad informada y conciencia-
da. Los medios de comunicación, 
incluidas las redes sociales, serán 
aliados claves en el proceso. Debe-
rán seleccionarse las audiencias y 
mensajes concretos, y contar con 
un plan de comunicación interno y 
externo.

Compromiso de las partes interesadas 
(socios/as, instituciones, comunidad, niños, 
niñas y adolescentes). Puede ser intere-
sante formar grupos de trabajo espe-
cíficos con un mandato concreto de 
acuerdo con su experiencia y su pos-
terior rol en la fase de implementa-
ción de la reforma. Esto facilitaría la 
coordinación coherente del proceso 
y contribuiría a asegurar un mayor 
compromiso de todas las partes in-
teresadas. Es imprescindible definir 
procesos de participación, para que 
se consulte a todas las partes.

Proposiciones y/o modificaciones legisla-
tivas y de política pública. Uno de los ob-
jetivos fundamentales de la reforma 
planteada es incorporar previsiones 
legales o de política pública en el sec-
tor de la justicia juvenil, que incluyan 
un mandato específico para poner en 
marcha intervenciones específicas y 
programas con enfoque de género. 
No solo coloca la cuestión como prio-
ritaria en las agendas políticas de los 
Estados, sino que recibe asignación 
presupuestaria concreta, y vincula a 
las diferentes instituciones y actores/
as principales a su implementación y 
consecución efectiva. 

En términos normativos y de 
acuerdo con la literatura específica 
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en la materia, deben considerar-
se algunas temáticas para incluir 
y transversalizar la perspectiva de 
género en las legislaciones sobre jus-
ticia juvenil. Entre estas se encuen-
tran las siguientes:

a)	Descriminalizar infracciones en 
las que las niñas y adolescentes 
son víctimas (delitos relaciona-
dos con la explotación sexual de 
menores, como la prostitución 
infantil o la trata). Usar herra-
mientas de detección para de-
terminar si las niñas y jóvenes 
infractoras son víctimas del trá-
fico/explotación sexual de cual-
quier tipo. 

b)Desviar del sistema judicial ca-
sos de niñas o adolescentes in-
volucradas en situaciones de 
violencia doméstica intrafami-
liar mediante actuaciones es-
pecíficas (intervención de crisis, 
compromiso familiar, cuidado 
temporal de relevo, examen de 
salud mental cuando sea necesa-
rio). Estas respuestas deben ser 
previamente evaluadas con aná-
lisis de datos por género y refe-
rencias cruzadas con raza/etnia 
(interseccionalidad), de forma 
que se puedan diseñar modelos 
de desviación judicial juvenil 
adaptados a las especificidades 
de las niñas y jóvenes en cada 
contexto particular.29 

c)	Desjudicializar delitos menores 
(los más comunes entre la po-
blación juvenil infractora) si no 
se ha producido reincidencia, 
por ejemplo. En la misma línea, 
cabría regular el establecimien-

to de prácticas de mediación u 
otras similares dentro de la jus-
ticia juvenil restaurativa, en las 
comisarías de policía o en las es-
cuelas, mediante convenios con 
los departamentos de justicia 
correspondientes. Ello exigiría 
la formación específica de lo/as 
agentes encargados de tales pro-
cesos y definir mecanismos de 
coordinación apropiados.

d)Conectar los sistemas de protec-
ción de la infancia y de justicia 
juvenil, para que ciertos delitos 
más comunes dentro de la delin-
cuencia juvenil femenina (como 
hurtos sin violencia, explotación 
sexual, conductas violentas de-
rivadas de sucesos de violencia 
doméstica intrafamiliar, etc.) pue-
dan tratarse desde la óptica del 
sistema de protección (teniendo 
en cuenta los elementos particu-
lares de cada caso) y salgan de la 
esfera judicial. De igual forma, 
integrar ambos modelos median-
te un sistema de gestión de casos 
permitiría un análisis completo e 
individualizado de cada caso, lo 
que revertiría en respuestas más 
acordes con las necesidades de 
las niñas y adolescentes. Una ex-
periencia exitosa a este respecto 
es el Crossover Youth Practice 
Model, que se analizará en la si-
guiente sección. 

En la medida en que el patrón de 
delincuencia juvenil femenina indi-

29 Sherman y Black, Gender injustice. System-level Juvenile Justice 
Reforms for Girls.
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ca que la calidad de las relaciones 
familiares es central, tanto por ser 
una fuente de trauma y causa de 
las infracciones como por la nece-
sidad de su reestructuración como 
intervención de prevención y tra-
tamiento, regular los programas de 
participación familiar como alter-
nativa judicial se torna una opción 
óptima, con la posibilidad incluso 
de ser monitoreada por el sistema 
de protección de la infancia o el 
sistema de justicia juvenil (trabaja-
dores sociales). A este respecto co-
bran relevancia las prácticas de la 
justicia juvenil restaurativa, como 
las conferencias familiares (family 
group conferencing), que permiten a 
jóvenes y familias tomar la inicia-
tiva en la resolución conjunta de 
problemas y toma de decisiones. En 
la sección siguiente se analiza una 
experiencia interesante: The Girl 
Family Team Meeting. Involucrar 
a la familia es relevante en el caso 
de madres jóvenes o embarazadas; 
tales situaciones pueden suponer 
una oportunidad de cambios po-
sitivos, y estos serán más fáciles y 
duraderos si existe apoyo y relación 
familiar. 

La inversión en los recursos humanos: 
formación continuada del personal y los 
equipos interdisciplinarios. Más allá de 
lograr que el personal y los equi-
pos interdisciplinarios encargados 
de implementar la reforma acepten 
la necesidad de activar y poner en 

marcha programas que tengan en 
cuenta las cuestiones de género, es 
fundamental dotarles de las herra-
mientas y el conocimiento para ello. 
Esta formación debe ser continuada 
en el tiempo, e incluirá incentivos 
profesionales, de forma que el co-
nocimiento impartido y adquirido 
permanezca (evitando rotaciones 
de personal). Asimismo, debe posi-
bilitar la generación de expertos/as 
sectoriales, pero también adaptarse 
a los diferentes niveles y posiciones 
de los/as trabajadores/as del siste-
ma de justicia juvenil y del sistema 
de protección de infancia.

Diseño de programas de prevención y 
tratamiento de la delincuencia juvenil con 
enfoque de género. Intervenciones piloto y 
disponibilidad. Generación de evidencias. 
Tan importante como el reflejo legal 
de la necesaria aplicación de progra-
mas de prevención y tratamiento de 
la delincuencia juvenil con enfoque 
de género es su efectiva disponibili-
dad en el nivel local. Es frecuente en-
contrar jueces que aplican medidas 
no privativas de libertad de acuerdo 
con la norma en vigor, cuya ejecu-
ción no es posible por no encontrase 
disponibles.30 El diseño y la puesta 
en marcha de estos programas debe 
ser integral (para diferentes perfiles 
delictivos que requieren diferentes 
medidas) pero progresiva, de forma 
que se promocionen intervenciones 
piloto con cobertura geográfica am-
plia y se generen evidencias sobre su 
funcionamiento e impacto. 

Evaluación integral y socialización de 
resultados. Rediseño y reprogramación. 
Todos los programas deben medir 

30 Liz Watson y Peter Edelman, Improving the Juvenile Justice 
Systems for Girls (Georgetown Center of  Poverty, Inequality and 
Public Policy, 2012).
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su efectividad y resultados sobre la 
base de unos indicadores de impac-
tos. La evaluación de los progra-
mas de justicia juvenil con enfoque 
de género y la socialización de sus 
resultados deben abordarse de ma-
nera urgente, ya que son cuestio-
nes ampliamente ignoradas y que 
resultan claves para mantener la 
financiación, el diálogo y el apoyo 
público. De esta manera, progresi-
vamente se mejorará la calidad (re-
diseño y reprogramación cuando 
sea requerido) de las intervenciones 
sobre el terreno en beneficio de las 
niñas y jóvenes a las que va dirigido 
y, en última instancia, en beneficio 
de la sociedad en su conjunto.

3. Avances sociales: políticas 
y programas integradores 
del enfoque de género en la 
justicia juvenil restaurativa 

En la última década, algunas in-
tervenciones y programas, así como 
estrategias de política pública, han 
integrado el enfoque de género en el 
sector de la justicia juvenil. Merece 
la pena recorrer brevemente varias 
de estas experiencias que pueden 
resultar inspiradoras tanto en el ám-
bito de la investigación como en el 
de la aplicación práctica de actua-
ciones para el abordaje de la delin-
cuencia juvenil femenina.

Crossover Youth Practice 
Model. Diseñado con el objetivo 
de abordar las necesidades únicas 
de los NNA y jóvenes que están en 
riesgo o que están fluctuando entre 
los sistemas de bienestar/protec-

ción infantil y de justicia juvenil. El 
modelo “es un nexo entre la inves-
tigación y las mejores prácticas que 
describe los cambios sistémicos que 
los sistemas de servicio a la juventud 
(de bienestar/protección y de justi-
cia) pueden hacer para mejorar su 
capacidad de servir a los jóvenes”.31 
El objetivo del modelo es “retener” 
a los jóvenes en el sistema de bienes-
tar/protección infantil, y reducir in-
tencionalmente su contacto con los 
sistemas de justicia, sobre todo para 
aquellos/as con historias de violen-
cia familiar, con hijos/as a cargo, o 
que han cometido delitos menores 
y no tienen antecedentes policiales. 
La recopilación de datos es un com-
ponente importante del modelo, 
que pretende desarrollar capacidad 
de almacenamiento y análisis cru-
zados de datos entre los sistemas, 
para permitir que la toma de deci-
siones sea más eficiente y ajustada a 
las necesidades de cada caso.

El modelo es adaptable a las ne-
cesidades de cada jurisdicción, y 
pretende sistematizar prácticas co-
herentes para ambos sistemas, así 
como maximizar las sinergias de 
los recursos de cada uno. Algunas 
evaluaciones del modelo apuntan 
a los siguientes impactos positivos: 
reducción de casos reincidentes, 
aumento de casos que se benefician 
de programas sociales fuera de la 
esfera judicial o mejora en el com-

31 Denisse Herz y Anika Fontaine, “Final Data Report for 
the Crossover Youth Practice Model”; Lorrie Lutz y Macom 
Stewart, “Crossover Youth Practice Model” (Washington, 
D.C.: Georgetown University, McCourt School of  Public Poli-
cy, Center for Juvenile Justice Reform). http://cjjr.georgetown.
edu/our-work/crossover-youth-practice-model/
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portamiento prosocial de los bene-
ficiarios/as.32 

El impacto de este modelo en 
niñas y jóvenes reside en que se 
canalizan recursos técnicos y hu-
manos con experiencia específica 
en la gestión de casos de delincuen-
cia femenina dentro del sistema de 
justicia, pero también en el sistema 
de bienestar/protección. De esta 
manera, se asegura la asignación de 
especialistas que velen por la presta-
ción de servicios adaptados a sus ne-
cesidades, y con el objetivo, cuando 
ello sea posible, de que el trabajo de 
tratamiento y prevención se realice 
fuera del sistema judicial. 

The Girl Family Team Mee-
ting. Como estrategia de interven-
ción enfocada en la mejora de la 
calidad del componente relacional, 
específico para casos de delincuen-
cia juvenil femenina.33 Profesionales 
con formación particular en este 
tipo de casos facilitan esta práctica 
de justicia juvenil restaurativa, que 
adapta su enfoque para el trabajo 
con niñas y mujeres jóvenes y sus 
familias. Pretende comprender las 
causas de la conducta antisocial, y 

los puntos de conflicto y de unión 
entre ellas y sus familias, de forma 
que la respuesta de los sistemas de 
bienestar/protección y de justicia 
juvenil (desde ambas perspectivas: 
prevención y rehabilitación) pue-
da ser específica para el caso, pero 
también acordada y apoyada por la 
beneficiaria y su familia.34

Una familia-Un/a juez/a.35 En 
la línea de considerar la dualidad 
de roles víctima-victimaria en casos 
de delincuencia juvenil femenina, 
tomando en cuenta las causas e in-
terconexiones de cada caso, esta in-
tervención, puesta en marcha por el 
Consejo Nacional de Jueces de Me-
nores y Familia (National Council 
of  Juvenile and Family Court Jud-
ges, NCJFCJ), como parte del plan 
de aplicación del enfoque de géne-
ro en la justicia juvenil en Estados 
Unidos, consiste en asignar todos los 
casos de una familia concreta a un 
mismo juez, que puede analizar las 
necesidades de manera holística y 
ordenar respuestas más específicas. 
De la misma forma, se puede extra-
polar esta experiencia respecto de 
la representación legal para niñas y 
jóvenes en el sistema de justicia ju-
venil: los/as abogados/as con for-
mación concreta en los problemas 
que afectan a niñas y a mujeres jóve-
nes, y que conceptualizan casos de 
manera integral (incluyendo a sus 
familias o entorno cercano), iden-
tificarán, solicitarán y accederán a 
recursos más adaptados a sus nece-
sidades y, por tanto, con impactos 
más efectivos y duraderos.36 

32 Center for Juvenile Justice Reform, “Crossover Youth Prac-
tice Model”, Georgetown University. http://cjjr.georgetown.
edu/our-work/crossover-youth-practice-model/ 
33 Sherman y Black, Gender injustice. System-level Juvenile Jus-
tice Reforms for Girls. 
34 Marty Beyer, “Listening to Girls in Strengths/Needs-Based 
Service Planning”. http://www.martybeyer.com/content/lis-
tening-girls-strengthsneeds-based-service-planning.
35 National Council of  Juvenile and Family Court Judges, 
“Juvenile Delinquency Guidelines: Improving Court Practice 
in Juvenile Delinquency Cases” (Reno, 2005). https://www.
isc.idaho.gov/juvenile/pdfs/Improving_Court_Practice_Ju-
venile_Delinquency_Cases.pdf
36 Sherman y Black, Gender injustice. System-level Juvenile 
Justice Reforms for Girls.
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Centro Juvenil de Diagnós-
tico y Rehabilitación para 
Mujeres Adolescentes (San-
ta Margarita, Lima, Perú).37 
Se define como un programa de 
rehabilitación penitenciaria basa-
do en terapias cognitivo-conduc-
tuales que ayudan a las jóvenes a 
desarrollar nuevas capacidades y 
a reinsertarse en la sociedad con 
nuevas alternativas de vida (edu-
cativas, profesionales y relativas a 
habilidades personales y sociales). 
El proceso de rehabilitación está 
dividido en seis etapas consecu-
tivas, adaptadas al plan de desa-
rrollo individual que profesionales 
multidisciplinares elaboran con 
cada una de ellas. El Centro cuenta 
con servicios adaptados a jóvenes 
con hijos/as a cargo y alternativas 
educativas enfocadas en la crian-
za. En el transcurso del proceso es 
clave el involucramiento de la fa-
milia, que, según la experiencia en 
este centro, “en la mayoría de los 
casos es causante directa o indirec-
ta de la problemática que enfren-
ta la trasgresora”. Es fundamental 
que las políticas de justicia juvenil 
incluyan centros adecuadamente 
equipados en términos técnicos y 
humanos, que se conformen como 
un espacio seguro para las niñas y 
mujeres jóvenes a las que se les han 
impuesto medidas privativas de li-
bertad, ya sea en régimen semia-
bierto o cerrado.  

 
National Girls Institute.38 En 

2010, la Oficina de Justicia Juvenil 
y Prevención de la Delincuencia 

(OJJDP, por sus siglas en inglés), 
junto con el Consejo Nacional del 
Crimen y la Delincuencia (National 
Council on Crime and Delinquen-
cy), establecieron una institución 
específica para promover políticas 
de justicia juvenil integradoras del 
enfoque de género. Este instituto 
sirve como centro de formación; 
presta asistencia técnica especia-
lizada a diferentes gobiernos para 
elaborar y promover planes estra-
tégicos en la materia, y canaliza 
recursos económicos para activar 
programas y/o intervenciones in-
novadoras para niñas y jóvenes en 
riesgo o en contacto con el sistema 
de justicia. Crear instituciones pú-
blicas o semipúblicas con un man-
dato específico en delincuencia 
juvenil femenina resulta un meca-
nismo relevante para el avance de 
las agendas políticas y sociales en 
la temática.

De las experiencias existentes 
hasta el momento, la doctrina es-
pecializada39 ha señalado algunos 

37 Silvia Dangond, “Un programa en Perú para rehabili-
tar mujeres adolescentes”,  Sin Miedos. https://blogs.iadb.
org/sinmiedos/2015/01/09/un-programa-para-darles-op-
ciones-mujeres-encarceladas/
38 National Council on Crime & Delinquency, “National 
Girls Institute”, (2012). https://www.nccdglobal.org/publica-
tions/archive/2013
39 Entre otros, Bloom y Covington, “Effective Gender-Re-
sponsive Interventions in Juvenile Justice: Addressing the Lives 
of  Delinquent Girls”; Sheperd, “Girls in the Juvenile Justice 
System”, William y Mary Journal or Women and the Law 
9 (2002); Sherman y Black, “Gender injustice. System-level 
Juvenile Justice Reforms for Girls”; Watson y Edelman, Im-
proving the Juvenile Justice Systems for Girls; Margaret Zahn, Jacob 
Day, Sharon Mihalic y Lisa Tichawsky, “Determining What 
Works for Girls in the Juvenile Justice System. A summary of  
evaluation evidence”, Crime and Delinquency 55(2-2009); 
Margaret Zahn, Stephanie Hawkins, Janet Chiancone y Ariel 
Whitworth, “The Girls Study Group – Charting the Way to 
Delinquency Prevention for Girls” (U.S. Department of  Jus-
tice, 2008). www.ojdp.usdoj.gov/ojjdp.
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estándares básicos o principios rec-
tores (no exhaustivos) para desarro-
llar programas y elaborar políticas 
de justicia juvenil inclusivas del en-
foque de género:

a)	La base de los programas y po-
líticas se apoya en teorías e in-
vestigaciones criminológicas 
especializadas en delincuencia 
juvenil femenina, adaptadas 
al ámbito contextual en el que 
vayan a ser aplicadas. Los enfo-
ques programáticos se ajustan a 
las necesidades psicológicas y so-
ciales de las niñas y jóvenes, y re-
flejan las realidades de sus vidas 
y entornos, con especial impor-
tancia en la fase post-interven-
ción (enfocada en la prevención 
para evitar la reincidencia).

b)El tratamiento y los servicios se 
basan en las competencias y for-
talezas de las niñas y promueven 
su autosuficiencia. Los progra-
mas incluirán una perspectiva 
multifactorial y una variedad de 
intervenciones: conductuales, 
cognitivas, afectivas, etc. Utili-
zar grupos homogéneos y hete-
rogéneos (incluye el trabajo con 
población masculina) en función 
del objetivo del programa y/o 
política es fundamental para 
rehabilitarla y resocializarla. El 
concepto de equidad de género 
debe definirse apropiadamente 
y proporcionar oportunidades 
que signifiquen e impacten a 
ambos géneros de la misma for-
ma, y tengan en cuenta sus dife-
rentes necesidades y posiciones 
sociales. 

c)Disponibilidad de servicios ho-
lísticos: (i) dirigidos al trabajo 
integrado con niñas y jóvenes, 
sus familias y los miembros de 
su comunidad en el nivel local 
(el componente relacional es 
clave en el trabajo de preven-
ción y tratamiento de la delin-
cuencia juvenil femenina); (ii) 
conectados con el sistema de 
justicia juvenil en su conjunto, 
así como con el sistema de pro-
tección de infancia y juventud; 
(iii) que incluyan una variedad 
de opciones educativas y pro-
fesionales no tradicionales/sin 
sesgo de género. 

d)Los/as profesionales a cargo de 
las intervenciones programáti-
cas, pero también de la elabo-
ración de políticas en diferentes 
niveles (incluidas personas de 
apoyo y/o mentora/es), cum-
plen perfiles humanos y técnicos 
que reflejan diversos géneros, 
identidades sexuales, raza/et-
nias, niveles socioeconómicos, 
niveles educativos, etc. 

e)La conciencia cultural y la 
sensibilidad se promueven 
utilizando los recursos y las 
fortalezas disponibles en las 
diferentes localizaciones de in-
tervención.

f)Es imprescindible usar herra-
mientas de evaluación especí-
ficas con indicadores cruzados, 
así como planes de tratamiento 
individualizados.
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4. Desafíos pendientes de 
ser abordados en la justicia 
juvenil restaurativa desde el 
enfoque de género 

La realidad de las niñas y mujeres 
jóvenes en contacto con los sistemas 
de justicia plantea todavía numero-
sos desafíos y cuestiones pendientes 
que requieren de un abordaje inte-
gral y urgente. Se recogen a conti-
nuación algunos de los retos más 
relevantes en materia de investiga-
ción y tratamiento de la delincuen-
cia juvenil femenina.

a)La comprensión de la conducta 
antisocial y delictiva en niñas y 
adolescentes es clave para dise-
ñar intervenciones efectivas en 
el sector de la justicia juvenil. 
El estudio de los componentes 
principales del perfil delictivo 
femenino en menores y adoles-
centes necesita incorporar un 
análisis multifactorial. Es im-
portante otorgar entidad pro-
pia a este sector de la población 
infractora (femenina y menor/
adolescente), a pesar de su me-
nor representación en las cifras 
globales, y examinar los factores 
criminológicos sin utilizar mo-
delos masculinos, ni en contra-
posición con dichos modelos ni 
con su misma sistemática, sino 
desde la inclusión de especifi-
cidades propias de género que 
provienen de los constructos so-
ciales específicos asociados a la 
condición de NNA y a la condi-
ción femenina. 

		  Los estudios criminológicos, 
que hasta el momento se han 

centrado en la determinación de 
un perfil conductual (genérico) 
de las niñas y jóvenes infractoras, 
han señalado algunos patrones 
comunes:40 (i) edad entre 12 y 17 
años; (ii) historial de víctima, en 
particular relacionado con episo-
dios de violencia física, psíquica 
y/o sexual; (iii) dificultades edu-
cativas; (iv) ambientes familiares 
conflictivos y/o inestables, inclu-
yendo historial delictivo de los 
miembros de la familia, falta de 
arraigo familiar y desconexión 
social; (v) historial de relaciones 
afectivas complejas, dependien-
tes y desiguales, (vi) problemas de 
salud mental, incluyendo consu-
mo de estupefacientes. 

		  Respecto de metodologías y 
sistemáticas de estudio de la de-
lincuencia juvenil femenina, y en 
particular por lo que respecta a 
los factores de riesgo, resultan de 
especial relevancia los elementos 
de la teoría feminista de la delin-
cuencia de la mujer.41 Esta escue-
la criminológica examina el rol 
que juegan las desigualdades de 
género en los factores de riesgo 
para cometer hechos delictivos, 
y también cómo afectan tales 
desigualdades en la naturaleza 
de los delitos. Su planteamiento 

40 Bloom y Covington, “Effective Gender-Responsive Inter-
ventions in Juvenile Justice: Addressing the Lives of  Delinquent 
Girls”; Zahn, Hawkins, Chiancone y Whitworth, “The Girls 
Study Group – Charting the Way to Delinquency Prevention 
for Girls”; David Farrington y Kate Painter “Gender differences 
in offending: implications for risk-focused prevention”, Home 
Office Online Report 09/04: 11 (2004).
41 Kathleen Daily, “Gender, Crime, and Criminology”, The 
Handbook of  Crime and Justice, ed. Michael Tonry (Oxford: Ox-
ford University Press, 1998), 85-108. Véase la referencia a la 
nota al pie de página 1.
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conceptual incluye tres claves: 
(i) vías de género al incumpli-
miento de la ley: diferencias en 
la trayectoria y experiencias vi-
tales que llevan a hombres y a 
mujeres a delinquir, así como los 
factores y contextos sociales que 
facilitan la comisión de activida-
des criminales y cuál es su rela-
ción con el género; (ii) crimen 
de género: se refiere al contexto 
específico y a las cualidades del 
crimen en las mujeres y los hom-
bres; (iii) vidas de género: modo 
en el que el género organiza la 
vida diaria de hombres y muje-
res, y cómo afecta a sus estructu-
ras de organización, identidades 
y acciones en relación con el de-
lito y la criminalidad. Mediante 
esta teoría, Daily42 propone una 
nueva e interesante visión: “En 
lugar de analizar el género como 
correlato de la delincuencia, se 
podría analizar la delincuencia 
como correlato del género”. 
Aplicar los elementos básicos de 
esta teoría al sector de la justicia 
juvenil podría ser muy relevante 
y efectivo dentro de los modelos 
de análisis multifactorial referi-
dos anteriormente.

		  En relación con los facto-
res de protección, se ha puesto 
de manifiesto reiteradamente la 
exposición diferencial de niños, 
niñas y adolescentes a estos, con 

especial hincapié en el concepto 
de “socialización diferencial”: 
mayores vínculos pro–sociales de 
las niñas y jóvenes con los amigos, 
escuela y familia, mayor supervi-
sión parental, mayor proyección 
de futuro, y estilo más comunica-
tivo y pacífico, como algunos de 
los elementos de protección fren-
te a la conducta antisocial. 

		  A pesar de las anteriores 
consideraciones más o menos 
utilizadas en la criminología ju-
venil femenina, lo cierto es que 
en la literatura especializada 
existen numerosas contradiccio-
nes respecto de los resultados so-
bre la cuestión riesgo-protección 
y género-delincuencia, indicati-
vas de la necesidad de mejorar 
el conocimiento de la conducta 
antisocial y delictiva en niñas y 
adolescentes, y las metodologías 
para el desarrollo de investiga-
ciones.43

		  Por último, cabe señalar, 
dentro de este primer desafío, 
lo interesante de incorporar a 
la investigación criminológica 
juvenil femenina el estudio de 
los procesos de toma de deci-
siones de los/as operadores/as 
jurídicos/as y las estrategias de 
judicialización del sistema de 
justicia juvenil frente a casos fe-
meninos. En el caso de niñas y 
adolescentes infractoras, se ha 
señalado como patrón que las 
autoridades judiciales optan de 
forma preferente (y diferencia-
da respecto de los niños y jóve-
nes) por la desjudicialización, 

42 Daily, “Gender, Crime, and Criminology”.
43 Bartolomé, “Delincuencia juvenil femenina: una aproxi-
mación a su realidad en España a través de auto-informe”; 
Constance Chapple, Julia McQuillan y Terceira Berdahl, 
“Gender, social bonds and delinquency: a comparison of  
boys’ and girls’”, Social Science Research 34(2005): 357-383.
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la amonestación, la interven-
ción comunitaria y la vía tera-
péutica.44

b)Conectado con el punto ante-
rior, pero con la importancia su-
ficiente como para destacarlo de 
forma separada, cabe resaltar 
la urgencia de incorporar a las 
investigaciones, metodologías, 
políticas y leyes de justicia juve-
nil la interseccionalidad como 
herramienta analítica para es-
tudiar, entender y responder a 
las formas en que el género se 
cruza con otras identidades (re-
ferencia a la perspectiva de di-
versidad sexual específicamente) 
e identificar los diferentes tipos 
de discriminación y desventaja 
que se dan como consecuen-
cia de combinar identidades. 
En particular, la temática de 
criminalidad juvenil femenina 
no puede entenderse sin consi-
derar el racismo, el patriarca-
do, la opresión de clase y otros 
sistemas de discriminación que 
crean desigualdades que estruc-
turan las posiciones relativas de 
las niñas y adolescentes, e influ-
yen en su conducta antisocial 
y delictiva. Un ejemplo es la 
sobrerrepresentación de niñas 
y adolescentes negras en insti-
tuciones penitenciarias, ya que 
reciben un mayor número de 
sentencias, que incluyen medi-
das privativas de libertad.45 

b)La evaluación de programas de 
justicia juvenil que han incorpo-
rado el enfoque de género es to-

davía un gran reto y representa, 
entre otras, una de las razones 
de la carencia de datos y proce-
sos empíricos. Esto demuestra la 
necesidad de incorporar el enfo-
que de género por los impactos 
positivos y diferenciados que se 
generan y mejorarlos progresi-
vamente con base en el aprendi-
zaje de experiencias y modelos, 
y de incentivar políticas públicas 
de justicia de género sobre la 
base de evidencias.

	 Cualquier financiamiento para 
una programación de justicia 
juvenil inclusiva del enfoque de 
género debería incluir una re-
serva de fondos para realizar 
una evaluación completa con 
metodologías específicas y, en la 
medida de lo posible, en par-
tenariado con universidades o 
investigadores/as académicos/
as con experiencia en la temá-
tica.46 Definir de manera clara 
los objetivos de la evaluación y 
los criterios metodológicos, así 
como incluir indicadores cru-
zados e identificar un grupo de 
control o un grupo de compa-
ración externo son elementos 
claves para una evaluación ri-

44 Esther Fernández Molina, Raquel Bartolomé, Cristina 
Rechea y Ángel Megías. “Evolución y tendencias de la de-
lincuencia juvenil en España”, Revista Española de Investiga-
ción Criminológica 7 (2009): 1-30. 
45 Barbara Bloom y Stephanie Covington, “Effective Gen-
der-Responsive Interventions in Juvenile Justice: Addressing 
the Lives of  Delinquent Girls”; Sherman y Black, “Gender in-
justice. System-level Juvenile Justice Reforms for Girls”; Zahn, 
Hawkins, Chiancone y Whitworth, “The Girls Study Group 
– Charting the Way to Delinquency Prevention for Girls”.
46 Zahn, Hawkins, Chiancone y Whitworth, “The Girls 
Study Group – Charting the Way to Delinquency Prevention 
for Girls”.
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gurosa. Debe evitarse la gene-
ralización de conclusiones y la 
falacia ecológica, y apuntar a lo 
específico teniendo en cuenta el 
contexto de trabajo en cuestión. 
Por último, sería interesante in-
corporar al plan estratégico de 
la evaluación de actividades de 
comunicación de los resultados, 
como medida de transparencia 
y diseminación del aprendizaje.

c)Aun cuando resulta irrefutable, 
no está de más subrayar que in-
corporar el enfoque de género 
como método de análisis e inter-
vención no es un trabajo exclu-
sivo con niñas y mujeres jóvenes, 
sino que exige incorporar el tra-
bajo con niños y adolescentes, 
con sus familias y con las comu-
nidades de las que forman par-
te. Y, muy en particular, con los/
as operadores/as jurídicos/as. 
Ello cobra especial relevancia, 
por ejemplo, en el debate enfo-
que de género versus ideología 
de género, sobre el que algunas 
voces aluden en relación con el 
ejercicio de la independencia ju-
dicial de los jueces y juezas. 

		  El género, con su enfoque y 
perspectiva aplicados al ejerci-
cio de derechos, no constituye 
una ideología. El enfoque de gé-
nero aboga decididamente por 
el respeto a la aplicación de la 
legislación en el ejercicio de la 
justicia, pero una justicia que no 
es absoluta, que es interpretada 
y depurada por magistrados y 
magistradas, y que toma en con-

sideración la realidad social y los 
derechos de las personas. 

		  La integralidad de todos/as 
los/as actores/as en el trabajo 
de transversalización de género 
o de incorporación del enfoque 
de género se erige, por tanto, 
como eje fundamental de la sos-
tenibilidad y el progreso hacia la 
aplicación de una justicia de gé-
nero real y no solo formal, que 
mira hacia la igualdad y la equi-
dad en el acceso a soluciones 
restaurativas y resocializadoras.

5. Conclusiones
1.Los instrumentos regulatorios 

—convenios/legislaciones, es-
tándares/reglas y políticas pú-
blicas— relacionados con la 
protección de la infancia, y más 
específicamente con el acceso a 
la justicia de menores y jóvenes, 
a nivel internacional y a nivel 
nacional, han ido incorporando 
progresivamente el enfoque de 
género, si bien de forma parcial 
y generalista. Un recorrido ana-
lítico por los principales marcos 
normativos internacionales refle-
ja que todavía se invisibilizan las 
cuestiones de género y que falta 
un tratamiento holístico. En este 
sentido, el foco normativo se ha 
puesto en la situación de priva-
ción de libertad de las mujeres, 
con algunas previsiones respecto 
de menores y jóvenes. Sin em-
bargo, es necesario un trabajo 
normativo importante en todas y 
cada una de las fases del proceso 
judicial y, con especial atención, 
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en la ejecución de medidas alter-
nativas o no privativas de liber-
tad, debido a su mayor y mejor 
impacto en los procesos de reha-
bilitación y resocialización. 

		  En la misma línea, las Re-
glas de Bangkok advierten de la 
necesidad de desarrollar un do-
cumento normativo internacio-
nal ad hoc en materia de justicia 
juvenil y género. Es igualmente 
crucial, en los procesos de regu-
lación o de diseño e implemen-
tación de programas de justicia 
juvenil con enfoque de género, 
considerar con cuidado ele-
mentos que puedan perpetuar 
la discriminación y la mirada 
estereotipada de las menores 
y adolescentes, en particular 
cuando estos elementos no se 
incorporan en el trabajo con 
menores y adolescentes mascu-
linos. Esto sucede, por ejemplo, 
en los procesos de rehabilitación 
y de resocialización; en el traba-
jo referido a la crianza de hijos, 
donde es necesario un abordaje 
desde la corresponsabilidad, o 
las intervenciones en temas de 
violencia sexual, que no pueden 
circunscribirse exclusivamente 
a actuaciones con población fe-
menina. 

		  En el ámbito nacional, si 
bien encontramos diferentes ni-
veles de trasposición de los es-
tándares internacionales, no es 
fácil encontrar normativas esta-
tales que hayan incorporado de 
una manera completa y efecti-
va el enfoque de género en la 

administración de justicia para 
menores y jóvenes. 

		  De acuerdo con el contex-
to normativo analizado, resulta 
clave plantear posibles abordajes 
para reformar el sector de justi-
cia juvenil de manera sensible e 
inclusiva en cuestiones de géne-
ro. Las respuestas son múltiples 
y dependerán de los escenarios 
políticos, sociales y económicos 
en los que se trabaje. Sin embar-
go, existen componentes o eta-
pas de aplicación general, que 
ordenan y aseguran un proceso 
de reforma completo y adecua-
damente informado: (i) diagnós-
tico e investigación del problema 
y las necesidades específicas de 
las menores y adolescentes en 
el sistema de justicia juvenil; (ii) 
conceptualización y desarrollo 
de la planificación estratégica 
del proceso de reforma; (iii) ac-
ciones de concienciación, infor-
mación y educación social; (iv) 
compromiso de las partes inte-
resadas (socios/as, instituciones, 
comunidad y menores y ado-
lescentes); (v) proposiciones y/o 
modificaciones legislativas y de 
política pública —en esta etapa, 
este artículo aborda temáticas 
concretas para incluir y transver-
salizar la perspectiva de género 
en las legislaciones sobre justicia 
juvenil—; (vi) formación conti-
nuada del personal y los equipos 
interdisciplinarios; (vii) diseño 
de programas de prevención y 
tratamiento de la delincuencia 
juvenil con enfoque de género, y 
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(vii) evaluación integral y sociali-
zación de resultados. 

2.Existen experiencias muy inte-
resantes en el sector de la justi-
cia juvenil restaurativa que han 
incorporado el enfoque de gé-
nero, cuyos resultados son inspi-
radores y decisivos en el avance 
social de esta cuestión. Este 
trabajo ha recogido algunas de 
ellas, si bien de forma concep-
tual y no exhaustiva (Crossover 
Youth Practice Model, Girl Fa-
mily Team Meeting, Una fami-
lia-Un/a juez/a, Centro Juvenil 
de Diagnóstico y Rehabilitación 
para Mujeres Adolescentes, Na-
tional Girls Institute). De las 
experiencias existentes hasta el 
momento, y con especial én-
fasis en aquellas desarrolladas 
en la última década, se extraen 
estándares básicos o principios 
rectores en el desarrollo de pro-
gramas y elaboración de políti-
cas de justicia juvenil inclusivas 
del enfoque de género, claves 
para el progreso del sector. 
Entre estos se encuentran los  
análisis criminológicos especia-
lizados en delincuencia juvenil 
femenina, adaptados según el 
contexto de trabajo y multifac-
toriales; servicios holísticos con 
foco en las competencias y for-
talezas de las menores y jóvenes, 
y que promueven su autosufi-
ciencia; reformulación del con-
cepto de equidad de género que 
asegure las mismas oportunida-
des y la misma participación de 

menores y jóvenes, teniendo en 
cuenta sus diferentes necesida-
des y posiciones sociales; cone-
xión con el sistema de justicia 
juvenil en su conjunto, así como 
con el sistema de protección de 
infancia y juventud, formación 
continua y especializada de lo/
as profesionales del sector; con-
ciencia cultural con participa-
ción y empoderamiento de las 
comunidades de intervención, y 
aplicación sistemática y rigurosa 
de herramientas de evaluación. 

3.Se plantean diversos y comple-
jos desafíos al abordar la incor-
poración del enfoque de género 
en el sector de la justicia juvenil 
restaurativa: elaborar metodolo-
gías, y análisis multifactoriales y 
específicos para tratar la delin-
cuencia juvenil femenina, que 
permitan aportar luz sobre los 
factores de riesgo y los factores 
de protección particulares y di-
ferenciados por razón de géne-
ro, desde una mirada social y 
no biológica. Ello implica con-
siderar teorías criminológicas 
que plantean perspectivas dife-
rentes del binomio delito-géne-
ro. También supone consolidar 
herramientas analíticas en la co-
munidad académica y con los/
as diversos/as profesionales del 
sector, incluyendo la intersec-
cionalidad para responder a las 
formas en que el género se cruza 
con otras identidades e impacta 
en la conducta antisocial y de-
lictiva de las menores y jóvenes. 
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		  Asimismo, deben incluir-
se mecanismos de evaluación 
rigurosos de los programas de 
justicia juvenil con enfoque de 
género. La falta de procesos 
empíricos y generación de evi-
dencias es uno de los retos más 
importantes, pues dificulta que 
se lo considere en la agenda 
política y, en consecuencia, se 
invierta en este tipo de interven-
ciones. Por último, trabajar con 
enfoque de género exige incluir 
el trabajo con niños y adoles-
centes, con sus familias y con las 
comunidades de las que forman 
parte, y, muy en particular, con 
los/as operadores/as jurídicos/
as. Lo anterior es una condición 
sine qua non para alcanzar una 
justicia juvenil restaurativa igua-
litaria y equitativa. 
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Resumen
El presente trabajo analiza el 

sistema de justicia juvenil perua-
no como un dispositivo de control 
de la delincuencia juvenil. Para tal 
efecto, se consideran condiciones, 
situaciones y relaciones que influ-
yen en los márgenes de discreción 
de los funcionarios y operadores 
de justicia al imponer el castigo a 
los adolescentes en conflicto con la 
ley penal. Esto con el propósito de 
hacerlos sujetos responsables y res-
petuosos de la ley, que desistan y se 
reinserten en la sociedad. 

Palabras claves: sistema de jus-
ticia juvenil, Perú, dispositivos de 
control, discrecionalidad

1. Introducción
El crimen, a partir la segunda 

mitad del siglo pasado y como con-
secuencia de profundas transfor-

maciones económicas, políticas y 
sociales, se ha incrementado cada 
vez más en las sociedades occidenta-
les, al punto de llegar a considerar-
se un hecho normal social.2 Esto ha 
generado una sensible preocupación 
tanto en los gobiernos como en los 
ciudadanos. A esta preocupación, 
exacerbada por la difusión perma-
nente y sobredimensionada en los 
medios de comunicación de hechos 
criminales, se suma una impresión 
generalizada de la poca eficacia y 
eficiencia de los sistemas penales, y 
profundiza los sentimientos de in-
seguridad y miedo en la población, 
propios de la modernidad tardía.3 
Esto origina la demanda de respues-
tas efectivas y punitivas hacia las 
autoridades e instituciones respon-
sables de la seguridad pública.

Por tal motivo, las políticas pú-
blicas en las últimas décadas han 
priorizado un enfoque altamente 
represivo, que enfatiza en crimi-
nalizar las conductas, incrementar 
las penas y ampliar la prevención, 
entre otras medidas. Así, aumenta 
de manera significativa el número 
de personas involucradas en los sis-
temas de justicia penal, muchas de 
ellas privadas de libertad.4

En esta perspectiva, las socieda-
des latinoamericanas, afectadas en 

1 Abogado, magíster en Políticas Sociales. Doctorando en 
Sociología. Trabajó en la Fundación Terre des hommes - 
Lausanne. Actualmente trabaja en la Dirección de Política 
Criminológica del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos del Perú. Especializado en justicia juvenil, con experi-
encia en varios países de América Latina. 
2 David Garland, Crimen y castigo en la modernidad tardía (Bo-
gotá: Siglo del Hombre Editores / Universidad de los Andes 
/ Pontificia Universidad Javeriana, 2007). 
3 Zygmunt Bauman, Tiempos Líquidos. Vivir en una época de incer-
tidumbre (México: Tusquets editores, 2008).  
4 Garland, Crimen y castigo en la modernidad tardía, 245-246; John 
Pratt, Castigo y civilización. Una lectura crítica sobre las prisiones y los 
regímenes carcelarios (Barcelona: Gedisa, 2006), 219-226. 
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su mayoría por altos niveles de vio-
lencia y criminalidad, han acentua-
do las políticas de ‘mano dura’. Esto 
afecta a los principios democráticos 
fundamentales y derechos de pobla-
ciones vulnerables, sobre todo de 
adolescentes y jóvenes, principales 
actores involucrados en la infrac-
ción a la ley penal como ofensores 
o agraviados. Estas políticas se han 
caracterizado por bajar la edad de 
responsabilidad penal, incrementar 
la duración de las sanciones socioe-
ducativas, recurrir al uso excesivo de 
la privación de la libertad, sea me-
diante la detención preventiva o del 
internamiento, entre otras medidas. 

Estas tendencias de carácter pu-
nitivo contradicen los principios y 
normas establecidas en la Conven-
ción de los Derechos del Niño y en 
otros instrumentos internacionales, 
y debilitan los esfuerzos que los Es-
tados latinoamericanos efectúan 
para adecuar sus normas e institu-
ciones a la Convención. Estas con-
tradicciones se pueden apreciar en 
el uso privilegiado de la privación 
de la libertad como respuesta a la 
infracción a la ley penal por parte 
de adolescentes y jóvenes. A fin de 
conocer y comprender cómo estas 
tendencias punitivas se forjan en 
la práctica judicial, se analizará el 
funcionamiento del sistema de jus-
ticia juvenil desde un enfoque que 
lo identifica como un dispositivo de 
control de la delincuencia juvenil. 

Toda sociedad tiene mecanismos 
que permiten y aseguran un adecua-
do funcionamiento, y ordenan una 
serie de prácticas con el objetivo de 

asegurar que funcione el sistema so-
cial, incluso cuando surgen situacio-
nes perturbadoras. Son mecanismos 
productores de subjetividad, es decir 
sujetos-asujetados a un orden esta-
blecido bajo un régimen de verdad. 
Los denominaremos ‘dispositivos’.5 

En términos generales, un dispo-
sitivo es un mecanismo que ordena. 
Los dispositivos tienen tres dimensio-
nes fundamentales. En primer lugar, 
configuran una red conformada por 
elementos heterogéneos, discursivos 
y no discursivos,6 sometidos a regí-
menes de enunciación y visibilidad 
en permanente movimiento. En se-
gundo lugar, los dispositivos, inscritos 
en el juego del poder y saber, tienen 
un carácter esencialmente estratégi-
co, esto es, responden a problemáti-
cas sociales relevantes, al articular los 
diferentes elementos y maniobrar las 
relaciones de fuerza (poder), orien-
tándolas o conduciéndolas hacia un 
fin o propósito. En tercer lugar, los 
dispositivos crean subjetividades, 
producen sujetos sometidos a sí mis-
mos y a otros, a través de la captura, 
orientación, modelación y control de 
los gestos, las conductas, las opinio-
nes y los discursos.7

5 Luis García Fanlo, 2011, “¿Qué es un dispositivo?: Foucault, 
Deleuze, Agamben”, A Parte Rei 74 (marzo): 7. http://ser-
bal,pntic.mec.es/AParteRei 
6 Los elementos heterogéneos son diversos: enunciados, dis-
cursos, instituciones, instalaciones arquitectónicas, etc.
7 Michel Foucault, “El juego de Michel Foucault”, en Saber 
y verdad (Madrid: La Piqueta, 1985), 129-138; Santiago Cas-
tro-Gómez, Historia de la Gubernamentalidad. Razón de Estado, 
liberalismo y neoliberalismo en Michel Foucault. (Bogotá: Siglo del 
Hombre Editores/ Pontificia Universidad Javeriana / Insti-
tuto Pensar / Universidad Santo Tomás de Aquino, 2010), 
65; Deleuze 1988, 1-2; Giorgio Agamben, 2011, “¿Qué es un 
dispositivo?”, Sociológica 73 (mayo-agosto): 257-258; Roberto 
Esposito, El Dispositivo de la Persona (Buenos Aires: Amorrortu 
editores, 2011), 65.
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Los dispositivos que encontramos 
actualmente en la sociedad se han 
configurado desde hace algunos si-
glos. Entre ellos tenemos los de sobe-
ranía, de carácter jurídico-legal, que 
predominaron entre los siglos XVIII 
y XIX en los procesos de fortaleci-
miento del Estado moderno y produ-
jeron sujetos obedientes a la ley. Los 
disciplinarios prevalecieron durante 
el desarrollo del capitalismo indus-
trial, desde fines del siglo XIX hasta 
el último tercio del XX, y produjeron 
sujetos dóciles, disciplinados y nor-
malizados. Por último, los de seguri-
dad han proliferado durante la fase 
del liberalismo avanzado, desde fines 
del siglo pasado hasta la actualidad, 
y han producido sujetos autónomos, 
responsables y competitivos que se 
autorregulan socialmente.8

En la actualidad, estos dispositi-
vos subsisten, funcionan e interac-
túan, pero bajo una racionalidad 
gubernamental propia de las socie-
dades de liberalismo avanzado. Es 
decir, bajo una lógica donde pre-
dominan la libertad individual, la 
regulación social a través del mer-
cado y un modo particular de ejer-
cer el poder: conducir la conducta 
de otros. Esto supone individuos 
racionales y libres, capaces de con-
ducirse por sí mismos.9 

Estos dispositivos funcionan en 
diversos ámbitos de la vida social y 

los encontramos en relación con las 
respuestas del Estado frente al cri-
men. Por ejemplo, están presentes 
cuando se establecen leyes o polí-
ticas altamente punitivas (dispositi-
vos de soberanía); se implementan 
programas de rehabilitación y rein-
serción social (disciplinarios), o se 
diseñan estrategias de prevención 
situacional (securitarios). Estos dis-
positivos, sin embargo, interactúan 
de manera complementaria bajo la 
lógica gubernamental, por ejem-
plo, en programas carcelarios don-
de los individuos están sometidos 
a normas y reglamentos internos 
(dispositivos de soberanía), control 
y vigilancia permanente (discipli-
narios), o promueven cambios de 
conducta responsable (de gobier-
no), para rehabilitarlos y reinte-
grarlos en la sociedad.10 

Ahora bien, estos dispositivos 
traen consigo fundamentos ideoló-
gicos que justifican su actuación de 
acuerdo con el esquema saber-po-
der; esto es, que todo ejercicio de po-
der se apoya en un saber y todo saber 
genera poder. En este caso, se puede 
hablar de enfoques de la justicia pe-
nal que se han configurado histórica-
mente, y que hoy encontramos en las 
teorías y en las prácticas judiciales, 
como el retributivo, el actuarial, el 
rehabilitativo y el restaurativo. 

El enfoque retributivo o punitivo 
enfatiza la potestad de castigo del 
Estado con el propósito de disuadir 
a los potenciales delincuentes. Tra-
ta de reforzar la potestad coercitiva 
del Estado y de generar temor en la 
población mediante una mayor cri-

8 Foucault, Seguridad, territorio y población (México: Fondo de 
Cultura Económica, 2006), 19-23.
9 Foucault, Seguridad, territorio y población, 130-137; Christian Laval 
y Pierre Dardot, La nueva razón del mundo. Ensayo sobre la sociedad neo-
liberal (Barcelona: Gedisa, 2013), 136-140; Gilles Chantraine, “La 
Prison Post-Disciplinaire”, Déviance et Société 3 (30): 275.
10 Chantraine, “La Prison Post-Disciplinaire”, 275.
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minalización de conductas, el incre-
mento de la duración de las penas, 
eliminación de los beneficios peni-
tenciarios, entre otros. El enfoque 
actuarial se centra en el riesgo y la 
peligrosidad del delincuente. Trata 
de enfatizar una intervención múlti-
ple e intensiva, acompañada de me-
didas de seguridad, con el propósito 
de evitar que se produzcan nuevos 
delitos, especialmente los violen-
tos. El enfoque rehabilitativo busca 
fortalecer las capacidades y poten-
cialidades de los delincuentes, para 
rehabilitarlos e integrarlos en la so-
ciedad. Enfatiza en mecanismos de 
control y vigilancia, con el propósi-
to de que el delincuente adecúe su 
conducta a la norma, y sea dócil y 
útil a la sociedad. El enfoque restau-
rativo busca soluciones alternativas 
y/o complementarias al sistema de 
justicia. Pretende atender las con-
secuencias del delito, sobre todo la 
reparación del daño, y lograr acuer-
dos con la participación del ofensor, 
la víctima y la comunidad.

También es preciso decir que los 
dispositivos cumplen una función 
social. Los dispositivos penales, en 
este caso los sistemas de justicia 
criminal, regulan los conflictos de 
carácter penal al imponer castigos. 
Hacen que la sociedad funcione; 
en ese sentido anulan, neutralizan, 
regulan o reorientan aquellas con-
ductas que resultan disfuncionales 
al sistema social. Los dispositivos 
penales, en consecuencia, cumplen 
una función de regulación de las 
conductas antisociales, esto es, una 
función de control del crimen.

El presente trabajo busca com-
prender el funcionamiento del siste-
ma de justicia juvenil peruano como 
un dispositivo de control de la delin-
cuencia juvenil. Con este propósito, 
se analizarán las condiciones, situa-
ciones y relaciones que influyen en 
las decisiones que asumen los fun-
cionarios y operadores de justicia en 
los casos de los adolescentes en con-
flicto con la ley penal, especialmente 
al imponer sanciones para hacerlos 
sujetos responsables y respetuosos 
de la ley, que desistan y se reinserten 
en la sociedad.

2. Marco metodológico 
El presente trabajo reflexiona so-

bre el funcionamiento del sistema 
de justicia juvenil del Perú, toman-
do en cuenta los hallazgos prelimi-
nares de una investigación en curso 
más amplia.11 Como parte de la 
investigación, se han realizado 21 
entrevistas semiestructuradas a di-
versos actores del sistema de justi-
cia juvenil del Perú;12 una encuesta 
sobre los enfoques de la justicia ju-
venil a 40 operadores de justicia, en 
el marco del diplomado de Justicia 
Juvenil Restaurativa que la Funda-
ción Terre des hommes - Lausanne 
y la Academia de la Magistratura 
del Perú durante 2016 y 2017, y la 
observación participante del autor, 
que formó parte del equipo de pro-
fesionales de la Fundación Terre 
des hommes, que ha promovido el 
proyecto de justicia juvenil restau-
rativa en el Perú desde 2005. 
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3. Hallazgos preliminares

3.1 La discrecionalidad en la 
justicia juvenil

Los sistemas de justicia, en gene-
ral, son estrictamente regulados con 
normas, procedimientos y mecanis-
mos establecidos para garantizar el 
debido proceso. En ese marco, sin 
embargo, los operadores y funciona-
rios del sistema de justicia tienen un 
margen de discreción importante en 
sus decisiones, que conllevan conse-
cuencias significativas para la vida 
de dichas personas involucradas en 
los procesos judiciales. 

La justicia juvenil, si bien cumple 
con esas condiciones, tiene algunas 
particularidades propias que la dife-
rencian de la justicia para adultos. 
Esto se debe a las características sin-
gulares de los adolescentes, quienes 
son considerados sujetos de dere-
chos y, a la vez, personas en proceso 
de crecimiento y desarrollo. Estas 
diferencias se subrayan en las nor-
mas internacionales. La Conven-
ción de los Derechos del Niño indica 
que el objetivo de la justicia juvenil 
debe ser promover la reintegración 
del adolescente para que asuma una 
función constructiva en la sociedad 
(art. 40); las Reglas de Beijing, por 
su lado, señalan que la respuesta 
del Estado frente a las infracciones 
de los adolescentes no debe ser solo 
proporcional al hecho, sino también 
a las circunstancias personales del 
adolescente. 

Esto implica que los márgenes 
de discreción en la justicia juvenil 
son más amplios que en la justicia 

penal de adultos. Es decir, los ope-
radores y funcionarios de justicia, 
al tomar decisiones, no solo deben 
tener en cuenta la infracción previs-
ta en la ley sino las circunstancias 
personales, sociales y familiares del 
adolescente. La valoración de estas 
circunstancias por parte del ope-
rador de justicia, con el apoyo de 
equipos interdisciplinarios, hace que 
la discrecionalidad posibilite una 
mejor justicia con los adolescentes 
en conflicto con la ley penal. Esta 
discrecionalidad, entendida como 
la amplitud de criterio en las deci-
siones, se justifica en tanto que los 
procesos de desarrollo de los adoles-
centes implican una gran comple-
jidad, no solo por los cambios que 
operan en esta etapa de su vida, sino 
por las implicancias que tienen las 
situaciones problemáticas a la que 
han estado expuestos en etapas tem-
pranas de sus vidas. 

Si bien se espera que las decisiones 
frente a determinados casos sean si-
milares, guardando un nivel de cohe-
rencia y consistencia, ello no siempre 
es así. En muchas oportunidades se 
puede apreciar que, frente a deter-
minados casos, las respuestas de los 
operadores y funcionarios de justicia 
han sido totalmente diferentes. Estas 
diferencias son muchas veces critica-
das tanto por los sectores partidarios 
de enfoques punitivos como de los 
restaurativos, que señalan la bene-
volencia de la medida, en un caso, o 
su dureza, en el otro. Esta situación 
contradictoria ha generado propues-
tas orientadas a limitar el margen 
de discrecionalidad en operadores y 
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funcionarios de justicia. En algunos 
países, como los Estados Unidos, se 
han dictado leyes que tratan de limi-
tar al máximo esta discrecionalidad 
en las decisiones judiciales, sobre 
todo para evitar que los culpables del 
delito no reciban una sanción efec-
tiva, una de ellas son las sentencias 
mínimas, donde se fija una pena mí-
nima para todos los casos.13 

3.2 Condiciones que influyen 
en la discrecionalidad de los 
operadores y funcionarios de 
justicia

La aplicación de la ley penal den-
tro del sistema de justicia juvenil 
involucra a un conjunto de funcio-
narios y operadores de justicia, entre 
ellos, policías, defensores públicos, 
fiscales, jueces y equipos técnicos. 
Todos ellos actúan dentro del marco 
legal establecido, asumen funciones 
y toman decisiones de acuerdo con 
este, en el entendimiento de que ta-
les condiciones garantizan el debido 
proceso. En caso de que alguno de 
ellos no cumpla con tal mandato o 
incluso se conduzca en forma con-
traria a los procedimientos estable-
cidos, las personas afectadas podrán 
exigir su cumplimiento, e interpo-
ner una queja o una denuncia que 
sancione el comportamiento del 
funcionario u operador de justicia.

A pesar de que la ley penal y los 
procedimientos penales establecidos 
son sumamente escrupulosos en su 
cumplimiento, su aplicación en ca-
sos específicos requiere de un nivel 
de discrecionalidad, y de un margen 
de interpretación y decisión según 

los propios criterios de funcionarios 
u operadores de justicia. Si bien la 
ley penal establece delitos y sancio-
nes con criterios y parámetros de 
aplicación en forma abstracta, los 
hechos considerados delitos cometi-
dos por las personas son concretos 
y específicos, por lo que se requie-
re un margen de discreción. En el 
caso de la justicia juvenil, este nivel 
es más amplio porque no solo se de-
ben considerar los criterios legales 
sino valorar las circunstancias per-
sonales, sociales y familiares de los 
adolescentes. 

Debe tenerse en cuenta que cada 
operador o funcionario de justicia 
es una persona singular, con una 
experiencia de vida única; con ca-
racterísticas personales y procesos 
de formación profesional muy parti-
culares, y con una forma propia de 
ponderar los elementos y criterios 
que considera pertinentes y apro-
piados en sus decisiones. Además 
de estas condiciones personales, los 
operadores de justicia están sujetos a 
la influencia de un conjunto dinámi-
co y contingente de diversos factores 
que fluyen en su entorno personal, 
social y profesional. Es decir que 
dentro del margen de discreción que 
tienen los operadores de justicia con-
fluyen tanto las condiciones persona-
les como la contingencia de factores 
externos, lo que da como resultado 
decisiones particulares o singulares 
en la aplicación de la ley penal.

13 Elena Larrauri, “Control del delito y castigo en Estados 
Unidos: una introducción para el lector español”, en Censurar 
y Castigar, de Andrew Von Hirsch (Madrid: Editorial Trotta, 
1998), 13-14.
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A continuación, presentamos una 
clasificación de estas condiciones y 
factores contingentes que influyen 
en el margen de discreción que tie-
nen los operadores y funcionarios 
de justicia al tomar una decisión.   

a. Condiciones legales e ins-
titucionales. Las condiciones de 
carácter legal e institucional son las 
leyes y normas que regulan los de-
litos o infracciones; las sanciones o 
medidas socioeducativas; los proce-
dimientos judiciales; las garantías 
del debido proceso, y los derechos 
de las personas involucradas en un 
hecho delictivo; luego, tenemos to-
das aquellas normas que regulan las 
funciones y responsabilidades de los 
funcionarios y de los operadores de 
justicia. También se encuentran las 
directrices, orientaciones y recomen-
daciones establecidas por los órganos 
jurisdiccionales y/o por las máximas 
instancias de las instituciones del sis-
tema de justicia. Además, se pueden 
considerar dentro de este ámbito las 
políticas públicas relacionadas con la 
justicia juvenil. Estos elementos son 
sumamente relevantes en las decisio-
nes de la justicia penal, en la medida 
que ofrecen criterios orientados para 
aplicar la ley penal en los casos de 
infracciones a esta por parte de ado-
lescentes, como respuesta del sistema 
penal frente al problema de la delin-
cuencia juvenil.

b. Condiciones personales y 
profesionales. Otras condiciones 
que influyen en las decisiones de 
funcionarios y operadores de justi-

cia son aquellas que podemos con-
siderar de carácter personal: estas se 
refieren no solo a las características 
de personalidad de cada individuo, 
sino también a la ética, a los valo-
res y a las convicciones morales que 
se observan al tomar una decisión. 
Además, se pueden considerar las 
ideas, creencias y convicciones que 
tienen sobre los adolescentes; su vin-
culación con el delito, y las respues-
tas que el Estado y la sociedad deben 
procurar frente a esta problemática. 
Otro aspecto relevante en este ámbi-
to son las condiciones relacionadas 
con el desempeño profesional, que 
van desde los saberes y conocimien-
tos teóricos y prácticos que han ad-
quirido en su desarrollo profesional 
sobre la justicia penal y sobre la jus-
ticia juvenil, hasta las expectativas 
y aspiraciones profesionales en re-
lación con su desempeño y carrera 
dentro del sistema de justicia.  

c. Condiciones sociales, polí-
ticas y culturales. Existen otras 
condiciones que provienen del con-
texto social, político y cultural, e 
influyen en las decisiones de los fun-
cionarios y operadores de justicia. 
En relación con las condiciones so-
ciopolíticas, tiene relevancia la pre-
sión social mediática producto de 
la amplia difusión de hechos delic-
tivos, que profundizan el temor de 
la población sobre la situación de la 
criminalidad y motivan propuestas 
punitivas de diversos sectores polí-
ticos. En cuanto a las condiciones 
culturales, los funcionarios y ope-
radores de justicia, como cualquier 
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otra persona, están condicionados 
por las ideas, creencias, valores, 
prejuicios, comportamientos o cos-
tumbres sociales que prevalecen en 
una determinada sociedad. En este 
caso, se pueden mencionar aspectos 
discriminatorios hacia los adoles-
centes en conflicto con la ley penal 
de una sociedad como la peruana, 
donde confluye la discriminación 
étnico-racial y social con la etaria. 

En consecuencia, la discrecio-
nalidad de los funcionarios y ope-
radores de justicia está sujeta a la 
influencia de diversas condiciones 
de carácter legal e institucional; per-
sonal y profesional, y social, político 
y cultural. Si bien la interacción de 
estos elementos ocurre de manera 
muy particular en cada individuo, 
si consideramos su recurrencia en la 
mayoría de ellos, se pueden identi-
ficar tendencias generales o carac-
terísticas particulares que asume el 
sistema de justicia en su conjunto 
dentro de un periodo histórico de-
terminado.

3.3 Situaciones que influyen 
en la discrecionalidad de los 
funcionarios y operadores de 
justicia

En términos generales, las deci-
siones de los funcionarios y opera-
dores de justicia están sujetas a la 
influencia de condiciones heterogé-
neas en permanente movimiento, 
que confluyen de manera particular 
en cada uno de ellos; en ese sentido, 
no hay una fórmula o esquema uni-
forme para tomar decisiones. 

En la justicia juvenil, sin embar-
go, se espera que los funcionarios 
y operadores decidan en conside-
ración tanto el delito como de las 
circunstancias personales, sociales 
y familiares de los adolescentes. En 
esta consideración adquiere mucha 
importancia la interacción de dos 
situaciones relacionadas con ambos 
aspectos: por un lado, la gravedad 
del hecho, relacionada con el deli-
to, y, por otro, la responsabilización, 
con las circunstancias personales, 
familiares y sociales del adolescente. 

3.3.1 Gravedad, discreción y 
severidad 

La valoración de la gravedad del 
hecho representa apreciar un con-
junto de condiciones establecidas en 
la ley penal para calificar un hecho 
como grave, generalmente cuando 
se afectan bienes jurídicos funda-
mentales como la vida, la integri-
dad personal, la propiedad, etc., y 
donde se usa la violencia, por ejem-
plo, un homicidio, una violación, un 
robo con arma o un asalto por una 
banda criminal. 

En este tipo de casos, donde se ha 
ejercido violencia, se ha afectado se-
riamente a la víctima y se ha genera-
do una alarma social, los márgenes 
de discreción de los funcionarios y 
operadores de justicia se restringen y 
las decisiones se orientan hacia res-
puestas de carácter punitivo. Por el 
contrario, en los casos en que los he-
chos no son graves, los márgenes de 
discreción son un poco más amplios 
y las decisiones se orientan hacia me-
didas de carácter restaurativo. 
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Es decir que, a pesar de la singulari-
dad de las decisiones de los operado-
res de justicia, se puede apreciar que 
la gravedad del hecho condiciona el 
margen de discrecionalidad y la seve-
ridad del castigo: a mayor gravedad, 
menor discreción y mayor severidad; 
por el contrario, a menor gravedad, 
mayor discreción y menor severidad. 

Un hecho grave cometido por un 
adolescente, como un homicidio o 
una violación, sobre todo si se lo 
difunde ampliamente en los medios 
de comunicación, genera una alar-

ma social y una demanda al sistema 
penal de dar una respuesta ejem-
plar que evite esos comportamien-
tos. Esta situación condiciona a los 
operadores de justicia a tomar de-
cisiones lo más ajustadas al sistema 
legal vigente y de imponer la mayor 
sanción posible. Sin ser algo de-
terminante, la gravedad del hecho 
condiciona el establecimiento de 
una relación inversamente propor-
cional con el margen de discreción 
y directamente proporcional con la 
severidad del castigo, así:

Consideración
de delito

+ Gravedad

– Gravedad

+ Gravedad

– Discreción

– Discreción +

+ Discreción

+ Severidad

– Severidad

Circunstancias
del adolescente

+ Responsabilización

+ Responsabilización

– Responsabilización

+ Discreción

– Discreción

– Severidad

+ Severidad

+ Severidad –

+ Gravedad

– Discreción –

– Responsabilización

+ Severidad +

– Gravedad

+ Discreción +

+ Responsabilización

– Severidad -

– Gravedad

+ Discreción –

– Responsabilización

– Severidad +

3.3.2 Responsabilización, 
discreción y severidad 

Además de la gravedad, otro as-
pecto relevante dentro del margen 
de discreción de los funcionarios y 
operadores de justicia es apreciar 
o valorar la responsabilización del 
adolescente involucrado en un he-
cho delictivo. En general, dentro del 
derecho penal se valora la actitud o 
posición del individuo procesado o 
sentenciado en términos de colabo-
rar con la investigación, reconocer 
la responsabilidad o estar dispuesto 
a reparar el daño. En caso de que 
dicha persona manifieste o, mejor, 
demuestre su arrepentimiento y su 
voluntad de asumir las consecuencias 
del hecho, la discrecionalidad tiende 

a ser más amplia y la respuesta pe-
nal, más benigna. En cambio, si la 
persona es renuente a colaborar con 
la investigación y niega toda parti-
cipación, aun cuando las pruebas 
indiquen lo contrario, el margen de 
discreción es limitado y la respuesta 
tiende a ser severa. 

Al igual que en la situación an-
terior, en las decisiones de los ope-
radores de justicia, a pesar de ser 
singulares, la responsabilización 
condiciona el margen de discrecio-
nalidad y la severidad del castigo: 
a mayor responsabilización, ma-
yor discreción y menor severidad; 
mientras a menor responsabiliza-
ción, menor discreción y mayor se-
veridad. 
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En el caso de adolescentes que 
reconocen haber cometido una in-
fracción, muestran arrepentimiento, 
están dispuestos a reparar el daño y 
quieren reintegrarse a la comunidad, 
esta actitud ‘positiva’ condiciona las 
decisiones de los operadores de jus-
ticia, quienes, mediante una mayor 
discreción, imponen medidas menos 
severas, con la intención de darles una 
nueva oportunidad. Por el contrario, 

cuando niegan haber cometido la 
infracción y se muestran renuentes 
a un cambio, los operadores de jus-
ticia tienden a ajustarse a los marcos 
legales y aplicar las sanciones más 
severas. En general, se podría decir 
que la responsabilización tiende a 
establecer una relación directamente 
proporcional con el margen de dis-
creción e indirectamente proporcio-
nal con la severidad del castigo, así:

Consideración
de delito

+ Gravedad

– Gravedad

+ Gravedad

– Discreción

– Discreción +

+ Discreción

+ Severidad

– Severidad

Circunstancias
del adolescente

+ Responsabilización

+ Responsabilización

– Responsabilización

+ Discreción

– Discreción

– Severidad

+ Severidad

+ Severidad –

+ Gravedad

– Discreción –

– Responsabilización

+ Severidad +

– Gravedad

+ Discreción +

+ Responsabilización

– Severidad -

– Gravedad

+ Discreción –

– Responsabilización

– Severidad +

Situación 1:

3.3.3 Gravedad, responsabilización y severidad 

Las decisiones de los funcionarios 
y operadores de justicia están sujetas 
a diversas condiciones; la interacción 
de estas en cada uno de ellos es di-
ferente, por lo que las decisiones no 
siempre son idénticas, aunque se ten-
ga la expectativa que sean similares. A 
pesar de esta contingencia y variabi-
lidad en la justicia juvenil, adquieren 
relevancia dos aspectos: la gravedad 

del hecho y la responsabilización del 
adolescente. La interacción de estos 
aspectos condiciona los márgenes de 
discreción y la severidad del castigo, 
en cuatro situaciones paradigmáticas:

Una primera situación es cuando 
el hecho es grave y el nivel de res-
ponsabilización es alto; los niveles 
de discreción y de severidad tienden 
a equilibrarse.

Consideración
de delito

+ Gravedad

– Gravedad

+ Gravedad

– Discreción

– Discreción +

+ Discreción

+ Severidad

– Severidad

Circunstancias
del adolescente

+ Responsabilización

+ Responsabilización

– Responsabilización

+ Discreción

– Discreción

– Severidad

+ Severidad

+ Severidad –

+ Gravedad

– Discreción –

– Responsabilización

+ Severidad +

– Gravedad

+ Discreción +

+ Responsabilización

– Severidad -

– Gravedad

+ Discreción –

– Responsabilización

– Severidad +
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Consideración
de delito

+ Gravedad

– Gravedad

+ Gravedad

– Discreción

– Discreción +

+ Discreción

+ Severidad

– Severidad

Circunstancias
del adolescente

+ Responsabilización

+ Responsabilización

– Responsabilización

+ Discreción

– Discreción

– Severidad

+ Severidad

+ Severidad –

+ Gravedad

– Discreción –

– Responsabilización

+ Severidad +

– Gravedad

+ Discreción +

+ Responsabilización

– Severidad -

– Gravedad

+ Discreción –

– Responsabilización

– Severidad +

Situación 2:

Situación 3:

Consideración
de delito

+ Gravedad

– Gravedad

+ Gravedad

– Discreción

– Discreción +

+ Discreción

+ Severidad

– Severidad

Circunstancias
del adolescente

+ Responsabilización

+ Responsabilización

– Responsabilización

+ Discreción

– Discreción

– Severidad

+ Severidad

+ Severidad –

+ Gravedad

– Discreción –

– Responsabilización

+ Severidad +

– Gravedad

+ Discreción +

+ Responsabilización

– Severidad -

– Gravedad

+ Discreción –

– Responsabilización

– Severidad +

En términos generales, se puede 
afirmar que, dentro de los márgenes 
de discreción de los operadores de 
justicia, el juego o interacción entre 
la gravedad del hecho y la respon-
sabilización condiciona la severidad 
de la respuesta.

La gravedad del hecho siempre 
va a condicionar la severidad de la 

sanción, es decir, que la racionali-
dad predominante que subyace en 
el castigo es que cuanto más grave es 
el hecho, la respuesta es más severa. 
Sin embargo, la responsabilización 
tiende de disminuir la severidad 
de la sanción; esto es, cuanto más 
responsabilizado está el sujeto, me-
nos severa tiende a ser la respuesta. 

Situación 4:

Consideración
de delito

+ Gravedad

– Gravedad

+ Gravedad

– Discreción

– Discreción +

+ Discreción

+ Severidad

– Severidad

Circunstancias
del adolescente

+ Responsabilización

+ Responsabilización

– Responsabilización

+ Discreción

– Discreción

– Severidad

+ Severidad

+ Severidad –

+ Gravedad

– Discreción –

– Responsabilización

+ Severidad +

– Gravedad

+ Discreción +

+ Responsabilización

– Severidad -

– Gravedad

+ Discreción –

– Responsabilización

– Severidad +

En una segunda situación, cuan-
do el hecho es grave y el nivel de 
responsabilización es bajo, el ámbi-

to de la discreción tiende a ser bas-
tante limitado y la sanción, severa.

 

Una tercera situación es cuando 
el hecho no es grave y hay un alto 
nivel de responsabilización; el ám-

bito de la discreción tiende a ser 
amplio y la severidad, a disminuir.

Una cuarta situación es cuando el 
hecho no es grave y hay un bajo ni-
vel de responsabilización; los niveles 

de discreción y severidad tienden al 
equilibrio.
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En consecuencia, mientras que la 
gravedad del hecho tiende a incre-
mentar la severidad, la responsabili-
zación tiende a disminuirla.

En el siguiente cuadro se puede 
apreciar mejor esta interrelación 
entre la gravedad del hecho y la res-
ponsabilización. 

En el cuadrante 1, cuando el ni-
vel de la gravedad es alto y el nivel 
de la responsabilización es bajo, la 
sanción variará de severa a muy se-
vera. Podría tratarse de un homici-
dio donde la persona no admite el 
hecho, no da muestras de ningún 
arrepentimiento y hace lo posible 
por ocultar las evidencias; entonces 
la sanción que probablemente se le 
impondrá será una privación de li-
bertad con una larga duración.

En el cuadrante 2, cuando el nivel 
de gravedad y el nivel de responsa-
bilidad son altos, la sanción variará 
de moderada a severa. En el caso 
anterior, el responsable del homi-
cidio sí reconoce el hecho, muestra 
arrepentimiento y busca reparar el 
daño, entonces la sanción que pro-

bablemente se le impondrá será una 
privación de libertad con la mínima 
duración dentro de los márgenes 
permitidos.

En el cuadrante 3, cuando el nivel 
de gravedad y el nivel de responsabi-
lización son bajos, la sanción variará 
de mínima a moderada. En este caso 
podría tratarse de un robo, donde 
el responsable niega los hechos, no 
muestra arrepentimiento y oculta 
información, la respuesta probable-
mente sea una medida socioeduca-
tiva no privativa de libertad, una 
libertad asistida o una prestación de 
servicios a la comunidad.

En el cuadrante 4, cuando el nivel 
de gravedad es bajo y el nivel de res-
ponsabilización es alto, puede ocu-
rrir que no se dé sanción alguna o 
se aplique una sanción mínima. En 
el mismo caso anterior, el autor del 
robo sí reconoce el hecho, muestra 
arrepentimiento y está dispuesto a 
reparar el daño, será beneficiado 
probablemente con un principio de 
oportunidad o una remisión.  

En todas estas situaciones, la gra-
vedad del daño es la primera con-
sideración en la determinación de 
severidad de la pena; la responsabi-
lización tiende a agravarla o amino-
rarla. A pesar de esta contraposición 
en el juego de la determinación de 
la pena, ambas dimensiones respon-
den a un objetivo común del sistema 
penal: evitar que se cometan nuevos 
crímenes, aunque con implicancias 
diferentes.

El sistema penal, frente a la grave-
dad del hecho, se ve en la necesidad 
de censurar el delito y reprochar 
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a su autor imponiéndole una san-
ción: cuanto más grave es el hecho, 
más severa será la sanción. De este 
modo, el sistema penal afirma su 
poder soberano, imponiendo una 
sanción ejemplar para el autor y 
que, además, sirva para disuadir a 
los potenciales delincuentes. 

En relación con la responsabiliza-
ción, el sistema penal valora que el 
autor haya comprendido el error de 
su acto, repare el daño y reconozca 
la importancia de respetar las nor-
mas establecidas; por tal motivo, 
está centrado más en favorecer una 
efectiva rehabilitación y reinserción 
social, antes que castigar.

Ahora bien, es importante re-
marcar que, en las consideraciones 
sobre la gravedad del hecho y la res-
ponsabilización para determinar la 
severidad de la sanción, influyen las 
condiciones legales-institucionales, 
personales-profesionales, y del con-
texto social, político y cultural. 

Un aspecto que merece conside-
rarse dentro de estas condiciones se 
refiere a los enfoques de la justicia 
juvenil presentes en la práctica judi-
cial; estos enfoques (retributivo, ac-
tuarial, rehabilitativo y restaurativo) 
proporcionan una explicación sobre 
la infracción juvenil y una justifica-
ción ideológica a las decisiones de los 
funcionarios y operadores de justicia. 
En algunas situaciones, los enfoques 
pueden resultar complementarios y, 
en otras, abiertamente contradicto-
rios. En general, los funcionarios y 
operadores de justicia no se adscri-
ben totalmente a un enfoque, sino 
que comparten algunos, en mayor o 

menor medida, dependiendo de si-
tuaciones y casos específicos. 

3.4 Relaciones que influyen 
en la discrecionalidad de los 
funcionarios y operadores de 
justicia

Se ha señalado que los funciona-
rios y operadores de justicia tienen 
un margen de discreción al tomar 
decisiones. También, que, dentro 
de este margen, un conjunto de 
condiciones de carácter legal-ins-
titucional, personal-profesional, y 
socio-político-cultural influyen en 
forma variable y dinámica. Ade-
más, situaciones como la gravedad 
del hecho y la responsabilización 
del autor son relevantes y significa-
tivas, e influyen en sus decisiones, 
sobre todo al determinar y ejecutar 
la sanción correspondiente. Ahora 
bien, estos aspectos no operan en 
abstracto, sino que se concretan en 
las relaciones que se establecen en-
tre los funcionarios y operadores de 
justicia, y las personas procesadas o 
sentenciadas por la comisión de un 
delito. Estas son relaciones de poder.

3.4.1 Poder de castigar 
mediado y regulado por la ley

Todas las decisiones que asumen 
los funcionarios y operadores de jus-
ticia implican el ejercicio de un po-
der de castigar que está mediado y 
regulado por la ley; es decir, que no 
se ejerce de manera arbitraria. La 
ley, efectivamente, otorga atribucio-
nes; reconoce derechos y garantías, 
y establece procedimientos. En rela-
ción con las atribuciones, los fisca-
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les investigan, denuncian el hecho y 
persiguen la sanción del responsable 
del delito; el juez, con base en las 
pruebas sustentadas, determina la 
responsabilidad y sanciona el deli-
to imponiendo penas restrictivas de 
derechos, y los equipos técnicos se 
encargan de ejecutar las medidas y 
sanciones impuestas. En cuanto a las 
personas procesadas y sancionadas, 
la ley les reconoce un conjunto de 
derechos y garantías para defender-
se, con la asistencia de un abogado 
o de un defensor público, y, en rela-
ción con las personas agraviadas, es-
tas persiguen su reparación, también 
con la asistencia de un abogado o 
defensor público. Ahora bien, el ejer-
cicio de las atribuciones, derechos y 
garantías se dan dentro de reglas y 
procedimientos establecidos para 
determinar la responsabilidad, e im-
poner y ejecutar sanciones a las per-
sonas que han infringido la ley penal.

La interacción entre las atribu-
ciones de los operadores de justicia 
y los derechos de los imputados, 
procesados y sentenciados, así como 
de los agraviados, se da en un con-
texto de juego estratégico de poder, 
con el propósito no solo de censurar 
el hecho, sancionar a las personas 
responsables del delito y reparar el 
daño a la víctima y a la sociedad, 
sino también de favorecer su reha-
bilitación y reinserción social. Este 
poder de castigar busca, finalmente, 
producir sujetos responsables, obe-
dientes y respetuosos de la ley. 

Dentro de este marco normati-
vo-institucional, los funcionarios y 
operadores de justicia ejercen un 

poder sancionatorio sobre los ado-
lescentes que han infringido la ley 
penal, teniendo en cuenta las con-
diciones legales e institucionales, 
personales y profesionales, y del 
contexto social, político y cultural. 
Se consideran también las situa-
ciones relacionadas con el hecho 
cometido (gravedad); las circunstan-
cias personales, familiares y sociales 
del adolescente (responsabilización), 
y las relaciones que se establecen 
entre ellos y los adolescentes.

Este ejercicio del poder se prac-
tica desde el primer momento en 
que el adolescente entra en contac-
to con el sistema de justicia hasta 
el último día en que cumple con la 
medida socioeducativa impuesta. 
A lo largo del proceso, mediante 
diversos mecanismos y procedi-
mientos establecidos por la ley, los 
funcionarios y operadores de justi-
cia ejercen el poder de castigar. 

3.4.2 Formas del ejercicio del 
poder de castigo

El poder de castigar se ejerce de 
manera diferente en las distintas eta-
pas del proceso judicial. El ejercicio 
del poder del castigo es condiciona-
do en la etapa de investigación y juz-
gamiento, y se torna efectivo una vez 
que se dicta sentencia y se impone 
una medida socioeducativa. Ambos 
modos de ejercicio del poder tienen 
el mismo propósito: producir sujetos 
responsables y obedientes de la ley.

En efecto, durante la etapa de 
investigación y juzgamiento, don-
de se determina la responsabilidad 
penal del adolescente, se establece 
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un juego de poder entre los opera-
dores del sistema, de acuerdo con 
los roles establecidos por la ley pro-
cesal. El fiscal investiga, acusa y 
persigue la sanción al culpable; el 
abogado defensor asume la defensa 
del adolescente, y el juez determina 
la responsabilidad del adolescente 
condenándolo o absolviéndolo. Es 
decir, en esta etapa el poder de cas-
tigo está condicionado por la de-
mostración de la responsabilidad 
del adolescente. En la etapa del 
cumplimiento de la sanción, donde 
el poder del castigo se hace efecti-
vo, también se establece un juego 
de poder entre los equipos técnicos 
encargados de aplicar la medida; 
el adolescente, quien debe cumplir 
con el programa diseñado, y las au-
toridades judiciales, encargadas de 
supervisar el cumplimiento de la 
medida.

Es importante precisar que este 
ejercicio de poder mediado y re-
gulado por la ley ocurre dentro de 
una relación que implica un jue-
go estratégico; una interacción di-
námica que produce cambios y 
modificaciones de posiciones, de 
aceptación o de resistencia, tanto en 
los operadores de justicia como en 
los propios adolescentes. En la eta-
pa de investigación y juzgamiento, 
el poder de castigo condicionado 
funciona como una especie de es-
pada de Damocles que influye en la 
conducta del adolescente, sea para 
intentar evadir su responsabilidad o 
para aceptarla asumiendo sus con-
secuencias. La actitud que asuma 
el adolescente resulta importante, 

sobre todo cuando el operador de 
justicia evalúa la responsabilización 
y toma decisiones.  

Si bien el proceso penal está 
orientado a “descubrir una verdad”, 
a probar la culpabilidad y sancionar 
al autor dentro de un proceso que 
garantiza sus derechos, a lo largo 
del proceso se da una interacción, 
un juego dinámico de poder que 
propicia el cambio de posiciones y 
perspectivas en los actores. En caso 
de que se evidencie o demuestre la 
participación del adolescente en el 
hecho, la decisión del operador de 
justicia, el ejercicio de su poder de 
castigar, está condicionado por la 
percepción que tenga de la posición 
que asuma el adolescente. Si percibe 
un cambio positivo y su responsa-
bilización frente al hecho, los ope-
radores de justicia tendrán mayor 
margen de discreción y aplicarán 
las sanciones menos severas dentro 
del margen legal permitido; de igual 
modo, si el adolescente no muestra 
arrepentimiento y voluntad de en-
mienda, el margen de discreción se 
aminora y las sanciones tienden a 
ser severas. Las percepciones y los 
cambios se dan en la interacción, en 
las relaciones y en el juego de poder.   

El ejercicio del poder efectivo del 
castigo se presenta en la etapa de 
ejecución de la medida socioeduca-
tiva, por parte de los equipos técni-
cos encargados de su cumplimiento 
bajo la supervisión judicial. El ob-
jetivo de estas medidas es producir 
cambios en la conducta de los ado-
lescentes que los lleven a desistir en 
la comisión de delitos y a reinsertar-
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se en la sociedad. Este ejercicio del 
poder también se da en una relación 
y juego de poder, en una interacción 
dinámica donde los equipos téc-
nicos diseñan e implementan una 
intervención socioeducativa con el 
adolescente. Si este responde y cum-
ple con los objetivos esperados, la 
intervención podría limitarse, sus-
penderse o acortarse; en cambio, si 
el adolescente no muestra cambios 
positivos, la intervención tenderá a 
endurecerse. 

3.4.3 El poder condicional del 
castigo en la remisión 

En relación con el ejercicio del 
poder condicional del castigo, el sis-
tema de justicia tiene mecanismos 
que condicionan el cambio de con-
ducta de los adolescentes durante 
el proceso judicial. En el Perú, uno 
de estos mecanismos es la remisión, 
que implica intervenir con los ado-
lescentes sin recurrir a procedimien-
tos judiciales. El fiscal puede aplicar 
la remisión como una forma de 
evitar el proceso judicial, o el juez, 
como una forma de separación de 
este proceso. 

Esta intervención sin necesidad de 
un proceso judicial implica, por un 
lado, racionalizar el poder de casti-
go, es decir, reservarlo para los casos 
más graves, y, por otro, evitar a los 
adolescentes responsables de hechos 
que no revisten gravedad situacio-
nes contraproducentes que dificul-
ten su reintegración social, y afecten 
a su desarrollo y crecimiento. Para 
que los operadores de justicia, sea 
el fiscal o el juez, concedan una re-

misión, se exige que la infracción 
no sea grave, que exista un soporte 
familiar y, sobre todo, que haya un 
compromiso expreso y voluntario 
del adolescente y su familia de se-
guir un programa de orientación. Es 
decir, que los adolescentes que han 
cometido infracciones leves pueden 
beneficiarse de una remisión siem-
pre que haya una voluntad y com-
promiso de cambio por parte del 
adolescente y de su familia. 

Este ejercicio condicional del po-
der de castigo expresa un mensaje al 
adolescente: si decides reconocer el 
hecho, manifestar arrepentimiento y 
reparar el daño, el castigo o sanción 
será mínimo; en cambio, si niegas el 
hecho y no colaboras con la investi-
gación, se te impondrá un castigo. 
En otras palabras, si demuestras vo-
luntad de cambio y responsabilidad, 
se te dará una nueva oportunidad. 
Así, la remisión fiscal o judicial ha-
brá cumplido con los fines del dere-
cho penal sin necesidad de abrir o 
seguir un proceso judicial.  

El fiscal o el juez, para conceder 
la remisión, cuenta con un periodo 
de evaluación a cargo de equipos in-
terdisciplinarios. Estos, durante un 
tiempo, no solo recopilarán datos 
sobre el adolescente y su entorno 
familiar y social, sino que pondrán 
a prueba al adolescente y a su fa-
milia, al imponer una serie de con-
diciones, como apartarse de ciertas 
personas que influyen en un com-
portamiento antisocial, evitar con-
currir a ciertos establecimientos, 
no quedarse en la calle hasta altas 
horas de la noche, retomar los estu-
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dios, buscar una ocupación laboral, 
asistir a determinados servicios de 
salud, etc. Todos estos elementos 
se considerarán en el informe de 
evaluación y en las entrevistas del 
adolescente con el operador de jus-
ticia, antes de tomar la decisión de 
conceder o no la remisión.

3.5 La remisión y el sistema de 
justicia como dispositivo de 
poder

Es importante observar cómo el 
sistema judicial, ven los casos de 
remisión, funciona como un dispo-
sitivo de poder que actúa e incide 
sobre la conducta de los adolescen-
tes, ofreciéndoles alternativas menos 
lesivas o restrictivas siempre que ex-
presen de manera voluntaria su dis-
posición de cambio y de adecuarse 
a las normas sociales establecidas, y 
demuestren que están dispuestos a 
hacerlo. En esta situación, el opera-
dor de justicia —fiscal o juez—, con 
el apoyo de su equipo interdiscipli-
nario, tiene un poder importante de 
decidir si abre proceso judicial o no 
(fiscal), o si aparta al adolescente del 
proceso judicial (juez) y le da una 
nueva oportunidad.

Resulta interesante apreciar 
cómo opera el poder de castigo en 
la remisión. El poder de castigar, 
que implica no solo censurar el he-
cho sino imponer restricciones a la 
libertad de las personas, está presen-
te tanto en el fiscal, que promueve y 
persigue la sanción, como en el juez, 
quien decide finalmente aplicar un 
castigo o sanción, siempre y cuando 
se demuestre la responsabilidad del 

autor. El temor o miedo al castigo o 
sanción, o el tomar conciencia sobre 
su conducta y las consecuencias de 
ella, pueden ser motivaciones para 
que el adolescente y su familia, con 
el apoyo de los profesionales que 
asumen su defensa, busquen la re-
misión como una alternativa. Son 
pocos los adolescentes que rechazan 
esta opción cuando el fiscal, el juez o 
su abogado defensor se la proponen. 
Sin embargo, para que se concrete, 
el asunto fundamental es demostrar 
al operador de justicia que hay un 
real compromiso de cambio por 
parte del adolescente y su familia. 

3.5.1 La remisión como 
dispositivo de poder: 
producir sujetos responsables

Aplicar la remisión logra produ-
cir sujetos responsables y respetuo-
sos de la ley penal sin la necesidad 
de utilizar todo el poder de castigo 
que tiene el sistema, incluso utilizán-
dolo mínimamente. Lo más impor-
tante en este hito o momento clave 
es haber logrado la disposición y el 
compromiso del adolescente de un 
cambio, aspecto fundamental en 
los procesos de producir sujetos por 
parte de sistema penal. Es decir, la 
remisión como dispositivo del sis-
tema de justicia logra los objetivos 
o propósitos del sistema penal al 
recurrir mínimamente al poder de 
castigo: lograr el cambio del adoles-
cente, autor de una infracción a la 
ley penal.

Un aspecto central de una aplica-
ción adecuada y efectiva de la remi-
sión ha sido el trato, el respeto que 
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se le ha dado al adolescente desde 
el primer contacto con el sistema de 
justicia. La policía, los fiscales, los 
equipos técnicos capacitados, sen-
sibilizados y alineados con el enfo-
que restaurativo establecieron con 
el adolescente un trato respetuoso 
de su valor como persona y de sus 
derechos, al expresarle firmeza en 
la censura del hecho, hacerle ver 
las posibles consecuencias que ello 
traería, pero también al mostrarle 
entendimiento sobre la situación del 
adolescente y su familia. 

Luego de conceder la remisión, 
los equipos interdisciplinarios de la 
Fiscalía o del Servicio de Orienta-
ción del Adolescente diseñan un 
programa socioeducativo indivi-
dualizado, tomando en cuenta los 
factores de riesgo y los factores de 
protección consignados en el infor-
me de evaluación. Este plan indivi-
dualizado contiene un conjunto de 
actividades que deberán desarro-
llarse durante un periodo, general-
mente de ocho meses, con el apoyo 
de los servicios de la comunidad.

El sistema de justicia acompaña 
este proceso de cambio del adoles-
cente; por un lado, el equipo téc-
nico brinda un apoyo técnico al 
adolescente y su familia, y, por otro, 
el fiscal o el juez apoya y acompaña 
el trabajo del equipo técnico. Para 
cumplir el plan participan diversas 
redes de servicio de las comunida-
des donde viven los adolescentes en 
sus localidades: parroquias, hospita-
les, colegios, centros de formación 
laboral, organismos no guberna-
mentales, etc. 

Los resultados de la remisión fis-
cal son bastante auspiciosos. Según 
el Ministerio Público, solo el 3,39 % 
de los adolescentes atendidos por la 
Línea de Justicia Juvenil Restaura-
tiva del Ministerio Público comete 
otra infracción mientras cumple la 
remisión, y solo el 6 % de los ado-
lescentes que han sido beneficiados 
con remisión comete un delito sien-
do adulto. 

4. Discusión
En principio, la discusión de este 

trabajo se centra en considerar si el 
concepto de dispositivo de poder 
es una herramienta útil de análisis 
acerca del funcionamiento del siste-
ma de justicia juvenil en la sociedad 
peruana actual. 

Es importante precisar que Fou-
cault no tenía intenciones de definir 
conceptos o establecer teorías fijas, 
sino más bien utilizarlas como he-
rramientas para analizar la reali-
dad. En ese sentido, encontramos el 
concepto de dispositivo en diversos 
documentos: libros, cursos y entre-
vistas, y es precisamente en una de 
ellas donde Foucault ofrece una de 
las explicaciones más completas de 
dispositivo.14 Siguiendo esta idea de 
caja de herramientas, que él asigna 
a su obra, diversos autores han in-
tentado analizar la realidad social 
a partir de este concepto de dispo-
sitivo; es en esta perspectiva que se 
inscribe el presente trabajo. 

Se había señalado que los dispo-
sitivos tienen tres dimensiones: 

14 Foucault, “El juego de Michel Foucault”, 128.
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a. El dispositivo constituye 
una red conformada por ele-
mentos heterogéneos, discursi-
vos y no discursivos, sometidos 
a regímenes de enunciación y 
visibilidad.

En este trabajo hemos identifica-
do que determinadas condiciones, 
situaciones y relaciones influyen 
en los márgenes de discreción de 
funcionarios y operadores de justi-
cia. Estas condiciones, situaciones 
y relaciones constituyen, a nuestro 
parecer, elementos heterogéneos, 
discursivos y no discursivos del siste-
ma penal juvenil en tanto dispositi-
vo de poder. Es importante precisar 
que Foucault incluye otros elemen-
tos sumamente interesantes relacio-
nados con el contexto ambiental, 
como los edificios arquitectónicos, 
que en el ámbito de la justicia penal 
adquieren suma relevancia, en tan-
to símbolos del poder de castigo. En 
la presente investigación, no se ha 
considerado su análisis porque re-
queriría una metodología interpre-
tativa muy específica, que se puede 
realizar en futuras investigaciones 

En cuanto a la red, este concepto 
expresa bastante bien la interacción 
entre las condiciones, situaciones y 
relaciones para influir en los márge-
nes de discreción de los funcionarios 
y operadores de justicia, sobre todo 
para afirmar que no hay elementos 
predominantes per se; cualquiera 
de ellos podría adquirir relevancia 
en sus decisiones. Además, da pie 
para pensar en la aleatoriedad de 
las diversas combinaciones posibles. 
Esta situación nos acerca epistemo-

lógicamente a la idea de aconteci-
miento en la comprensión de los 
fenómenos sociales.

b. Están inscritos en un jue-
go de poder y saber, y tienen 
un carácter estratégico, es de-
cir, que responden a proble-
máticas sociales, articulan los 
diferentes elementos y manio-
bran las relaciones de fuerza 
(poder), orientándolas o con-
duciéndolos hacia un determi-
nado fin o propósito.

En esta investigación considera-
mos que dentro de los márgenes de 
discreción para determinar la severi-
dad de las sanciones no solo influyen 
condiciones y situaciones, sino, sobre 
todo, las relaciones de poder entre 
los funcionarios y operadores de 
justicia y los adolescentes en conflic-
to con la ley penal. Dentro de estos 
elementos heterogéneos que influyen 
en las decisiones, adquieren particu-
lar relevancia la consideración de 
la gravedad del hecho y la respon-
sabilización del autor interpretados 
desde determinadas perspectivas o 
enfoques de la justicia juvenil (re-
tributivo, actuarial, rehabilitativo y 
restaurativo), llevando muchas veces 
a respuestas diferentes frente a casos 
similares. Así, la determinación de la 
severidad y la imposición de la san-
ción para cada caso en particular se 
da dentro de un contexto de juego de 
poder y saber.

Si bien los dispositivos operan en 
casos concretos y específicos, res-
ponden a problemáticas que afectan 
a la sociedad en su conjunto; en este 
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caso, al intervenir casos específicos 
de adolescentes en conflicto con la 
ley penal, se está respondiendo a la 
problemática de la delincuencia ju-
venil. En ese sentido, se puede afir-
mar el carácter estratégico de los 
dispositivos. Es decir que los dispo-
sitivos de carácter penal responden 
a la problemática de la delincuencia 
juvenil, mediante la intervención en 
casos concretos y específicos. Ar-
ticulan condiciones, situaciones y 
relaciones al determinar e imponer 
sanciones de carácter retributivo, 
actuarial, rehabilitativo y/o restau-
rativo, para producir cambios en los 
adolescentes en conflicto con la ley 
penal que los lleven a no cometer 
nuevas infracciones.

Los dispositivos crean subje-
tividades, producen sujetos so-
metidos a sí mismos y a otros, 
a través de la captura, orienta-
ción, modelación y control de 
los gestos, las conductas, las 
opiniones y los discursos.

Considerar el sistema de justicia 
penal juvenil como un dispositivo 
de control de la delincuencia juvenil 
implica tomar en cuenta que el po-
der del castigo se ejerce, desde que 
el adolescente ingresa hasta el mo-
mento que egresa del sistema de jus-
ticia, con el propósito de producir 
sujetos adolescentes responsables u 
obedientes de la ley que desistan de 
cometer crímenes y se reinserten en 
la sociedad. 

Es importante considerar que los 
adolescentes son personas en cre-
cimiento y formación, y que la in-

tervención del sistema durante esta 
etapa tiene un impacto significativo 
en sus vidas. Transformar a los ado-
lescentes en sujetos responsables es 
un desafío complejo, mucho más 
cuando se trata de adolescentes con 
dificultades y problemas; por ello, la 
intervención del sistema requiere de 
un personal especializado que pue-
da usar diversas herramientas para 
este propósito. Los enfoques retri-
butivos, actuariales, rehabilitativos 
y restaurativos pueden aplicarse de 
forma combinada y equilibrada, 
según cada caso, bajo una raciona-
lidad gubernamental: que sean ca-
paces de conducirse por sí solos en 
forma adecuada.  

5. Conclusiones
A modo de conclusión, se podría 

afirmar que el sistema de justicia ju-
venil funciona como un dispositivo 
en la medida que cumple con las 
características principales descritas 
por los enfoques teóricos: es una 
red conformada por elementos he-
terogéneos (condiciones, situaciones 
y relaciones) cuya articulación, ins-
crita en un juego de poder y saber, 
responde a objetivos estratégicos de 
controlar la delincuencia mediante 
la producción de sujetos adolescen-
tes responsables, respetuosos y obe-
dientes de la ley. 

Esta regulación o control del de-
lito dentro del dispositivo se da me-
diante el poder de castigar, potencial 
y efectivo, ejercido por diversos fun-
cionarios y operadores de justicia 
(policías, defensores, fiscales, jueces 
y equipos técnicos), con el propósito 
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de producir adolescentes responsa-
bles, respetuosos y obedientes de la 
ley. Este ejercicio del poder de casti-
go está debidamente regulado, pero 
considera un importante margen de 
discreción en los operadores de jus-
ticia, donde influyen diversas con-
diciones, situaciones y relaciones en 
permanente movimiento.

Para determinar la severidad 
e imponer la sanción, adquieren 
relevancia dos situaciones: la gra-
vedad del hecho y la responsabi-
lización del adolescente. Si bien 
se puede afirmar que la gravedad 
del hecho condiciona la severidad, 
mientras que la responsabiliza-
ción la atenúa, la interpretación 
que proporcionan los enfoques de 
la justicia juvenil (retributivo, ac-
tuarial, rehabilitativo o restaurati-
vo) le da una mayor consistencia y 
justificación, como también puede 
redimensionar esta relación al ge-
nerar sistemas altamente punitivos, 
securitarios, asistencialistas o abo-
licionistas.
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